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Prólogo

Por demasiado tiempo, el debate sobre financiamiento educativo se ha centrado en una sola
pregunta: ¿cuánto debemos gastar? Los recursos siguen siendo necesarios. El gasto público en 

educación se situó en un promedio de 3,9% del PIB en 2022 en América Latina y el Caribe, el nivel más 
bajo en más de 20 años. No obstante, lo que necesitamos es una nueva forma de pensar, gestionar y 
evaluar cómo invertimos en educación.

Esta publicación propone un cambio de paradigma fundamental al plantear cuatro preguntas 
igualmente importantes: ¿cómo movilizamos recursos adicionales de manera sostenible? ¿Cómo los 
distribuimos con criterios técnicos y equitativos? ¿Cómo ejecutamos el presupuesto educativo de 
manera más eficiente? ¿Cómo monitoreamos que efectivamente generen impacto?

La propuesta de “un gasto inteligente en educación” que desarrollan los autores no es una abstracción 
teórica. Está fundamentada en evidencia rigurosa y mejores prácticas en la región y a nivel mundial, 
desde la implementación exitosa de fórmulas de distribución basadas en las necesidades educativas 
en terreno, hasta los riesgos de la “parálisis administrativa” cuando el monitoreo se vuelve 
excesivamente burocrático. Además, muchas de las perspectivas y sugerencias que ofrece esta 
publicación se basan en entrevistas, conversaciones y colaboraciones en terreno con decenas de 
tomadores de decisiones –desde ministros de Educación y Finanzas, a directores de escuelas, juntas 
de padres y otros miembros del sistema educativo– en más de 20 países de nuestra región.

Una buena estrategia pierde fuerza si no va acompañada de una buena ejecución, ya que la 
distancia entre el diseño y la implementación puede determinar el éxito o fracaso de cualquier 
reforma educativa. Las mejores intenciones pueden perderse en procesos burocráticos ineficientes, 
mientras que reformas aparentemente modestas pueden generar transformaciones profundas 
cuando se implementan con rigor técnico.

Los sistemas educativos de la región tienen ante sí una oportunidad histórica. La pandemia Covid-19, 
la inseguridad pública y las restricciones fiscales han demostrado la fragilidad de nuestros sistemas 
educativos. Es momento de aprovechar esas lecciones para construir sistemas de financiamiento 
que no sólo sobrevivan a las crisis, sino que emerjan fortalecidos de ellas.

En el BID continuaremos siendo socios estratégicos de los países en esta transformación, porque 
entendemos que el futuro de la región se escribe en las aulas de hoy.

Ana María Ibáñez
Vicepresidenta de Sectores y Conocimiento
Banco Interamericano de Desarrollo
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Resumen Ejecutivo
¿De qué hablamos cuando hablamos de ‘Gasto Inteligente’
en la educación escolar?

EL ESCENARIO ACTUAL: LOS HECHOS
•	 El gasto público total en educación ha bajado desde 2019. Entre 1995 y 2010, los países de América 

Latina y el Caribe aumentaron la inversión fiscal en educación de 2,99% del Producto Interno Bruto a 
más del 5%. Desde entonces, la región (en promedio) no ha recuperado esos niveles. Es más, la 
pandemia del Covid-19 redujo aún más el gasto, llegando a sólo 3,89% del PIB en 2022. Con ello, la 
región no alcanza las recomendaciones básicas de la UNESCO que estipulan un mínimo de 4% a 6%. 
Una inversión insuficiente no mejorará los resultados, incluso si la gestión de los recursos es eficiente.

•	 El gasto por alumno está muy por debajo del promedio de la OCDE. Incluso en los países que han 
mantenido gastos altos en términos del PIB, como Costa Rica o Chile, el gasto por alumno llega a 
unos USD 5.000 al año, sólo la mitad de lo que, en promedio, gastan los países de la OCDE. En 
países como Honduras, Ecuador, El Salvador y Guatemala, el gasto por estudiante de primaria está 
entre USD 1.200 y USD 1.800 al año, lo que equivale a entre 10% y 15% del promedio de la OCDE.

•	 Muchos esfuerzos financieros no han sido acompañados de reformas para asegurar un uso 
eficiente de los recursos. En los últimos años varios países han realizado importantes esfuerzos 
para movilizar recursos adicionales, como establecer metas de gasto anual como porcentaje del 
PIB o implementar impuestos específicos para financiar la educación escolar. Sin embargo, pocos 
países han acompañado este empuje con reformas integrales a su sistema de finanzas escolares, 
lo que ha llevado a resultados mixtos. Este es el caso, por ejemplo, de República Dominicana, Costa 
Rica y Argentina. Sin una gestión eficiente, aumentos del gasto no mejorarán los resultados. 

•	 Los ministerios de Educación suelen tener un poder de negociación débil. Los criterios históricos 
(replicar partidas presupuestarias de años anteriores), las presiones de los sindicatos de docentes 
(cuya principal meta suele ser aumentos salariales o, en algunos casos, promover contrataciones 
basadas en conexiones políticas), y la falta de capacidades técnicas para calcular el ‘retorno sobre 
la inversión’ de la educación escolar, debilitan la posición negociadora de los ministerios de 
Educación frente a sus pares de Finanzas, quienes son los que finalmente deciden cuánto asignar 
a cada sector social. Y en los últimos años prioridades sociales como la salud y la seguridad pública 
ponen una presión adicional a las arcas fiscales.

•	 Los sistemas de gestión financiera y de información educativa aún son incipientes. Muchos 
países han adoptado esquemas de gestión escolar descentralizados, con el fin de ajustarse mejor 
a las necesidades en terreno. Sin embargo, la falta de capacidades técnicas a nivel local muchas 
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RESUMEN EJECUTIVO

veces juega en contra de ese objetivo. Asimismo, la falta de información sistematizada y digitalizada 
para todo el sistema escolar debilita tanto a las más altas autoridades, como a los actores locales a 
la hora de adecuar e invertir los recursos disponibles.

•	 La distribución de recursos desde gobiernos a escuelas debería basarse en criterios objetivos, 
medibles, claros, transparentes y consensuados en el debate público. Asegurarle a la sociedad 
que los recursos educativos se distribuyen bajo principios claros, conocidos y acordados por todos 
los sectores, es esencial para darle legitimidad y sostenibilidad a las políticas de financiamiento 
educativo. Las fórmulas de financiamiento bien diseñadas son un mecanismo para alcanzar 
objetivos de política educativa, las cuales además reducen costos de transacción y aumentan la 
predictibilidad de los fondos disponibles a lo largo del año escolar.

•	 Los ciclos presupuestarios están desalineados con las inversiones de largo plazo. En muchos 
casos hay una desconexión entre los tiempos fiscales y la ejecución de servicios u obras que 
satisfacen necesidades educativas en el largo plazo, generando compras apresuradas de fin de año 
y muchas veces una subejecución presupuestaria en educación.

	
•	 Las desigualdades territoriales siguen siendo excesivas. En la región persisten diferencias 

extremas entre zonas urbanas y rurales, o entre regiones ricas y pobres. En Colombia, por ejemplo, 
la cobertura secundaria varía desde el 10,3% al 76,2%, según la zona geográfica o condición 
socioeconómica de los alumnos.

•	 La burocracia excesiva puede paralizar la gestión. Varios países tienen regulaciones complejas 
que generan una “parálisis administrativa” por temor a sanciones. Un caso que ilustra la sobre-
regulación es el de São Paulo, donde las autoridades exigían 32 características técnicas que debía 
cumplir un bolígrafo para encargar su adquisición.

	
•	 El riesgo de corrupción sigue siendo persistente. Estudios en algunos países de la región 

muestran que la corrupción o malversación de fondos educativos equivale a una pérdida de ocho 
meses de aprendizaje para los estudiantes.

Frente a este escenario surgen tres tareas 
urgentes: movilizar más recursos, mejorar las 
reglas de distribución de recursos y fortalecer

las capacidades técnicas y los sistemas de gestión 
de todos los actores que participan en el universo 

de la educación escolar.
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¿CÓMO IR MÁS ALLÁ? 
UN MODELO DE ‘GASTO INTELIGENTE’
Cuánto se gasta es fundamental, pero también cómo se gasta y cómo obtener recursos adicionales. 
El sistema de finanzas escolares se rige por cuatro dimensiones operativas: movilizar recursos, 
distribuir recursos, ejecutar esos recursos y monitorear este proceso y sus resultados. Cada una de 
estas dimensiones está relacionada con los cuatro principios fundamentales a los que aspira un 
sistema escolar. La movilización de recursos está relacionada con la adecuación (¿hay recursos 
suficientes para educar a todos y de buena manera?); la distribución se vincula con el principio de la 
equidad (¿reciben los colegios y sus alumnos los recursos necesarios dadas sus necesidades 
específicas?); la ejecución va de la mano de la eficiencia (¿llegan los recursos estipulados a los 
colegios?), y el monitoreo está conectado con el principio de la transparencia (¿se usaron realmente 
los recursos para lo que estaban destinados?).

Maneras de movilizar más recursos

1.	 Establecer metas de gasto vinculadas a fuentes de financiamiento específicas
•	 Establecer metas de gasto educativo como porcentaje del PIB y/o fijar impuestos específicos o 

royalties que garanticen el cumplimiento de las metas educativas. Ejemplos de ello son el 
Impuesto Directo a los Hidrocarburos en Bolivia, o el Salário Educação de Brasil.

2.	 Diversificar las fuentes mediante financiamiento innovador
•	 Implementar canjes de deuda por educación y bonos sociales educativos y/o promover alianzas 

público-privadas que no comprometan la equidad del sistema escolar. Un ejemplo son los bonos 
de impacto social en educación de Colombia, donde los inversionistas privados proveen el 
financiamiento de iniciativas concretas y, de cumplirse los objetivos acordados, reciben de parte 
del gobierno un retorno sobre esa inversión. 

Figura 1: Marco conceptual

Sistema de Financiamiento Educativo

Dimensiones Operativas Principios Fundamentales

Movilización Distribución Ejecución Monitoreo Adecuación Equidad Eficiencia Transparencia

/ GASTO INTELIGENTE EN EDUCACIÓN ESCOLAR EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE
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3.	 Fortalecer la capacidad fiscal de los gobiernos subnacionales o locales
•	 Descentralizar las responsabilidades fiscales y acompañar el proceso de mecanismos 

redistributivos. Crear incentivos para que los gobiernos locales movilicen recursos propios. El 
modelo del FUNDEB en Brasil, que combina recursos federales, estatales y municipales, es un 
ejemplo de este tipo de iniciativas.

4.	Desarrollar estudios de costos que sean rigurosos
• Implementar análisis técnicos que determinen las necesidades reales del sistema educativo, y 

usar estos estudios para fortalecer la posición negociadora frente a los ministerios de Finanzas. 
Un ejemplo es la metodología CAQ/CAQi de Brasil para determinar los costos reales por alumno.

Cómo mejorar la distribución de los recursos

1.	 Implementar fórmulas técnicas basadas en datos verificables
• Reemplazar criterios históricos y discrecionales en el gasto escolar, por fórmulas diseñadas para 

alcanzar objetivos de política educativa y que además consideren variables clave como matrícula, 
vulnerabilidad social, ruralidad y necesidades especiales. Para ello hay que establecer 
ponderaciones claras y transparentes por cada variable. Un ejemplo es la Ley SEP de Chile, que 
asigna a las escuelas un 70% más recursos por cada estudiante vulnerable que educa.

2.	 Fortalecer los sistemas de información integrados
•	 Desarrollar Sistema de Información y Gestión Educativa o SIGED robustos, con datos educativos 

digitalizados, integrados y actualizados de manera continua, que permitan distribuciones 
basadas en datos confiables;

•	 Además, automatizar y digitalizar algunos procesos de contratación o asignación ayuda a reducir 
la discrecionalidad y el riesgo de influencias políticas indebidas. El sistema de ‘plantilla óptima’ 
de Ecuador es un ejemplo que va en esa dirección.

3.	 Equilibrar transferencias monetarias con distribución de insumos
•	 Diseñar modelos híbridos que aprovechen economías de escala centralizadas para algunos 

insumos y flexibilidad local para otros; adaptar el modelo según las capacidades técnicas locales. 
Un ejemplo es el de la alimentación escolar en São Paulo. La compra de comida no perecible se 
realiza a nivel central, y la de productos frescos a nivel local.

Maneras de optimizar la ejecución de recursos

1.	 Fortalecer las capacidades técnicas a nivel local
•	 Implementar programas de formación en gestión financiera para directores y administradores; 

establecer criterios técnicos basados en competencias para seleccionar a los mejores gestores. 
Un ejemplo de lo primero es el Programa de Formación de Directivos Escolares (PROGEPE) del 
estado de Pernambuco en Brasil. Esta capacitación de 72 horas, que es obligatoria para 
directores de escuelas, incluye cursos sobre eficiencia del gasto. Un buen ejemplo de lo segundo 

RESUMEN EJECUTIVO
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está en Colombia, donde los concursos para seleccionar a directivos escolares incluyen 
evaluaciones que miden competencias académicas, habilidades en gestión de recursos y 
conocimientos de gestión financiera. 

2.	 Simplificar los procesos administrativos sin comprometer la transparencia
•	 Desarrollar plataformas digitales que agilicen las compras y reduzcan una burocracia excesiva. 

El Sistema de Información de Recursos (SIDRE) de Bogotá, por ejemplo, es una plataforma digital 
que permite a los directores de las 406 escuelas públicas de la capital colombiana gestionar de 
manera eficiente la adquisición de insumos educativos. 

3.	 Según los contextos, implementar modelos de ejecución diferenciados
•	 Adoptar una mayor centralización cuando las capacidades locales son limitadas, y otorgar una 

autonomía progresiva basada en el desempeño y la capacidad técnica demostrada. Un ejemplo 
es el Plan de Mejoramiento Educativo (PME) en Chile, que traduce los lineamientos estratégicos 
en acciones concretas para mejorar los resultados educativos. Su formulación y ejecución son 
requisitos para que las escuelas accedan al financiamiento adicional de la SEP. Este requisito 
varía según los resultados de la escuela. Mientras las escuelas con bajos resultados deben 
elaborar e implementar el PME, aquellas con buenos resultados no deben elaborar un PME y 
pueden usar los recursos SEP con mayor autonomía. 

•	 El “Kit Escolar DuePay” de la ciudad de São Paulo ilustra cómo se puede entregar mayor 
autonomía al nivel local. Antes el gobierno de la ciudad distribuía los kits escolares a las escuelas, 
lo que generaba problemas logísticos y retrasos. Hoy los padres reciben una tarjeta con un 
monto específico que pueden gastar en una red acreditada de comercios locales. Esto eliminó 
uno de los grandes problemas de la red, que era iniciar el año escolar sin que el material llegara 
a tiempo a todas las escuelas.

Cómo realizar un monitoreo efectivo

1.	 Desarrollar sistemas de monitoreo que integren los aspectos administrativos, de implementación 
y los resultados
•	 Crear plataformas que vinculen el gasto escolar con indicadores educativos clave; implementar 

alertas tempranas para detectar ineficiencias o irregularidades. El Sistema Integrado de 
Administración Financiera (SIAF) de Perú es una de las plataformas de monitoreo presupuestario 
más sofisticadas de la región. Este permite registrar y rastrear el gasto público en educativo en 
todas sus fases.

2.	 Promover la transparencia activa y el acceso ciudadano a la información
•	 Publicar los datos desagregados de gasto por escuela y resultados educativos, y facilitar la 

supervisión social mediante portales accesibles y comprensibles. Un ejemplo de ello es el 
programa chileno “Más Información, Mejor Educación” (MIME), que proporciona datos sobre 
infraestructura, oportunidades educativas, planta docente y resultados académicos de más de 
15.000 escuelas de ese país.

/ GASTO INTELIGENTE EN EDUCACIÓN ESCOLAR EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE
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3. Evitar la “parálisis administrativa” mediante enfoques colaborativos
•	 Balancear control con apoyo técnico a los gestores educativos; implementar auditorías que 

combinen supervisión administrativa con acompañamiento pedagógico, y crear mecanismos de 
retroalimentación constructiva en lugar de sólo punitivos. Un ejemplo son los Compromisos de 
Desempeño en Perú. El Ministerio de Educación de ese país implementó un modelo que no sólo 
incluye monitoreo del desempeño, sino que también brinda asistencia técnica a los gobiernos 
subnacionales para que puedan cumplir con las metas. Esto permite evitar un enfoque 
puramente punitivo y fortalece las capacidades locales.

Recuperar el impulso

Una de las propuestas centrales de este libro es presentar políticas públicas que logren que cada 
peso invertido en la educación escolar genere el máximo impacto posible en los aprendizajes y 
desarrollo de los estudiantes. Pero para alcanzar un ‘gasto inteligente’ es necesario diseñar un 
sistema de financiamiento escolar que equilibre cuatro principios fundamentales: adecuación, 
equidad, eficiencia y transparencia. Y éstos, a su vez, deben vincularse con las cuatro dimensiones del 
sistema de finanzas escolares: movilización, distribución, ejecución y monitoreo de los recursos.

Sin embargo, asegurarse de que cada peso invertido en educación genere el máximo beneficio 
posible no es sólo una cuestión de eficiencia administrativa, sino también una obligación moral con 
las futuras generaciones. Los países de la región tienen hoy la oportunidad de capitalizar las lecciones 
aprendidas en las últimas décadas para construir sistemas de financiamiento más eficientes, 
equitativos y transparentes. El éxito en esta tarea determinará en gran medida la capacidad de 
formar ciudadanos preparados para prosperar en un mundo cada vez más complejo y cambiante.

RESUMEN EJECUTIVO



INTRODUCCIÓN

FINANZAS ESCOLARES
EN AMÉRICA LATINA
Y EL CARIBE: GASTO 
INTELIGENTE EN UN 
CONTEXTO DESAFIANTE



19

INTRODUCCIÓN

América Latina y el Caribe (ALC) han apostado decididamente por la educación. Entre 1995 
y 2014 la región elevó su inversión educativa del 3% al 5% del Producto Interno Bruto 
(PIB). Se trata de niveles comparables a muchos países de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE). Esta apuesta por aumentar el 

financiamiento refleja una convicción regional de que la educación es uno de los principales motores 
del desarrollo y la equidad social.

Y es que décadas de investigación revelan un patrón inequívoco: una educación efectiva transforma 
vidas. Los estudiantes que acceden a escuelas de calidad no sólo alcanzan mayor satisfacción 
personal y éxito laboral, sino que desarrollan mejores relaciones interpersonales, mayor resiliencia y 
una capacidad superior para perseguir metas de largo plazo. Los beneficios se extienden a la salud, 
la prevención del delito, la confianza interpersonal y el compromiso cívico [1-5]. Los análisis más 
recientes demuestran que incrementos sustanciales y sostenidos en la inversión escolar generan 
avances notables en la graduación escolar, en el acceso a la educación superior y en los resultados 
académicos, especialmente en sectores vulnerables.

Sin embargo, la pandemia global del Covid-19 hizo que este impulso perdiera fuerza en la región. La 
combinación de demandas urgentes en salud y mayores restricciones fiscales debido a la contracción 
económica, sumado a la necesidad de aumentar el gasto social por las crisis de seguridad pública y 
los desafíos del cambio climático, provocaron una reducción de la inversión educativa en la región, 
que en 2022 bajó al 3,9% del PIB (Figura I.1). 

Pero esta caída no fue simplemente el resultado de presiones fiscales inevitables, sino también de 
decisiones políticas. Y éstas contrastan con la respuesta de otros países ante las pérdidas de 
aprendizaje por la pandemia.

Si bien la crisis sanitaria de 2020-2022 impactó a los sistemas escolares de todo el mundo, varios 
países de altos ingresos lograron implementar medidas extraordinarias para mitigar los efectos de la 
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pandemia en sus sistemas educativos. Estados Unidos, por ejemplo, incrementó su gasto federal en 
educación en un 11% mediante fondos de emergencia (ESSER) para apoyar la reapertura de escuelas, 
la recuperación del aprendizaje y reducir brechas de equidad. Canadá creó el Safe Return to Class 
Fund, con una inversión de 2.000 millones de dólares canadienses para adaptar espacios escolares y 
expandir el aprendizaje digital. Alemania reforzó su Pacto Digital para las Escuelas con 1.500 millones 
de euros adicionales, mientras que Francia y Corea del Sur también priorizaron la inversión en 
tutorías focalizadas, plataformas digitales y subsidios para garantizar el acceso equitativo a internet 
y dispositivos. Estas respuestas reflejan no sólo una mayor capacidad fiscal, sino también una clara 
prioridad política otorgada al sector educativo. En cambio, en América Latina y el Caribe, si bien 
existieron restricciones fiscales, el gasto en educación no fue priorizado frente a otros sectores.

Así, el momento actual es crucial para el futuro de la educación escolar en la región. En un contexto 
de restricciones fiscales y demandas competitivas de otros sectores, los países de ALC necesitan 
estrategias más efectivas para financiar sus sistemas escolares. No se trata sólo de mantener el 
esfuerzo por aumentar los recursos, aunque ello sigue siendo fundamental. El desafío más inmediato 
es fortalecer los mecanismos para lograr una distribución equitativa, asegurar una ejecución eficiente 
y establecer sistemas robustos de monitoreo para garantizar que cada dólar invertido genere el 
máximo impacto posible en el aprendizaje y desarrollo de los estudiantes, reduciendo así las brechas 
educacionales que existen en la región.

Dado el escenario actual, este libro propone una tesis central: si bien es fundamental mantener e 
incrementar la inversión en la educación escolar, un desafío igualmente importante es gastar “de 
manera más inteligente”. La evidencia internacional disponible es clara: el impacto del gasto 

Figura I.1: Gasto público en educación como porcentaje del PIB (OCDE-ALC)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la CIMA, BID.

n OCDE    n ALC    

1995	 2000	 2005	 2010	 2015	 2020	 21	 22

4,7%
5,0%

3,8%

3,0%



21

INTRODUCCIÓN

1. Según datos del Ministerio de Educación de República Dominicana, entre 2012 y 2023 los salarios docentes a precios 
corrientes crecieron un 146% para primaria y un 117% para secundaria [7].

educativo depende en gran medida del ‘cómo’ y ‘dónde’ se invierte. Existen estrategias altamente 
costo-efectivas que pueden generar mejoras sustantivas, incluso sin grandes incrementos 
presupuestarios. Por ejemplo, la implementación de modelos de pedagogía estructurada han 
mostrado impactos significativos en el aprendizaje de los estudiantes. Entre estos figuran la selección 
docente basada en competencias y no en vínculos políticos, o asignar los docentes más efectivos a 
escuelas con bajo rendimiento académico. Sin embargo, la identificación y evaluación comparada de 
estas estrategias pedagógicas no es el foco de este libro. Aquí nos concentramos en analizar las 
dimensiones operativas del financiamiento –movilización, distribución, ejecución y monitoreo– y 
cómo éstas pueden habilitar o bloquear el uso eficiente de los recursos educativos, independiente 
del tipo de estrategia pedagógica adoptada por cada país.

Este libro también recoge los conocimientos y experiencias de los proyectos que la División de 
Educación del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) tiene actualmente en su portafolio, entre 
los que se incluyen préstamos, inversiones y cooperación técnica que movilizan más de 2.000 
millones de dólares estadounidenses (USD) para el sector educativo en ALC y que abarcan a 25 
países [6].

La experiencia reciente de cinco países de la región –República Dominicana, Argentina, Costa Rica, 
Brasil y Chile– ilustra este desafío y las oportunidades que se abren o se desaprovechan. Cada caso 
ofrece, de manera introductoria, lecciones distintas sobre la compleja relación entre la inversión 
educativa y los resultados de aprendizaje. Estos países representan sistemas escolares diversos, tanto 
geográficamente como en el tipo de reformas estructurales que han impulsado en sus sistemas de 
finanzas escolares. Para efectos de esta introducción fueron seleccionados utilizando dos criterios: 
primero, son países que aumentaron rápidamente su inversión educativa en los últimos años, como 
República Dominicana, Brasil y Chile, y/o, segundo, son países que hoy presentan niveles de gasto 
educativo por alumno y como porcentaje del PIB significativamente superiores al promedio de ALC, 
como Argentina y Costa Rica. 

Los casos de Perú –que ha logrado avances importantes en resultados con un foco en la eficiencia 
del gasto–, de Colombia –que progresivamente ha descentralizado la gestión de los fondos 
escolares–, o de México –donde persiste una estructura de financiamiento altamente centralizada–, 
también se abordan a lo largo de este libro para ilustrar experiencias y dinámicas relevantes en el 
mundo de las finanzas escolares.

En 2013 República Dominicana dio un paso audaz al asegurar un gasto mínimo en educación 
equivalente al 4% de su PIB. Los efectos fueron inmediatos. “Los salarios docentes dieron un salto 
enorme ese primer año y siguieron subiendo en términos reales por cinco años más”, aseguró en 
marzo de 2024 un alto funcionario del Ministerio de Educación de ese país en conversación con los 
autores de este libro.1 Sin embargo, este avance también trajo nuevos desafíos: “El aumento se 
concentró en salarios, desplazando otros gastos esenciales. La inversión en pedagogía, especialmente 
en programas de gestión y administración docente, se vio severamente afectada”, afirmó.
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Argentina presenta un caso similar, pero con matices propios. El país quintuplicó su inversión en 
educación, pasando del 1,05% del PIB en 1989 al 5,78% en 2015. Sin embargo, como explica un ex 
ministro de una Provincia de Argentina: “El 90% [de los recursos] va a salarios, y el resto llega preasignado 
desde el gobierno federal para actividades específicas. Nos quedamos sin espacio para innovar, sin 
flexibilidad para responder a las necesidades locales. Es como si lleváramos una camisa de fuerza”. 

Costa Rica, en tanto, tiene una meta constitucional de asignar el 8% de su PIB a la educación. Su gasto 
actual llega al 6,38%, superando el promedio regional e incluso el de la OCDE. Es el país que, en proporción 
a su economía, más invierte por estudiante en la región. A diferencia de Argentina, ofrece mucha 
autonomía local, ya que las Juntas de Educación y Administrativas, compuestas por miembros de la 
comunidad escolar incluyendo a las familias, gestionan casi un 25% de los recursos asignados [8]. No 
obstante, también tiene inconvenientes. “Para evitar el mal uso de recursos, el Estado regula todas 
nuestras compras”, dice una presidenta de una Junta de una escuela en San José, la capital del país. 
“Cuando compramos los almuerzos, sólo podemos usar ciertos proveedores acreditados. A veces los 
precios son más elevados y los proveedores quedan lejos de la escuela. En vez de comprar al feriante que 
está al lado del colegio, tenemos que ir a otra parte de la ciudad y pagar más por peor calidad”, asegura. 
Si bien estas regulaciones pueden parecer excesivas, son una respuesta a experiencias previas donde la 
falta de controles llevó a casos de malversación de fondos y compras irregulares en algunas escuelas [8]. 

Por otro lado, Brasil y Chile acompañaron sus aumentos de inversión –por sobre el 120% en gasto 
por estudiante en educación primaria en Brasil y una triplicación en términos reales en Chile en las 
últimas dos décadas– con reformas estructurales en sus sistemas de financiamiento escolar.

En Chile las masivas protestas de estudiantes secundarios durante 2006 sirvieron para catalizar la 
innovación. “Quince años de mayor gasto público [desde el retorno a la democracia en 1990] no bastaron 
para mejorar los resultados”, recuerda Pedro Montt, quien fue subsecretario de Educación hasta pocas 
semanas antes de las movilizaciones. “Las protestas de 2006 nos obligaron a replantear el sistema. La Ley 
SEP [Ley de Subvención Escolar Preferencial, promulgada en 2008] fue nuestra primera respuesta: un 
modelo de financiamiento que no sólo distribuía más recursos, sino que combatía desigualdades, fortalecía 
escuelas y exigía resultados. No era sólo más dinero, sino una transformación que vinculó el financiamiento 
con la calidad del aprendizaje”, asegura el experto que cumplió un papel central en esa reforma. 

Y el caso de Brasil muestra cómo una visión de largo plazo puede transformar un sistema educativo. 
Henrique Paim, ex ministro de Educación en 2014 y 2015, aseguró en conversaciones con nuestro equipo 
que “teníamos algunos de los peores indicadores de la región: bajo rendimiento, alta deserción y una 
distribución de recursos profundamente desigual que favorecía a las zonas más ricas”. Paim explica que 
“a través de un consenso nacional, Brasil implementó reformas amplias que abarcaron tanto la 
distribución de recursos, como su monitoreo sistemático. Esto último incluyó evaluaciones estudiantiles 
y un sólido sistema de recopilación de datos. La democratización de esta información permitió que 
estados y municipios comenzaran a diseñar políticas basadas en evidencia, aunque las diferencias en la 
capacidad de financiamiento local siguen generando importantes brechas entre regiones”. 

Estas experiencias de reformas, algunas más sistémicas que otras, nos condujeron a una pregunta 
fundamental: ¿qué lecciones ofrecen que sirvan para guiar las decisiones en toda la región?
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Figura I.2: Marco conceptual ampliado
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Motivados por esta interrogante, y preocupados por la calidad educativa en la región, los expertos y 
expertas de la División de Educación del Banco Interamericano de Desarrollo (BID) lanzaron en 2015 
una ambiciosa agenda de investigación para poner la lupa sobre cómo funciona el sistema de 
financiamiento educativo en ALC. Una de las preguntas centrales que guiaron nuestra investigación 
fue: ¿dónde están los cuellos de botella que impiden que la mayor inversión educativa de los últimos 
años se traduzca en mejores resultados?

Para responder a estas interrogantes, hicimos una investigación que se desarrolló en dos fases 
complementarias. La primera, de índole documental e internacional, se basó en trabajos previos 
realizados en la propia División de Educación del BID. En esta etapa se analizó de manera exhaustiva 
la literatura académica y la normativa actual sobre financiamiento educativo. Estudiamos las mejores 
prácticas de los países OCDE en materia de fórmulas y reglas de distribución de recursos, mecanismos 
de ejecución presupuestaria a nivel nacional, local y escolar, y sistemas de monitoreo y evaluación de 
gasto. La segunda fase nos llevó al terreno. Realizamos más de 50 entrevistas en profundidad en 22 
países de ALC. Conversamos con un amplio espectro de actores: desde ex ministros y viceministros 
de educación hasta equipos técnicos de finanzas y educación, directores de escuela, padres, 
investigadores y representantes de organizaciones no gubernamentales.

De este trabajo emerge un marco conceptual que integra dimensiones operativas y principios 
fundamentales del financiamiento educativo (ver Figura I.2). Éste nos permite analizar de manera 
metódica cómo los sistemas educativos se alinean –o no– con los objetivos de la política educativa 
de cada país y con las mejores prácticas a nivel global.

Sistema de Financiamiento Educativo

Dimensiones Operativas Principios Fundamentales

Movilización Distribución Ejecución Monitoreo Adecuación Equidad Eficiencia Transparencia

RELACIÓN BÁSICA ENTRE LAS DIMENSIONES OPERATIVAS Y LOS PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

MOVILIZACIÓN

ADECUACIÓN

Movilizar más 
recursos garantiza 
la adecuación, es 

decir, que se tenga 
recursos suficientes 

para hacer frente 
a las necesidades 

educativas.

DISTRIBUCIÓN

EQUIDAD

Asegurar que los 
recursos se distribuyan 

bien es clave para 
asegurar que todos 

los alumnos reciban lo 
que necesitan según 
su condición social y 

geográfica.

EJECUCIÓN

EFICIENCIA

Una mejor ejecución 
de los recursos 

contribuye a que el 
sistema escolar sea 

más eficiente.

MONITOREO

TRANSPARENCIA

Implementar 
sistemas de 

monitoreo para 
supervisar las etapas 

previas fomenta la 
transparencia y la 

rendición de cuentas.
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El marco general se expresa a través de cuatro dimensiones interrelacionadas: la movilización de 
recursos, que involucra la captación y generación de insumos financieros; la distribución, que 
comprende los mecanismos para asignar recursos entre regiones, escuelas y programas; la ejecución, 
que abarca los procesos para convertir recursos financieros en insumos y resultados educativos; y el 
monitoreo, que engloba los modelos de seguimiento y evaluación [9-12]. 

A su vez, estas dimensiones operativas están bajo el alero de cuatro principios esenciales: la 
adecuación, que asegura contar con los recursos suficientes para alcanzar los objetivos educativos; 
la equidad, que garantiza que las asignaciones sean justas y respondan tanto a necesidades similares 
como a aquellas diferenciadas; la eficiencia, que optimiza el uso de los recursos para maximizar su 
impacto; y la transparencia, que facilita el acceso a información y la rendición de cuentas.

La interacción entre estas dimensiones y principios es dinámica y puede generar tensiones que 
requieren un cuidadoso balance. 

Los mecanismos de distribución de recursos ilustran bien este desafío: cuando son excesivamente 
complejos, pueden generar ineficiencias debido a la falta de certeza en la asignación de recursos; 
cuando las reglas no son claras o se basan en criterios políticos en vez de técnicos, podrían profundizar 
las inequidades existentes o incluso fomentar prácticas clientelistas. Por ejemplo, las fórmulas que 
distribuyen recursos directamente a las escuelas sólo funcionan de manera efectiva cuando a nivel 
del establecimiento educacional existe personal capacitado en gestión financiera y administrativa, 
sistemas informáticos adecuados para el manejo presupuestario, y procedimientos claros de 
rendición de cuentas [13]. 

A nivel de los principios que guían el sistema de financiamiento escolar, la búsqueda de una mayor 
equidad también presenta dilemas importantes. Por ejemplo, redistribuir recursos existentes entre 
escuelas, sin inyectar fondos adicionales, podría comprometer la adecuación del financiamiento en 
algunos colegios [14, 15]. La implementación de la Ley SEP en Chile en 2008 es un ejemplo de ello. 
Al diseñar una subvención adicional del 70% para escuelas que atienden alumnos de familias 
vulnerables, el gobierno enfrentó dos opciones: redistribuir los recursos existentes o inyectar 
recursos adicionales. Redistribuir el presupuesto existente habría significado reducir la subvención 
base de todas las escuelas, comprometiendo el financiamiento de las escuelas que ya alcanzaban 
estándares mínimos. La alternativa adoptada fue inyectar recursos adicionales, preservando la 
adecuación, pero requiriendo un mayor esfuerzo fiscal. Este caso demuestra cómo mejorar la 
equidad frecuentemente requiere aumentar recursos totales, no sólo redistribuirlos. De manera 
similar, permitir que las escuelas cobren una mensualidad y que las familias contribuyan con 
recursos propios puede fortalecer la adecuación del financiamiento, pero también profundizar las 
inequidades debido a que las comunidades con mayores recursos económicos tienen la capacidad 
de aportar más dinero [16]. 

Los sistemas de transferencias desde gobiernos centrales a los regionales ilustran otro desafío de 
equilibrio: pueden ser eficientes dado que los gobiernos locales tienen mejor información sobre las 
necesidades de su población, pero debilitarse si los montos son inadecuados o faltan incentivos para 
movilizar recursos locales. La autonomía en la gestión escolar presenta un desafío similar. Aprovechar 
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el conocimiento local de las familias puede fortalecer la gestión, pero puede ser contraproducente si 
no cuenta con sistemas transparentes de monitoreo y con las capacidades necesarias para una 
gestión efectiva.

Diseñar un sistema de financiamiento escolar que equilibre los principios de adecuación, equidad, 
eficiencia y transparencia es una tarea compleja y desafiante. En la práctica, el modo en que se 
prioricen estos principios depende de las circunstancias de cada país, las limitaciones fiscales y las 
demandas sociales y políticas. Y a medida que los países avanzan en sus objetivos de política 
educativa, estas prioridades pueden cambiar, obligando a los sistemas de financiamiento a ser más 
flexibles y dinámicos [17-19].

El desafío central radica en diseñar sistemas que equilibren estos principios a través de las cuatro 
dimensiones operativas, reconociendo que cada sistema debe encontrar su propio balance según su 
contexto y objetivos educativos.

Estas tensiones entre los cuatro principios no son teóricas. En la ciudad de São Paulo, Brasil, el equipo 
de la Secretaría de Educación constató que, para comprar un buen bolígrafo de forma centralizada a 
través de una licitación, era necesario especificar 32 características técnicas, ya que la competencia 
únicamente por precio no aseguraba un insumo de calidad. Por ello, implementaron mejoras en sus 
procesos de adquisición. Así, en nombre de una mayor transparencia en la adquisición de materiales 
escolares, al final se afecta la eficiencia del gasto al crear una burocracia excesiva.

En El Salvador, en períodos anteriores, la falta de insumos para la alimentación escolar llevó a 
soluciones comunitarias improvisadas. Un ex director relató que era común recaudar contribuciones 

Diseñar un sistema de financiamiento escolar que 
equilibre los principios de adecuación, equidad, 

eficiencia y transparencia es una tarea compleja. 
En la práctica, el modo en que se prioricen estos 
principios depende de las circunstancias de cada 

país, las limitaciones fiscales y las demandas 
sociales y políticas.
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de las familias para la compra de alimentos complementarios a los proporcionados por el gobierno y 
contar con los padres para apoyar en la preparación, pero sin contar necesariamente con los 
conocimientos para una nutrición equilibrada o ser expertos en la manipulación de alimentos. Con 
ello se compromete tanto la eficiencia como la calidad del servicio. 

A nivel macro, la tensión más relevante que se observa es entre los ministerios de Educación y los 
ministerios de Finanzas. Mientras los primeros suelen pedir mayores aportes (adecuación), los 
segundos ponen foco en la eficiencia del gasto. Cuando hay que priorizar inversiones sociales, ¿se 
levantan más escuelas o se construye un nuevo puente que podría impulsar el comercio, el acceso 
territorial y mayores tributos?

¿Cómo han resuelto –o no– los países de la región estas tensiones? ¿Cómo han implementado, en 
la práctica, el aumento de recursos educativos de las últimas décadas? En esta introducción 
presentamos los casos de cinco países que elevaron de manera sustancial el gasto en educación. 
Estos casos ilustran los dilemas, aciertos y errores que sirven como insumos clave que 
desarrollaremos a lo largo de este libro, que explora el financiamiento educativo en 22 países de la 
región. Las experiencias de estos cinco países demuestran cómo diferentes combinaciones de las 
cuatro dimensiones del financiamiento escolar generan distintas capacidades institucionales, y 
también resultados distintos. Más importante aún, ilustran los compromisos necesarios para 
encontrar un equilibrio entre la adecuación presupuestaria, la transparencia, la eficiencia y la 
equidad.

LAS DISTINTAS RUTAS DE LA INVERSIÓN 
ESCOLAR
Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica y República Dominicana destacan por la magnitud y la rapidez 
a la hora de aumentar su gasto en educación escolar (Figura I.3). Sin embargo, sus experiencias 
revelan el que probablemente es el mayor desafío de la región: invertir más no garantiza una mejora 
de los resultados educativos.

El análisis de estos casos nos permite identificar tres patrones distintos de reforma educativa. El 
primer grupo –ejemplificado por República Dominicana– aumentó la inversión sin modificar de 
manera estructural su sistema de financiamiento. El segundo, que incluye a Argentina y Costa Rica, 
complementó el aumento de recursos con reformas parciales. El tercero, representado por Brasil y 
Chile, implementó reformas integrales que acercan a estos países a un “gasto inteligente”. 

A través de estos cinco casos iniciales, profundizaremos en las dinámicas que luego examinaremos 
para los 22 países que componen nuestro estudio completo. Sus experiencias nos revelan patrones 
sobre cómo diferentes estrategias de financiamiento generan distintos resultados institucionales y 
educativos. Más importante, estos casos permiten entender mejor los delicados equilibrios entre 
adecuación presupuestaria, transparencia, eficiencia y equidad, lecciones que serán fundamentales 
para nuestra discusión posterior sobre el gasto inteligente en educación.
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República Dominicana: inversión sin reforma

República Dominicana ejemplifica el primer patrón de reforma educativa: un aumento significativo 
en la inversión, pero sin cambios estructurales en el sistema de financiamiento. En poco más de una 
década, el país pasó de un gasto educativo del 2% del PIB en 2007 a 4,5% en 2020, impulsado por un 
masivo movimiento ciudadano. La campaña “4% para la Educación” logró en 2013 la aprobación de 
un mandato legal que garantiza este nivel mínimo de inversión fiscal, independiente del gobierno 
de turno.

El aumento presupuestario permitió mejoras significativas. La inversión en infraestructura y la 
contratación de más docentes redujo de manera importante el hacinamiento escolar. Entre 2011 y 
2015, la razón profesor estudiante disminuyó de 44 a 28 alumnos por sala. Y la expansión del 
programa de alimentación escolar –que más que quintuplicó su presupuesto de USD 79 millones 
en 2011 a USD 437 millones en 2022– contribuyó a combatir de manera importante la malnutrición 
infantil y juvenil [21]. El país también logró avances significativos en la cobertura de primaria y 
secundaria, alcanzando tasas brutas de matrícula de unos 95% en primaria y 72% en secundaria en 
2023, aunque persiste una notable disminución en la matrícula al nivel secundario. Y la evaluación 
PISA de 2022, que se aplica a estudiantes de 15 años, registró un alza de 14 puntos en matemáticas 
respecto a los resultados de 2018. Sin embargo, estos avances no han sido suficientes para cerrar 

1995	 2000	 2005	 2010	 2015	 2020	 21	 22

Figura I.3: Gasto público en educación (como porcentaje del PIB)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Banco Mundial [20].
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brechas fundamentales. Más del 95% de los estudiantes dominicanos muestran un bajo desempeño 
en matemáticas, con un promedio de 339 puntos frente a los 472 de la OCDE, una diferencia que 
representa cerca de seis años de aprendizaje escolar [22, 23].

El gran cuello de botella es que el esfuerzo por aumentar la inversión escolar no estuvo acompañado 
de reformas sobre cómo utilizar los nuevos dineros. Tres características del sistema dominicano 
ilustran esta desconexión. Primero, la distribución de recursos sigue un modelo tradicional y 
discrecional. Las decisiones del Ministerio de Educación están influenciadas por presiones sindicales, 
especialmente en la asignación de plazas docentes. Segundo, aunque los consejos escolares de 
padres gozan de autonomía para ejecutar gastos en alimentación, materiales y mantenimiento, no 
poseen ni la formación técnica adecuada ni disponen de los mecanismos de rendición de cuentas 
para una gestión efectiva. Tercero, en varias ocasiones los sistemas de monitoreo fallan en detectar 
estas ineficiencias, y cuando las identifican, faltan mecanismos correctivos. La información está 
fragmentada, las evaluaciones de estudiantes son irregulares, y el acceso a datos públicos es limitado, 
creando un círculo vicioso donde la falta de evidencia concreta perpetúa prácticas ineficientes.

Gran parte del aumento presupuestario se canalizó hacia salarios y contrataciones docentes, sin una 
visión estratégica para la mejora educativa. Los números son reveladores: en apenas cuatro años, 
entre 2012 y 2015, la plantilla administrativa creció un 78% [21] –más de 33.000 nuevos funcionarios– 
con aumentos salariales que, en promedio, se sitúan en casi un 40%. ¿El resultado? En ese país hay 
un administrativo escolar por cada docente, frente al promedio regional de uno por cada siete 
maestros [21]. 

Si bien la política de aumentar recursos e inyectarlos principalmente en contrataciones 
administrativas y docentes cumple con el principio de adecuación, puede generar nuevas formas de 
desigualdad, afectando al principio de la equidad. Las escuelas con mayores redes políticas y 

32
características técnicas.

Las tensiones entre los cuatro principios
no son teóricas. El equipo de la Secretaría

de Educación de la ciudad de São Paulo constató
que para adquirir un buen bolígrafo era necesario 

especificar 32 características técnicas.
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contactos suelen obtener más y mejores docentes, mientras que aquellas que se sitúan en sectores 
más vulnerables y menos redes muchas veces reciben maestros con menor experiencia o formación. 
Esto sugiere que también existe una profunda ineficiencia en la asignación de recursos y, tal vez, 
incluso un uso clientelar de los fondos.

La experiencia dominicana ofrece lecciones cruciales sobre las cuatro dimensiones operativas del 
financiamiento educativo. En términos de movilización de recursos, el país demostró que la presión 
ciudadana puede conquistar grandes compromisos de inversión. Sin embargo, el caso también 
revela que sin reformas paralelas en las otras tres dimensiones –distribución, ejecución y monitoreo– 
el impacto del aumento presupuestario se diluye. Esto es particularmente relevante considerando 
que República Dominicana, en términos reales, aún sólo invierte el 27% del promedio por estudiante 
de secundaria que invierten los países OCDE. 

El camino hacia adelante requiere equilibrar múltiples prioridades: mantener y aumentar el nivel de 
inversión mientras se introducen reformas que mejoren su impacto. La ventana de oportunidad 
existe. El mismo consenso social que impulsó la campaña del 4% podría catalizar transformaciones 
más profundas. El desafío será aprovechar esta legitimidad para implementar reformas que 
equilibren los cuatro principios fundamentales, que son garantizar recursos adecuados mientras se 
fortalece la transparencia, se aumenta la eficiencia sin sacrificar la equidad, y se construyen sistemas 
de monitoreo que permitan ajustes futuros basados en evidencia. Sólo así el país podrá traducir su 
compromiso fiscal en mejoras sustanciales en la calidad educativa.

Argentina: alta inversión con escaso margen de maniobra

Argentina ha exhibido un compromiso histórico con la educación, teniendo uno de los gastos por 
estudiante más altos de ALC en educación secundaria, y una inversión educativa anual cercana al 5% 
del PIB, además de un mandato constitucional que exige al menos el 6%. Sin embargo, su caso ilustra 
cómo incluso un país con este nivel de inversión no siempre logra políticas que impacten en la 
calidad y sostenibilidad de la educación escolar. El mayor obstáculo para ello está en las limitaciones 
de los mecanismos de financiamiento.

Al analizar cómo las cuatro dimensiones operativas del financiamiento educativo se ponen en 
práctica en Argentina, se aprecian tanto avances como estancamientos. En términos de movilización 
de recursos, el país ha logrado mantener niveles significativos de inversión a lo largo de las últimas 
décadas. En cuanto a la distribución de esos dineros, éstos se canalizan principalmente a través del 
sistema de co-participación, un mecanismo que transfiere automáticamente una fracción de los 
ingresos fiscales nacionales a las provincias. Si bien este modelo busca apoyar a provincias con 
menos recursos, las fórmulas de distribución no consideran necesidades educativas específicas ni 
indicadores de pobreza. Con ello se limita su capacidad para reducir de manera efectiva las 
disparidades regionales. En tanto, la ejecución de los recursos está altamente centralizada, restando 
autonomía y poder de decisión a las provincias y las escuelas. Y el monitoreo enfrenta restricciones 
significativas. Una política de 2012 prohibió publicar los resultados de pruebas estandarizadas, bajo 
la lógica de evitar la estigmatización escolar. Pero esto terminó debilitando la rendición de cuentas. 
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Esta opacidad, junto con sistemas de información fragmentados y evaluaciones inconsistentes, ha 
creado un círculo vicioso: sin evidencia es difícil impulsar reformas, y sin reformas persiste la falta de 
transparencia.

El sistema de co-participación, que se creó en 1935 y se consolidó a través de sucesivas reformas 
hasta mediados de los años 90, ilustra los complejos equilibrios entre los principios fundamentales 
del financiamiento. 

En términos de transparencia, la fórmula redujo la discrecionalidad política en la asignación de 
recursos al establecer criterios objetivos de distribución. Por ejemplo, un 65% de los fondos se 
distribuyen según población, un 25% según brechas de desarrollo entre provincias, y un 10% para 
provincias con densidad poblacional menor al promedio nacional. 

Respecto a la equidad, el modelo buscó reducir disparidades regionales mediante la centralización 
de la recaudación: provincias con menor capacidad fiscal como Formosa o La Rioja reciben hasta 
cinco veces más por estudiante que Buenos Aires. La adecuación se abordó garantizando una fuente 
estable de ingresos para las provincias. En promedio, las transferencias de co-participación 
representan más del 80% de los ingresos educativos en las provincias del norte. Sin embargo, esta 
dependencia de transferencias nacionales ha generado una estructura rígida que no incentiva la 
movilización de recursos locales. Por ejemplo, el esfuerzo de aumentar la recaudación provincial no 
se ve compensado con recursos adicionales de coparticipación, lo que puede desincentivar la mejora 
de la recaudación local [24, 25].

La rígida estructura del modelo de co-participación limita el margen de maniobra del sistema 
educativo argentino. La mayoría de los recursos que se transfieren sólo cubren a los salarios docentes 
y administrativo, y el resto suele estar predestinado por prioridades que establece el gobierno central. 
Muchas veces, esos dineros se envían directamente a las escuelas sin pasar por los gobiernos 
provinciales. 

Los resultados educativos revelan el costo de estas limitaciones estructurales. A pesar de invertir más 
que República Dominicana en términos del PIB, Argentina enfrenta desafíos similares en calidad y 
equidad. La tasa de deserción en la educación secundaria alcanza el 25%, muy superior al 11% en Chile 
o el 20% de República Dominicana. Y las brechas socioeconómicas son preocupantes. Mientras el 
88% del quintil más rico completa la secundaria, sólo el 63% del quintil más pobre lo logra [26]. Estos 
resultados subrayan cómo la mera movilización de recursos, sin mecanismos efectivos de 
distribución, ejecución y monitoreo, resulta insuficiente para garantizar mejoras sustanciales en la 
calidad y equidad educativa.

Los resultados de aprendizaje son igualmente reveladores. Argentina muestra brechas importantes 
frente a los estándares internacionales. En la Prueba PISA 2022, el país se ubicó en el puesto 64 de 
85 participantes en matemáticas, con un rezago que representa 3 años y medio de escolaridad 
respecto del promedio OCDE [27]. Las desigualdades internas también son pronunciadas. La 
diferencia entre estudiantes del quintil más rico y el más pobre equivale a más de dos años de 
escolaridad en todas las materias evaluadas. Más preocupante aún es que el país exhibe un patrón 
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de estancamiento o declive desde su primera participación en PISA en el año 2000. Los puntajes en 
matemáticas cayeron de 388 en 2000 a 378 en 2022, mientras que en lectura descendieron de 418 a 
401 puntos. Esta tendencia sugiere que las limitaciones estructurales del sistema de financiamiento 
escolar están obstaculizando el progreso educativo a largo plazo.

Las tensiones entre los principios fundamentales del financiamiento educativo son evidentes en el 
caso argentino. El sistema de co-participación priorizó la adecuación al garantizar un flujo estable y 
predecible de recursos a las provincias, pero lo hizo a costa de la eficiencia y, paradójicamente, de la 
equidad a largo plazo. La búsqueda de estabilidad en el financiamiento resultó en una estructura 
rígida que dificulta la innovación y la respuesta a las necesidades locales. Además, los intentos de 
proteger a las escuelas de la estigmatización mediante restricciones en la publicación de datos 
terminaron por obstaculizar la rendición de cuentas y la mejora basada en evidencia. 

Así, el desafío de Argentina es reformar las estructuras que gobiernan el uso de los recursos 
educativos. Esto requerirá actualizar la fórmula de co-participación para incentivar la movilización de 
recursos locales, fortalecer la autonomía provincial en la ejecución, y desarrollar sistemas de 
monitoreo que permitan un uso productivo de la evidencia y datos para lograr una mejora continua. 

Costa Rica: inversión alta con ambicioso foco en la autonomía 
escolar 

Con un gasto actual del 6,3% del PIB, y una meta constitucional del 8%, Costa Rica supera 
ampliamente el promedio regional de 3,9% e incluso el de la OCDE (5,1%). Este esfuerzo público se 
refleja en un gasto de USD 5.090 al año por cada alumno de secundaria (en términos de paridad del 
poder adquisitivo), casi el doble del promedio regional de USD 2.590, aunque aún muy por debajo del 
promedio OCDE de USD 11.437.

El sistema costarricense presenta un caso interesante en las cuatro dimensiones operativas del 
financiamiento educativo. En la movilización de recursos está en la vanguardia regional, pero en el 
aspecto de la distribución de éstos carece de fórmulas objetivas para asignarlos. Según nuestras 
entrevistas a funcionarios del Ministerio de Educación, mientras algunas escuelas tienen exceso de 
maestros, otras enfrentan aulas sobrepobladas, evidenciando un uso poco eficiente de los recursos 
humanos disponibles. El monitoreo enfrenta limitaciones importantes en la recolección y uso de 
datos, en gran parte debido al débil método para reportar la asignación de recursos que reciben las 
escuelas, donde la información se mantiene fragmentada y frecuentemente sin digitalizar [8]. Aunque 
existen evaluaciones regulares, la escasez de datos a nivel de los establecimientos y el limitado 
acceso público a la información obstaculizan la toma de decisiones basada en evidencia.

Sin embargo, en el área de la ejecución, Costa Rica ha adoptado un enfoque único. Casi el 25% del 
presupuesto (excluyendo salarios) se gestiona en las propias escuelas a través de las Juntas de 
Educación y Administrativas, donde padres y miembros de la comunidad manejan aspectos 
operativos como mantenimiento, servicios y el funcionamiento general del colegio [8]. En teoría, esta 
autonomía permite decisiones mejor adaptadas a las realidades locales. 
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Esta gestión local busca mejorar la eficiencia , aprovechando el conocimiento comunitario, y 
aumentar la transparencia a través de la participación de padres y miembros de la comunidad en 
las decisiones de gasto escolar. Sin embargo, la limitada capacidad técnica de estas Juntas 
compromete la eficiencia en el uso de recursos. Para abordar esta debilidad, el gobierno introdujo 
reglas estrictas de ejecución del gasto que, según entrevistas con miembros de las propias 
Juntas, han resultado en procedimientos burocráticos excesivos, creando paradójicamente 
nuevos obstáculos para una gestión ágil y efectiva. Más aún, este modelo puede comprometer la 
equidad del sistema, ya que las comunidades de algunas escuelas más aventajadas pueden en 
teoría entregar servicios básicos de mayor calidad, que aquellos colegios ubicados en zonas 
vulnerables.

La elevada inversión educativa ha permitido avances importantes en cobertura, en especial en la 
educación preescolar y secundaria, donde la matrícula casi se ha duplicado en dos décadas [8]. Sin 
embargo, persisten desafíos fundamentales en equidad y eficiencia. La deserción escolar en 
secundaria afecta a uno de cada cinco estudiantes, y la situación es aún más grave entre el 20% más 
pobre, donde uno de cada tres estudiantes abandona sus estudios [8]. Los principales motivos para 
el abandono escolar entre niños y jóvenes son la necesidad de trabajar, la dificultad para cubrir los 
costos de los estudios, la falta de interés en los estudios y la necesidad de cuidar a niños o personas 
mayores de la familia. Además, existe una brecha generacional, ya que más de la mitad (57%) de la 
población mayor a 24 años no ha terminado la  educación secundaria [28].

La trayectoria en pruebas internacionales revela las consecuencias de estas debilidades estructurales. 
Al igual que Argentina, Costa Rica ha experimentado un deterioro en las pruebas PISA. Los puntajes 
en matemáticas cayeron de 409 en 2009 a 385 en 2022; en lectura de 443 a 415, y en ciencias de 430 
a 411. Estos retrocesos representan más de medio año de aprendizaje perdido. La brecha con el 
promedio OCDE es particularmente alarmante en matemáticas: 88 puntos, que equivale a casi tres 
años de escolaridad [8], con desigualdades internas que reflejan dos años de diferencia entre el 
quintil más rico y el más pobre.

El caso costarricense revela una paradoja fundamental: a pesar de contar con bastantes recursos y 
un modelo descentralizado que busca responder a las necesidades locales, las limitadas 
capacidades técnicas obstaculizan el uso eficiente de estos. La experiencia sugiere que dar 
autonomía a las comunidades escolares, aunque valioso en principio, requiere una inversión 
paralela en desarrollar capacidades técnicas y en sistemas de apoyo que encuentren un balance 
entre control y flexibilidad.

Así, el camino hacia adelante para Costa Rica no pasa tanto por movilizar más recursos, sino encontrar 
un equilibrio entre control central y autonomía. El país debe fortalecer las capacidades de gestión 
local, desarrollar mecanismos más objetivos de distribución, mejorar los procesos de ejecución 
presupuestaria y establecer sistemas robustos de monitoreo que promuevan la rendición de cuentas 
sin generar burocracia excesiva. Sólo así podrá traducir su alta inversión en mejores resultados 
educativos.
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Brasil: el impacto de reformas coordinadas

El caso de Brasil ilustra cómo una reforma integral puede transformar todo un sistema educativo. En 
los últimos 20 años no sólo aumentó fuertemente su inversión –el gasto por estudiante en educación 
primaria y secundaria creció más de 120%–, sino que implementó reformas coordinadas en las cuatro 
dimensiones del financiamiento educativo.

La transformación comenzó con la dimensión de distribución. La creación en 1996 del FUNDEF 
(Fundo de Manutenção e Desenvolvimento do Ensino Fundamental e de Valorização do Magistério), 
un fondo destinado exclusivamente a la educación primaria, y su posterior evolución al FUNDEB 
(Fundo de Manutenção e Desenvolvimento da Educação Básica e de Valorização dos Profissionais da 
Educação) en 2007, que contribuyó a expandir la cobertura a toda la educación escolar, incluyendo 
preescolar y secundaria, estableció un sistema que equilibra los principios de transparencia, equidad 
y eficiencia. El FUNDEB centraliza la recaudación, pero mantiene la autonomía local en la ejecución, 
combinando recursos federales, estatales y municipales para reducir las desigualdades regionales.

La evolución más reciente y significativa ocurrió en 2020, cuando FUNDEB se convirtió en un fondo 
permanente (antes tenía que ser renovado periódicamente por el Congreso2). Además, estableció 
que la contribución complementaria del gobierno federal a los estados más pobres se irá aumentando 
progresivamente desde el 10% actual al 23% del total del fondo hacia 2026, con un enfoque específico 
en apoyar a las regiones más vulnerables [29].

2. Creado en 1996, el Fondo -originalmente FUNDEF- fue aprobado bajo una ley con una duración de 10 años. En la década 
siguiente, se aprobó una nueva ley que estableció el FUNDEB con vigencia hasta 2020. Esto significaba que su continuidad 
dependía, cada diez años, de una nueva legislación. Sin embargo, en 2020, la Enmienda Constitucional n.º 108 aseguró su 
permanencia y reforzó su importancia para el sistema educativo del país.

Este libro aspira a convertir las lecciones aprendidas 
en herramientas prácticas para el cambio. La región 

está en un momento crítico donde las decisiones sobre 
el financiamiento educativo tendrán consecuencias que 

perdurarán durante años o décadas. Nuestra meta
es ayudar a los países a evitar errores conocidos

y aprovechar experiencias exitosas.
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La reforma también estableció que el gobierno federal debe complementar recursos en caso de que 
algún estado no llegue al mínimo de invertir al menos el 70% del gasto promedio nacional por 
alumno [30]. Con ello se fortaleció tanto la equidad como la adecuación del sistema, especialmente 
en regiones históricamente sub financiadas como el norte y nordeste del país.

Este diseño resuelve algunas de las tensiones que se vieron en los casos anteriores, ya que el modelo 
brasileño encuentra un equilibrio: la centralización de recursos facilita la equidad entre las regiones, 
mientras la autonomía en la ejecución permite responder a necesidades locales. El aumento gradual 
de la contribución federal asegura además la adecuación sin crear dependencia, incentivando que 
estados y municipios también movilicen recursos propios.

En la dimensión de ejecución, Brasil complementó la reforma financiera con programas estructurados 
de mejoramiento escolar. El programa PDE (Plano de Desenvolvimento da Escola) estableció 
procesos claros para el uso efectivo de recursos, abordando el desafío que enfrentan las Juntas en 
Costa Rica de combinar autonomía con capacidad técnica. Este programa provee tanto las 
herramientas como el acompañamiento necesario para que las escuelas planifiquen y ejecuten sus 
recursos de manera más eficiente.

Las mejoras en infraestructura y recursos humanos ilustran el enfoque global de Brasil. Los aumentos 
salariales fueron particularmente significativos. Los docentes de escuelas públicas vieron crecer sus 
salarios en un 400% en términos reales entre 1995 y 2013 [26]. Más importante aún, este aumento se 
vinculó con una profesionalización del cuerpo docente. El porcentaje de maestros con título 
universitario pasó de menos del 20% a principios de los años 90 a más de 80% en la actualidad [20, 
26]. Esta transformación demuestra cómo una mayor inversión, cuando se acompaña de reformas 
estructurales, puede contribuir a mejorar la calidad de la educación. 

Quizás la innovación más distintiva de Brasil ha sido su sistema de monitoreo y evaluación. Mientras 
otros países de la región han limitado el acceso a datos –como Argentina– o carecen de sistemas 
robustos de información –como República Dominicana–, Brasil apostó por la transparencia. El 
Sistema Nacional de Evaluación comenzó con Prova Brasil en 2005, una evaluación bianual a 
estudiantes de 5º y 9º grado. Los resultados componen el Índice de Desarrollo de la Educación Básica, 
una herramienta que va más allá de la medición. Las escuelas con bajo desempeño deben 
implementar planes de mejoramiento bajo la supervisión simultánea de autoridades federales, 
estatales y municipales, cada una con responsabilidades específicas en el proceso de mejora, creando 
así un ciclo continuo de evaluación y progreso.

En tanto, un censo escolar anual recopila datos detallados sobre escuelas, estudiantes y docentes, 
mientras que el Portal de Transparencia centraliza la información sobre presupuestos, salarios y 
adquisiciones en todos los niveles del sistema. Esta democratización de la información ha transformado 
la toma de decisiones educativas en Brasil. Hoy, los investigadores y expertos de ese país pueden analizar 
la efectividad de diferentes políticas educativas; los legisladores estatales y municipales pueden 
fundamentar sus propuestas o decisiones en evidencia concreta, y los medios de prensa informan 
regularmente sobre el desempeño del sistema escolar. Se ha creado así una cultura de rendición de 
cuentas que contrasta marcadamente con la opacidad que caracteriza a otros sistemas de la región.
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Las reformas integrales de Brasil han producido resultados notables. En el ámbito de la cobertura 
escolar, la matrícula en primaria aumentó del 87% al 99% entre 1990 y 2022, mientras que en 
secundaria se duplicó, pasando del 45% al 90%. Más significativo aún es el progreso en la calidad 
educativa. A diferencia de Argentina o Costa Rica, Brasil ha mejorado de manera consistente en las 
pruebas PISA. Entre 2000 y 2022 los puntajes aumentaron en todas las áreas: de 396 a 410 en lectura, 
de 334 a 379 en matemáticas, y de 375 a 403 en ciencias. Este avance es particularmente valioso 
considerando el punto de partida del país. En 1990, menos del 20% de los docentes tenían título 
universitario, las escuelas rurales carecían de infraestructura básica, y las desigualdades regionales 
en financiamiento por alumno superaban el 400% [26].

Pese a todos los avances, todavía persisten desafíos importantes. La brecha con el promedio OCDE 
sigue siendo importante. En matemáticas, la diferencia de 94 puntos representa un poco más tres 
años de aprendizaje en el aula. También continúan las desigualdades internas. La diferencia entre los 
quintiles socioeconómicos más altos y más bajos equivale a tres años de escolaridad, mientras que 
los estudiantes no blancos están rezagados dos años respecto a sus pares blancos [27]. Las regiones 
norte y nordeste continúan con un rendimiento por debajo del sur y sudeste [31]. 

Estos desafíos entregan una lección importante: las reformas estructurales al sistema de 
financiamiento educativo no siempre son suficientes para abordar desigualdades históricas y 
estructurales. Mirando hacia adelante, Brasil debería implementar programas diseñados para 
atender las necesidades específicas de poblaciones vulnerables y comenzar así a cerrar las históricas 
brechas étnicas y regionales.

Chile: una reforma educativa integral

Chile es otro ejemplo que ilustra el poder transformador de implementar reformas sistémicas, aunque su 
origen fuera distinto. Mientras Brasil desarrolló sus reformas gradualmente, en Chile el cambio fue 
catalizado por la presión social. La llamada “Revolución Pingüina” de 2006 (en referencia a cómo se describía 
a los secundarios debido a sus uniformes) obligó al país a repensar fundamentalmente su modelo 
educativo. En respuesta, no sólo triplicó su gasto en educación en términos reales, sino que implementó 
reformas que abordaron simultáneamente las cuatro dimensiones del financiamiento educativo.

El caso chileno demuestra que cuando el aumento en el gasto educativo se combina con reformas 
estructurales bien diseñadas y cuidadosamente implementadas, se generan mejoras significativas 
en la calidad y equidad de la educación.

Este país innovó simultáneamente en las dimensiones de distribución, ejecución y monitoreo. En 
distribución, la Ley SEP de 2008 introdujo una fórmula de financiamiento que aumenta en un 70% los 
recursos por cada estudiante vulnerable que atiende la escuela, abordando de manera directa las 
desigualdades a nivel de colegio, sin reducir los recursos para los establecimientos más aventajados. 
Esto fortaleció tanto la equidad como la adecuación financiera del sistema. En ejecución, estableció 
los Programas de Mejoramiento Escolar que, a diferencia de las Juntas en Costa Rica, combinan 
autonomía con supervisión central. 

INTRODUCCIÓN
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Recuadro: Estrategias de financiamiento educativo - análisis comparativo

Estrategia de 
financiamiento

Sistemas de 
costos para 
planificar y 
presupuestar

Fórmulas de 
asignación por 
matrícula y 
nivel de 
pobreza

Transferencias 
monetarias 
directas a las 
escuelas

Compras 
centralizadas 
de insumos 
(libros, 
alimentos, etc.)

Ventajas

•	 Permite calcular 
necesidades reales 
por nivel educativo

•	 Mejora la calidad
	 del debate 

presupuestario 
•	 Facilita la justificación 

técnica de aumentos 
presupuestarios

•	 Transparentes y 
objetivas

•	 Predecibles para 
gestores educativos

•	 Promueven la 
equidad en la 
distribución de los 
recursos

•	 Reducen la 
discrecionalidad 
política

•	 Mayor autonomía en 
gestión local

•	 Adaptación a 
necesidades 
específicas

•	 Empodera a las 
comunidades 
educativas

•	 Rapidez de ejecución

•	 Economía de escala 
en adquisiciones 

•	 Control de calidad 
estandarizado 

•	 Reducción de costos 
unitarios 

•	 Simplificación para 
escuelas

Desventajas

•	 Requiere datos 
confiables y 
actualizados

•	 Exige capacidad de 
modelización técnica 

•	 Necesita actualización 
periódica para 
mantener su 
relevancia

•	 Si son demasiado 
complejas, pueden 
ocultar inequidades

•	 Riesgo de 
manipulación de 
datos de entrada

•	 Pueden perpetuar 
desigualdades si no

	 se revisan

•	 Riesgo de mal uso si 
no hay capacidades

•	 Posible subejecución 
presupuestaria

•	 Desigualdades en 
capacidad de gestión 
entre escuelas

•	 Complejidad para 
auditorías

•	 Posible desconexión 
con necesidades 
locales

•	 Riesgo de ineficiencia 
en la distribución 

•	 Menor adaptabilidad 
a contextos diversos

•	 Potenciales retrasos 
logísticos

Condiciones 
habilitantes

•	 Capacidad técnica 
especializada en el 
ministerio

•	 Sistemas de datos 
administrativos 
sólidos 

•	 Vínculo institucional 
entre planificación 
educativa y proceso 
presupuestario

•	 Fórmulas simples y 
comprensibles 

•	 Publicación y difusión 
de criterios

•	 Indicadores claros, 
verificables y 
actualizados 

•	 Capacitación 
sistemática en 
gestión escolar

•	 Mecanismos robustos 
de rendición de 
cuentas

•	 Sistemas de 
acompañamiento 
técnico

•	 Normativa clara sobre 
usos permitidos

•	 Coordinación 
logística eficiente

•	 Diagnóstico previo
	 de las necesidades 

locales
•	 Sistemas de 

inventario y 
trazabilidad

•	 Mecanismos de 
retroalimentación de 
usuarios
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Recuadro: Estrategias de financiamiento educativo - análisis comparativo ...continuación
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Desventajas

•	 Requiere inversión 
inicial significativa

•	 Exige capacidades 
técnicas 
especializadas

•	 Requiere alta 
conectividad e 
infraestructura

•	 Necesidad de 
actualización 
constante

•	 Potenciales incentivos 
perversos

•	 Posible descuido de 
aspectos que no se 
miden

•	 Inequidad si no 
considera contextos

•	 Altamente desigual 
sin mecanismos 
compensatorios 

•	 Riesgo de 
fragmentación del 
sistema educativo

•	 Posible reducción de 
prioridad 
presupuestaria 

•	 Complejidad en la 
coordinación 
intergubernamental

•	 Aporte generalmente 
marginal

•	 Condicionalidades 
externas 
potencialmente 
restrictivas 

•	 Complejidad en 
negociaciones y 
ejecución

•	 Riesgo de 
discontinuidad

Condiciones 
habilitantes

•	 Interoperabilidad con 
otros sistemas públicos

•	 Formación técnica de 
usuarios en todos los 
niveles 

•	 Infraestructura de 
conectividad adecuada

•	 Respaldo normativo 
para su 
implementación

•	 Indicadores claros y 
consensuados

•	 Sistemas de monitoreo 
robustos

•	 Alineación con 
capacidades locales

•	 Mecanismos de 
compensación por 
vulnerabilidad

•	 Capacidad técnica en 
los gobiernos locales

•	 Sistemas efectivos de 
fiscalización

•	 Reglas claras de 
redistribución y 
compensación 

•	 Marco normativo que 
defina competencias

•	Alineación con 
estrategias educativas 
nacionales 

•	Mecanismos para 
asegurar 
sostenibilidad

•	Capacidades 
específicas para la 
gestión de los fondos

•	Sistemas de 
monitoreo y 
evaluación rigurosos

Estrategia de 
financiamiento

Sistemas de 
gestión digital 
del gasto (SIGED, 
portales)

Presupuestos 
por resultados o 
incentivos por 
desempeño

Financiamiento 
descentralizado 
a gobiernos 
subnacionales

Canje de deuda 
por educación
u otras fuentes 
no tradicionales

Ventajas

•	 Mejor monitoreo y 
trazabilidad de 
recursos

•	 Menos riesgos de 
corrupción 

•	 Transparencia para la 
comunidad educativa

•	 Generación de datos 
para análisis

•	 Alinean recursos con 
objetivos estratégicos

•	 Fomentan una mejora 
continua

•	 Fortalecen la 
rendición de cuentas

•	 Visibilizan los 
resultados educativos

•	 Permite adecuación a 
realidades territoriales

•	 Fomenta la 
corresponsabilidad en 
financiamiento

•	 Acerca las decisiones 
a las comunidades 
educativas

•	 Potencia el desarrollo 
de capacidades 
locales

•	 Acceso a recursos 
externos adicionales

•	 Visibilidad política 
para el sector 
educativo

•	 Posibilidad de 
financiar innovaciones 

•	 Menor presión sobre 
el presupuesto 
regular
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De esta manera, las escuelas deciden cómo invertir los recursos adicionales, pero dentro de un marco 
técnico que asegura su uso efectivo. Los colegios de alto rendimiento obtienen autonomía plena 
sobre los fondos que reciben, mientras que aquellos con resultados más débiles deben seguir pautas 
concretas sobre cómo invertir los recursos adicionales para atender a estudiantes vulnerables, 
además de tener una mayor supervisión en su gestión. Este enfoque diferenciado promueve tanto la 
eficiencia como la mejora continua. Las escuelas que mantienen buenos resultados conservan su 
autonomía, mientras que aquellas que persisten en la categoría más baja sin mostrar mejoras 
pueden perder su licencia para operar como escuela con financiamiento público. Aunque antes de 
llegar a este punto extremo, el gobierno central ofrece apoyo técnico intensivo para ayudarlas a 
mejorar y evitar su cierre.

La Ley SEP estableció además dos mecanismos para vincular la inyección de más recursos con 
resultados concretos: primero, las escuelas deben demostrar mejoras en el aprendizaje para 
mantener su autonomía en el uso de los fondos; segundo, el monto total de la subvención que 
reciben varía según su desempeño educativo, creando así incentivos para la eficiencia. De esta 
manera, el modelo chileno resuelve la tensión entre eficiencia y equidad al vincular el nivel de 
autonomía en el uso de recursos con el desempeño académico. 

En la dimensión de monitoreo, Chile, al igual que Brasil, desarrolló un sistema integral que contrasta 
con la opacidad de Argentina o las debilidades de República Dominicana y Costa Rica. Las 
evaluaciones censales que se realizan de manera regular en las escuelas de primaria y secundaria no 
sólo miden resultados, sino que impulsan mejoras a través de un sistema de clasificación que 
considera desempeño, progreso y contexto de los colegios. Además, el sistema genera y mantiene 
datos longitudinales a nivel de estudiante, lo que permite dar seguimiento a las trayectorias 
individuales y analizar con mayor precisión el impacto de las intervenciones educativas.

En tanto, el compromiso con la transparencia se refleja en los sólidos sistemas de datos públicos. 
Desde resultados de evaluaciones en múltiples grados escolares hasta información administrativa 
detallada sobre escuelas, docentes y alumnos, todos los datos están disponibles para investigadores, 
tomadores de decisiones y la prensa. Este amplio acceso a la información ha generado todo un 
ecosistema en torno a la educación. En el Congreso no se discute ningún proyecto de ley sobre 
educación sin un análisis de datos y consulta a especialistas. También ha surgido una robusta 
industria de investigación –que incluye universidades, Organizaciones No Gubernamentales (ONG) y 
centros de estudios– que analiza de manera constante las políticas educativas en base a la evidencia 
pública. Y los periodistas que cubren el sector de la educación regularmente incorporan datos y no 
pocas veces ponen en aprietos a las autoridades con esas evidencias 

Para consolidar estas reformas, Chile fortaleció su arquitectura institucional creando dos entidades 
independientes: la Agencia de Calidad de la Educación evalúa los resultados de aprendizaje y la 
gestión de los establecimientos escolares; y la Superintendencia de Educación fiscaliza que las 
escuelas cumplan con las normativas vigentes y supervisa el uso de los recursos públicos y privados 
que reciben los colegios. Esta separación de funciones, única en la región, fortalece la transparencia 
y el equilibrio ‘técnico-político’ del sistema. 
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Los resultados de aprendizaje demuestran el potencial de estas reformas sistémicas. Al igual que 
Brasil, Chile logró mejoras consistentes en calidad y equidad. En el Sistema de Medición de la Calidad 
de la Educación (SIMCE), la prueba estandarizada nacional que evalúa el aprendizaje en distintos 
grados, la brecha de puntajes en cuarto básico entre estudiantes cuyas madres no completaron la 
secundaria y aquellos con madres universitarias se redujo de 67 a 46 puntos entre 1999 y 2018, lo que 
equivale a un año adicional de escolaridad [32].3 Más aun, el porcentaje de estudiantes de familias 
vulnerables que no alcanzaron los niveles mínimos de aprendizaje esperados para su grado disminuyó 
de 61% a 52% en el mismo período.

En las pruebas PISA Chile mostró una mejora importante entre 2000 y 2022. Por ejemplo, en el área 
de lectura aumentó en 38 puntos durante ese período. Este avance representa más de un año de 
escolaridad adicional [22, 23]. Sin embargo, en Chile persisten importantes diferencias 
socioeconómicas. En la prueba PISA 2022, el rendimiento de los estudiantes del 20% más rico 
respecto del 20% más pobre representaba dos años de escolaridad. La brecha con la OCDE también 
es preocupante. En matemáticas, por ejemplo, los estudiantes chilenos obtienen 68 puntos menos 
que el promedio OCDE, una diferencia que equivale a poco más de dos años de aprendizaje. 

Estos resultados reflejan un desafío de adecuación y movilización de recursos: pese a sus reformas, 
Chile invierte en términos reales aproximadamente la mitad que el promedio OCDE por cada 
estudiante. El caso chileno demuestra que las reformas estructurales son necesarias, pero no son 
suficientes sino se acompañan de un esfuerzo sostenido por aumentar el financiamiento educativo 
global.

Guyana: una oportunidad para brillar

Las experiencias de los países analizados ofrecen lecciones valiosas para otros sistemas educativos 
de la región que planean aumentar su inversión en educación. 

El caso de Chile muestra que un aumento sustantivo de la inversión educativa centrada en familias 
de bajos ingresos mejora la adecuación, equidad y los resultados de aprendizaje. Y si el gasto se 
acompaña de información clara e incentivos, se fortalece la gestión mejorando la eficiencia y 
transparencia del sistema escolar.

Las reformas en Brasil revelan cómo un mayor apoyo a los estamentos regionales o locales desde el 
nivel central promueve una mayor autonomía y una distribución más adecuada y equitativa de los 
recursos. Al mismo tiempo, lleva a una ejecución presupuestaria más eficiente y pertinente a las 
necesidades locales.

INTRODUCCIÓN

3. Para calcular la equivalencia entre puntos en la evaluación de SIMCE a años de escolaridad, usamos la ganancia anual 
promedio de puntajes en pruebas estandarizadas entre kínder y grado 12 calculada por Hill y otros para la población de 
estudiantes estadunidenses [32]. Este promedio fue estimado en 0,44 desviaciones estándar y es casi idéntico a reducción 
de la brecha por nivel socioeconómico en Chile en 21 puntos (que equivale a 0,42 desviaciones estándar en la evaluación 
SIMCE, cuyo valor es 50).
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La experiencia de República Dominicana señala que no basta con aumentar de manera importante 
los recursos para la educación escolar, si esa mayor inversión no se acompaña de reformas 
estructurales. La de Costa Rica muestra que grandes esfuerzos presupuestarios desde el gobierno 
central también deben tomar en cuenta estrategias para fortalecer más los niveles locales. Lo mismo 
sucede con el caso de Argentina, que demuestra la necesidad de potenciar más el poder de decisión 
financiera a nivel regional y local y, también, de implementar más medidas de transparencia de datos 
del sistema escolar.

Estas son lecciones clave para países que están evaluando reformar sus sistemas de finanzas 
escolares. Guyana representa un caso particularmente interesante en este sentido.

Durante la última década, el país ha llegado a una inversión educativa en torno al 5% del PIB, superando 
la media regional. Pero sigue siendo un esfuerzo menor, ya que en términos reales representa en torno a 
un tercio del gasto promedio por alumno en ALC y apenas un décimo del gasto de los países de la OCDE.

Como otros sistemas educativos de la región, Guyana enfrenta desafíos significativos, ya que carece 
de criterios claros para la asignación de recursos y tiene un limitado sistema de información y 
monitoreo. Estas debilidades se reflejan en profundas desigualdades: las escuelas rurales reciben 
50% menos recursos por alumno que las urbanas, y mientras sólo 5% de los maestros urbanos carece 
de formación universitaria, esta cifra llega al 30% en el interior del país.

Sin embargo, el descubrimiento de enormes reservas petroleras –estimadas en tres veces las de 
Arabia Saudita– coloca a Guyana en una posición única. A diferencia de otros países de la región que 
debieron implementar reformas bajo restricciones presupuestarias, Guyana tiene la oportunidad de 
combinar desde el inicio una fuerte inversión con transformaciones estructurales. Los actuales 
debates en ese país sobre adoptar reformas similares a las de Chile, sugieren una comprensión de 
que más recursos por sí solos no garantizan mejores resultados. El caso de Guyana ilustra una 
oportunidad crucial en el financiamiento educativo, que es aprovechar las lecciones de otros países 
de la región para evitar errores conocidos y fortalecer las buenas prácticas que se han implementado.

Las lecciones de Brasil, Chile, Costa Rica, Argentina y República Dominicana ofrecen una hoja de ruta 
clara. El desafío para Guyana será evitar la “maldición de los recursos abundantes”, y aprovechar esta 
coyuntura para implementar reformas sistémicas que aborden de manera simultánea las cuatro 
dimensiones del financiamiento educativo.

LA CONTRIBUCIÓN DE ESTE LIBRO
En los próximos capítulos expandiremos nuestra mirada a 22 países de ALC, combinando el análisis 
de estos países y otros fuera de la región con nuestra experiencia directa en el apoyo a varias reformas 
educativas. Esto nos permite una mirada amplia sobre la gran diversidad de modelos y políticas de 
finanzas escolares que existen en la región. Con ello podremos identificar las mejores prácticas en la 
región y la OCDE, pero también comprender los obstáculos políticos y técnicos que muchas veces 
limitan o facilitan su implementación efectiva. 

/ GASTO INTELIGENTE EN EDUCACIÓN ESCOLAR EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE
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INTRODUCCIÓN

Nos sumergiremos en los mecanismos, la economía política y las dinámicas de la movilización y 
asignación de recursos, identificando tanto los factores que facilitaron reformas exitosas como 
aquellos que obstaculizaron el cambio. Esta perspectiva, fundamentada en evidencia y experiencia 
en terreno, es particularmente valiosa para países que buscan emprender sus propias reformas o 
avanzar hacia reformas 2.0.

El Capítulo 1 se centra en la generación y movilización de recursos, explorando las diversas fuentes 
de ingresos destinados a la educación escolar y las estrategias para alcanzar niveles adecuados de 
financiamiento. 

El Capítulo 2 examina la distribución de esos recursos, presentando principios y estrategias para 
asignar fondos de manera eficaz y equitativa entre regiones y escuelas de cada país. 

En el Capítulo 3 analizamos la ejecución del presupuesto y la asignación de insumos escolares, 
poniendo especial énfasis en la eficiencia en el uso de recursos. 

El Capítulo 4 aborda el aspecto del monitoreo y la fiscalización del gasto, analizando mecanismos 
para asegurar la transparencia y la rendición de cuentas.

Finalmente, en las Conclusiones y Recomendaciones sintetizamos las lecciones aprendidas a lo 
largo de nuestro estudio y ofrecemos recomendaciones clave para los expertos y tomadores de 
decisiones –desde ministros de Educación a los de Finanzas, desde directores de escuelas a docentes 
y la comunidad escolar– con miras a construir sistemas de financiamiento escolar que desarrollen el 
potencial de ALC.

En última instancia, este libro aspira a convertir las lecciones aprendidas en herramientas prácticas 
para el cambio. Como demuestra el caso de Guyana, la región está en un momento crítico donde las 
decisiones sobre financiamiento educativo tendrán consecuencias que perdurarán durante años o 
incluso décadas. Nuestra meta es ayudar a los países a evitar errores conocidos y aprovechar 
experiencias exitosas.



1
    MOVILIZACIÓN

CÓMO MOVILIZAR
MÁS RECURSOS

l	Gasto en Educación en la región en 2009:
	 5% del PIB. En 2022: 3,9%.

l	Clave: diversificar fuentes de financiamiento.

l	Tres formas para obtener más recursos.
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En una mañana de julio de 2023, en el invierno argentino, el ex ministro de Educación de una 
provincia de ese país rememora las reuniones más cruciales de su gestión: las negociaciones 
presupuestarias. Su relato ilustra los desafíos que enfrentan los sistemas educativos en ALC 
para movilizar recursos. “Aquí, como en muchas provincias argentinas, casi el 90% del 

presupuesto educativo se destina a salarios. Esto deja un margen mínimo para innovar y mejorar la 
calidad educativa. La única forma de movilizar recursos adicionales es a través de fondos provinciales, 
pero sabemos que éstos son limitados y la educación debe competir con otros sectores por estos 
escasos recursos locales”, explicó a los autores de este libro.

El modelo de Argentina opera bajo una estructura federal, con un régimen compartido para la 
recaudación y distribución de ingresos entre el gobierno nacional, las 23 provincias y la Ciudad 
Autónoma de Buenos Aires. Este régimen se estructura en tres fuentes principales de financiamiento: 
la co-participación, donde los recursos provinciales son centralizados y redistribuidos por el gobierno 
nacional; los recursos locales exclusivos de cada jurisdicción, aunque limitados en su generación; y 
las transferencias federales discrecionales, generalmente destinadas a programas específicos. Sin 
embargo, al no vincular las transferencias federales con el esfuerzo fiscal local, este sistema de co-
participación no incentiva la movilización y recaudación de recursos locales. 

“La fuerte dependencia de las transferencias nacionales limita severamente nuestra flexibilidad 
presupuestaria, especialmente debido a la naturaleza centralizada de algunos fondos federales 
destinados a programas nacionales específicos”, cuenta el ex ministro. “Esto restringe nuestra 
capacidad para adaptar el gasto a las necesidades locales”.

La movilización de recursos también implica lograr acuerdos con otros actores, como los 
sindicatos docentes que desempeñan un papel clave a la hora de determinar el presupuesto 
educativo. “Intentamos implementar medidas de ahorro, como un bono salarial para reducir el 
ausentismo”, afirma. “Pero estas iniciativas a menudo enfrentan una fuerte resistencia de los 
sindicatos. Su capacidad para enmarcar estas medidas como perjudiciales para los derechos de 
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los maestros puede generar una presión política que nos obliga a reconsiderar o modificar 
nuestras políticas”.

El caso de esta provincia argentina ilustra varios de los desafíos fundamentales en la movilización de 
recursos y las frecuentes tensiones entre la adecuación y la eficiencia en el gasto educativo. Se trata 
de un reto que todos los países de la región, e incluso de gran parte del mundo, tienen en común.

Varias iniciativas globales recientes han puesto foco en obtener más recursos para la educación, en 
especial para los países de ingresos bajos y medios. El Foro Educativo Global, por ejemplo, reúne 
regularmente a líderes del mundo para debatir y coordinar acciones que aseguren un financiamiento 
adecuado para alcanzar los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) adoptados por los países 
miembros de la Organización de las Naciones Unidas (ONU) en 2015, en particular el ODS 4 que busca 
garantizar una educación inclusiva, equitativa y de calidad [33]. La Organización de las Naciones 
Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) también ha jugado un papel clave al 
impulsar un compromiso global para destinar entre el 4% y el 6% del PIB, o entre el 15% y el 20% del 
gasto público total, a la educación. Estos parámetros pretenden crear estándares mínimos de 
adecuación en el financiamiento, aunque no consideran las diferentes capacidades fiscales y 
necesidades de cada país. Esta visión se formalizó en la Declaración de Incheon de 2015 [34], donde 
representantes de 160 países y varios organismos internacionales, como UNESCO, el Fondo de las 
Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF) y el Banco Mundial, se comprometieron a movilizar los 
recursos necesarios para un financiamiento educativo adecuado. 

3,9%
del PIB fue el gasto promedio en

educación de los países de la región en 2022.
En 2009 superaba el 5%.

Esta pérdida de impulso se debe en parte
a la pandemia global del Covid-19,

pero también a una falta de voluntad
política.
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4. Valor ajustado por Poder de Paridad de Compra (PPP).

Sin embargo, la declaración dejó abierta una pregunta fundamental: ¿cómo definir y alcanzar niveles 
‘adecuados’ en contextos de escasos recursos fiscales? 

Esta interrogante adquiere especial relevancia en los países de ALC, que en los últimos 20 años han 
elevado considerablemente su inversión educativa. El gasto por estudiante de primaria aumentó en 
promedio un 92% entre 2000 y 2021 en toda la región [35]. Esta mayor inversión redujo la brecha de 
gasto por estudiante entre alumnos de la OCDE y los de ALC desde casi cinco veces a inicios de la 
década del 2000, a unas 3,5 veces en la actualidad (Figura 1.1). Aun así, las diferencias siguen siendo 
sustanciales. En países como Honduras, Ecuador, El Salvador y Guatemala, el gasto por estudiante 
de primaria está entre USD 1.200 y USD 1.800 al año, lo que representa entre el 10% y 15% del promedio 
de los países de la OCDE. Aunque en Chile y Costa Rica el gasto por alumno llega a unos USD 5.000, 
sigue siendo cerca de la mitad de lo que gastan los países OCDE [35].4

Según cálculos de la UNESCO, para que los países en desarrollo logren sus objetivos en términos de 
cobertura y capacitación docente, se requieren aportes adicionales por 100.000 millones de dólares 
al año hasta el 2030 [36]. El economista Jeffrey Sachs incluso ha sugerido que el costo de un solo 
aspecto, proveer docentes altamente efectivos, oscila entre 6% y 15% del PIB, dependiendo del 
desarrollo económico de cada país [37]. Así, para alcanzar una cobertura universal en educación 

Figura 1.1: Cerrando brechas de financiamiento
(Razón del gasto promedio por estudiante de primaria entre los países de la OCDE y ALC)

2001-2005

4,6
2006-2010

4,6
2011-2015

4,0
2016-2020
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto de Estadísticas de la UNESCO [35].
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primaria y secundaria, países como Bolivia, Honduras y Nicaragua, por ejemplo, tendrían que 
sostener durante los próximos 10 años un gasto educativo en torno al 8% del PIB.

Sin embargo, movilizar más recursos se ha vuelto un desafío cada vez más difícil [38]. De hecho, el 
gasto promedio en educación en los países de la región bajó a 3,9% del PIB en 2022, mientras que en 
2009 superaba el 5%. Esta pérdida de impulso se debe en parte a la pandemia global del Covid-19. 
Ésta obligó a los países a elevar de manera sustancial el gasto en salud pública, en medio de las 
grandes restricciones fiscales que generó la contracción económica provocada por la crisis sanitaria. 
Y a ello se suma la necesidad de aumentar el gasto social por las crisis de seguridad pública y los 
desafíos de adaptar la infraestructura a los crecientes retos del cambio climático. Este deterioro en 
las condiciones fiscales ilustra cómo shocks externos pueden afectar de manera simultánea la 
adecuación y la sostenibilidad del financiamiento educativo: mientras aumenta la necesidad de 
recursos para cerrar brechas y enfrentar nuevas demandas educativas, disminuye la capacidad fiscal 
para financiarlas. 

Frente a este escenario, diversificar las fuentes de financiamiento se ha vuelto una tarea crucial para 
lograr niveles adecuados de inversión escolar. Entre las fuentes más relevantes, y que ya desempeñan 
algún papel en la recaudación de fondos y que examinaremos en detalle en este capítulo, están los 
gobiernos locales, las familias y los organismos internacionales.

A través de las voces de quienes negocian y gestionan los recursos, analizamos tanto los obstáculos 
como las oportunidades para asegurar un financiamiento educativo adecuado. Este capítulo también 
busca guiar a los responsables de políticas educativas en la movilización de recursos, ofreciendo un 
análisis que se estructura en torno a los cuatro ejes principales: adecuación, que asegura recursos 
suficientes para alcanzar los objetivos educativos; equidad, que garantiza una distribución que 
responda a necesidades diferenciadas; eficiencia, que optimiza el uso de recursos para maximizar su 
impacto; y transparencia, que facilita el acceso a información y la rendición de cuentas.

Primero, se describe cómo se confecciona un presupuesto educativo adecuado en un escenario ideal. 
Segundo, analizamos los cuatro obstáculos fundamentales que enfrentan los responsables de la 
política educativa a la hora de asegurarse los fondos adecuados. Éstos son: los procesos de 
negociación entre los ministerios de Educación y Finanzas, la falta de análisis rigurosos sobre los 
costos educativos, la competencia con otros sectores sociales por recursos limitados, y las presiones 
de actores como los sindicatos, políticos y líderes de la sociedad civil. Tercero, examinamos el rol de 
distintas fuentes de financiamiento y sus impactos en el sistema de finanzas escolares. Por último, se 
identifican estrategias de financiamiento innovadoras que incentivan y complementan los esfuerzos 
del sector público cuando los mecanismos tradicionales no resultan suficientes.

Como se mencionó en la introducción, las distintas rutas hacia la adecuación han generado resultados 
diversos en ALC. Eso ilustra que el modo de movilización puede ser tan importante como el monto 
movilizado.
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CÓMO SE DETERMINA EL PRESUPUESTO EN 
EDUCACIÓN: ENTRE EL IDEAL Y LA PRÁCTICA
Establecer un presupuesto educativo requiere un complejo proceso de negociación entre autoridades 
educativas y financieras, tanto a nivel nacional como regional. Este proceso, que muchas veces 
transcurre tras bambalinas, requiere balancear las necesidades educativas con las restricciones 
fiscales y las presiones de diversos actores del propio sistema educativo.

En la mayoría de los países de ALC el gobierno central ejerce un papel dominante en el presupuesto 
educativo. Según datos de la OCDE, más del 95% del gasto público en educación proviene del 
gobierno central, con las excepciones de Brasil (15%) y Argentina (23%), y en menor medida México 
(80%) y Colombia (88%) [39]. Además, otras reparticiones de gobierno desempeñan un rol clave a la 
hora de establecer impuestos y definir el gasto social total, lo que repercute también en el 
presupuesto de la educación escolar. A ello se suma la participación de los Congresos, que suelen 
aprobar el presupuesto nacional, además de actores del propio sistema educativo como sindicatos 
de docentes y agrupaciones de familias y estudiantes.

El proceso presupuestario es particularmente complejo en países federales como Brasil, Argentina 
y México, donde las dinámicas de negociación se replican a lo largo de los múltiples niveles 
gubernamentales.

Para determinar un presupuesto educativo adecuado se requiere, en un escenario ideal, de un 
proceso técnico y riguroso. Éste debe basarse en estudios de costeo que contemplen las necesidades 
de la población escolar, en los objetivos de política educativa del país y en las variaciones en los 
costos. Este enfoque busca afianzar los principios de adecuación y equidad, así como el de 
transparencia en el uso de recursos públicos, asegurando recursos suficientes para cubrir la 
diversidad de necesidades de la población estudiantil. Estos estudios, usados en sistemas educativos 
con buena infraestructura de datos y alta disponibilidad de recursos, son un insumo fundamental 
para orientar la discusión presupuestaria e identificar los requerimientos de inversión necesarios 
para cumplir con el principio de adecuación.

La práctica de realizar estudios de costeo se originó en los años 90 y hoy incluso se ha vuelto un 
mandato legal en varios sistemas escolares de Estados Unidos [40, 41]. Los sistemas con más 
experiencia en su uso suelen seguir tres etapas principales (Figura 1.2).

Primero, se conforma una comisión de expertos y profesionales que define los requerimientos 
programáticos e insumos necesarios para entregar una educación adecuada y consistente con los 
objetivos de política educativa del país. Se trata de una suerte de “canasta básica” de servicios 
educativos, que incluye insumos, como materiales de estudio, infraestructura, dotación docente, y 
aspectos adicionales como la ubicación (rural o urbana), vulnerabilidad social de la escuela y 
necesidades especiales de los estudiantes (por ejemplo, el idioma en comunidades indígenas).
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Algunos países desarrollados ya realizan una cuidadosa planificación docente. En Inglaterra se utiliza 
un modelo que proyecta las necesidades de los maestros tomando en cuenta tasas de matrícula, 
tamaño de clases y movimientos de la fuerza laboral, además de identificar áreas donde la escasez 
de profesores es más pronunciada, como en matemáticas y ciencias [42]. En Alemania, varios estados 
federales han calculado sus necesidades docentes basándose en proyecciones demográficas y tasas 
de jubilación [43, 44].

En segundo lugar, se realiza un estudio para determinar el costo de financiar los servicios definidos 
en el primer paso, considerando las necesidades de diversos grupos de estudiantes, las diferencias 
geográficas en el precio de los insumos y las economías de escala asociadas al tamaño de las 
escuelas. 

En tercer lugar, se definen reglas que permitan ajustes para responder a cambios en los costos que 
podrían ocurrir en años posteriores [15]. El sistema escolar del estado de Wyoming en Estados Unidos, 
por ejemplo, fue pionero en adaptar su financiamiento para asegurar un gasto adecuado de manera 
permanente. En 1995 la Corte Suprema de ese estado decidió que las diferencias en la transferencia 
de recursos entre los distritos escolares debería basarse en el costo educativo y no en la capacidad 
fiscal de cada distrito o los ingresos de sus familias. Desde entonces, han seguido un procedimiento 
similar al descrito anteriormente para determinar el nivel de gasto adecuado. En los últimos cinco 
años este gasto adecuado por estudiante se ha calculado en torno a los USD 17.000 al año [45]. 

Brasil ha hecho esfuerzos por establecer estudios de costos con el fin de fortalecer de manera 
simultánea la adecuación y la equidad en el financiamiento escolar. Un instrumento es el Costo 
Alumno-Calidad Inicial (CAQi), que representa el estándar mínimo de calidad necesario para la 
educación básica. El otro es el Costo Alumno-Calidad (CAQ), que busca acercar el país a los niveles 
educativos de los países desarrollados. Ambos indicadores tienen como fin establecer un mecanismo 
de financiamiento escolar basado en determinar y costear las necesidades reales de las escuelas. 
Entre los factores considerados están el tamaño de las clases, la formación y remuneración de los 
docentes y funcionarios, instalaciones escolares, la provisión de bienes y servicios básicos como agua 
y luz, materiales escolares y servicios complementarios, como bibliotecas y laboratorios. La 

Figura 1.2: Las tres etapas de estudios de costos

ETAPA 1

Comisión de expertos 
definen “canasta básica”
de servicios educativos

ETAPA 2

Estudio técnico
determina

el costo de la canasta

ETAPA 3

Se definen reglas
para ajustar costos por 

inflación de precios 
educativos y otros

cambios en el tiempo



49

CÓMO MOVILIZAR MÁS RECURSOS

metodología y los valores actualizados del proyecto son de libre acceso y están disponibles en 
internet [46].

El CAQi debió estar en pleno funcionamiento en 2016, pero esto no ocurrió. La insuficiencia de datos 
y la falta de equipos expertos para evaluar el costo de la educación escolar han dificultado su 
implementación completa. La desigual capacidad de financiamiento entre estados y municipios 
también ha dificultado su aplicación uniforme. El CAQ se iba a iniciar en 2017, con una implementación 
progresiva hasta 2024, pero hasta hoy no ha sido puesto en marcha. Su inclusión en los dos últimos 
Planes Nacionales de Educación y en la nueva fórmula del FUNDEB demuestra su importancia 
política, pero también evidencia que, después de dos décadas de debate, no existen atajos para 
resolver el desafío de la adecuación del gasto educativo. Ambos programas también han enfrentado 
reticencias políticas que apuntan a que éstos no considerarían la diversidad del sistema escolar y 
conducirían a colegios estandarizados [47]. “La diversidad de realidades sociales, culturales y 
educativas de Brasil requiere que los estándares de calidad consideren diferentes elementos 
regionales y socioeconómicos para la parametrización de insumos y procesos”, destaca Todos pela 
Educação [48], una organización de la sociedad civil que trabaja en promover la educación de calidad 
en Brasil. Y su presidenta, Priscilla Cruz, refuerza [49]: “Es importante decir y recordar siempre que la 
disponibilidad de recursos no garantiza su uso efectivo en políticas públicas orientadas a la mejora 
de la calidad, ni en la oferta educativa necesaria para un entorno escolar digno y mejores condiciones 
para los profesionales de la educación”.

El caso brasileño ilustra las dificultades de implementar estudios exhaustivos de costeo. Por eso, 
algunos países han optado por enfoques más acotados. En Ecuador, por ejemplo, se implementó en 
2013 el cálculo de plantilla óptima de docentes con el fin de mejorar la asignación de profesores. Con 
ello se busca reducir los excesos y déficits de maestros que existen entre las distintas escuelas [50]. 
El sistema utiliza una fórmula que considera varios parámetros de demanda, como el número de 
estudiantes, el nivel educativo, la especialidad requerida y las características específicas del centro 
educativo. En el año escolar 2021-2022 esta metodología permitió al Ministerio de Educación 
programar mejor la asignación de maestros, evitando así la creación de 20% de nuevas plazas 
docentes. Aunque se centra en la distribución de los maestros, este enfoque refleja un esfuerzo por 
calcular de manera técnica las necesidades de las escuelas y asegurar que los recursos asignados 
sean proporcionales a dichas necesidades [51], además de potencialmente liberar recursos para otras 
necesidades educativas.

Uruguay optó por crear una unidad técnica autónoma responsable de la planificación y gestión del 
sistema educativo público. La Administración Nacional de Educación Pública (ANEP) realiza distintos 
estudios para calcular los costos y necesidades de las escuelas. En una conversación con los autores, 
el director de la ANEP señala: “Nuestro arte es tratar de determinar el camino para lograr las metas 
educativas. Qué recursos están asociados, si implica expansión de aulas, si quieren más tiempo 
completo, qué escuelas hay que construir, los comedores, la cocina... Le planteamos al Ministerio de 
Economía que necesito A para inversiones y B para gastos corrientes incrementales para financiar 
esta expansión o esta nueva modalidad educativa”. Además, en ese país los presupuestos educativos 
se establecen cada cinco años, lo que fortalece la planificación de largo plazo y lleva a un 
financiamiento más predecible [11].
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Un presupuesto que equilibra los intereses de las partes involucradas abarca típicamente tres niveles 
de prioridades (Figura 1.3). El primer nivel son los recursos destinados a cumplir con los compromisos 
legales y la continuidad de los servicios, como el pago de salarios, materiales pedagógicos, 
alimentación escolar y mantenimiento de la infraestructura. El segundo nivel de prioridad es asignar 
recursos para lograr los objetivos educativos definidos por el gobierno de turno, incluyendo 
programas y reformas prometidas a la ciudadanía. En tercer lugar, están los recursos para la 
innovación educativa con el fin de explorar nuevas prácticas que mejoren la eficiencia y efectividad 
del sistema escolar.

Esta estructura de prioridades apunta a equilibrar la adecuación con la eficiencia, aunque en la 
práctica el primer nivel suele absorber la mayor parte del presupuesto, limitando la capacidad de 
innovación. 

Una vez aprobado, el presupuesto puede enfrentar una serie de imprevistos, como rigideces en la 
ejecución, contingencias políticas o desastres naturales. Para abordarlos se necesitan presupuestos 
más flexibles, que permitan extender su ejecución o agregar nuevos gastos no contemplados 
inicialmente. Algunos países han desarrollado mecanismos innovadores para lograr un equilibrio 
entre la estabilidad presupuestaria y la flexibilidad necesaria para responder a contratiempos. 

Perú utiliza un modelo de dos etapas. Primero confecciona un Presupuesto Institucional de Apertura 
(PIA), definido en la Ley Anual de Presupuesto y que tiene que ser aprobado por el Congreso. Después 
se establece un Presupuesto Institucional Modificado (PIM), que permite realizar ajustes durante el 
ciclo presupuestario para optimizar el uso de los recursos disponibles. Durante la ejecución 
presupuestaria, el PIA se ajusta de manera continua según las necesidades de gestión, demandas 
adicionales de recursos y saldos disponibles, resultando en el PIM [52].

El modelo presupuestario peruano ha logrado institucionalizar iniciativas educativas que al inicio 
eran simples adiciones, como fue el caso de la Jornada Escolar Completa (JEC). Una ex funcionaria 

Figura 1.3: Tres niveles de prioridades de presupuesto

Fuente: Elaboración propia.
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del Ministerio de Economía y Finanzas explica cómo fue: “El proceso presupuestario distingue entre 
un presupuesto base, donde definimos techos de gastos y el Ministerio de Educación prioriza 
programas esenciales y salarios; luego agregamos ‘adiciones’ para programas específicos. Este 
modelo nos permite equilibrar la estabilidad con la innovación. Un buen ejemplo es la JEC que, 
durante la gestión del ministro Jaime Saavedra (2013 a 2016) logró transitar de ser una ‘adición’ a 
incorporarse al presupuesto permanente”.

Estos ejemplos muestran avances a la hora de confeccionar el presupuesto educativo, pero la realidad 
en muchos países es bastante distinta. “El presupuesto se convierte en un campo de batalla donde 
las necesidades reales de los estudiantes a menudo quedan relegadas frente a las demandas de 
grupos organizados”, afirma un ex viceministro de Educación de El Salvador. Un miembro del equipo 
técnico de la Secretaría de Educación de Honduras se lamenta de que “las necesidades son múltiples 
y cambiantes y cada año debemos negociar con el Congreso, presentando y justificando nuestras 
proyecciones”. Por su parte, en El Salvador una alta funcionaria del Ministerio de Educación describe 
otra limitación del presupuesto tradicional: “Nos basamos principalmente en patrones históricos de 
gasto para planificar el año siguiente. Con la crisis actual, es difícil realizar ajustes e incluso cubrir 
servicios básicos, pese a las urgentes necesidades de expansión y cobertura”. 

En los hechos, los ciclos presupuestarios en la región tienden a replicar prácticas anteriores y se 
caracterizan por una alta inercia. Esta situación compromete tanto la adecuación como la eficiencia 
en el financiamiento educativo. A diferencia del escenario ideal con tres niveles de prioridades (Figura 
1.3), la estructura típica en la región se divide en dos componentes principales: un componente 
rutinario que abarca la mayor parte del presupuesto, y que se destina a los servicios existentes; y un 
componente flexible que financia nuevas iniciativas, que incluyen programas educativos prioritarios 
para el gobierno o programas demandados por grupos de presión.

La falta de estudios de costos exhaustivos

La gran distancia que existe entre el escenario óptimo y la realidad presupuestaria revela tensiones 
fundamentales entre los principios de adecuación, equidad, eficiencia y transparencia. Para lograr 
una mejor planificación presupuestaria se requiere de una sólida infraestructura de datos con el fin 
de monitorear el gasto y de personal capacitado que analice la relación entre costos y resultados.

Omar Cassim Neto, jefe de Gabinete del Secretario Municipal de Educación de la ciudad de São Paulo, 
en Brasil, resume así el impacto en terreno de estas deficiencias: “Algo que falta mucho en el día a 
día de la gestión, no sólo aquí, sino en varios sistemas que conozco, es la organización por centro de 
costos. Dos preguntas que siempre hago son: ¿cuánto cuesta un alumno en la red municipal? 
¿Cuánto cuesta una escuela?”, cuenta. “Sí, existen estudios que estiman este valor y el equipo 
también puede calcular esa información. Pero yo como gestor sólo quiero presionar un botón y saber 
esta información para la escuela A o B. Quiero un dato de obtención simple y útil para la gestión. El 
presupuesto público ha evolucionado, pero en general no se ha convertido en un mecanismo de 
gestión”, asegura.
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La falta de estudios de costo también debilita la posición negociadora del sector educativo frente a 
otros ministerios sociales que compiten por los recursos fiscales. Esta debilidad técnica genera un 
círculo vicioso. Sin una base técnica sólida que justifique las necesidades de financiamiento, las 
decisiones presupuestarias quedan más expuestas a presiones políticas y consideraciones de corto 
plazo. Esto, a su vez, reduce los incentivos para invertir en capacidades técnicas de planificación 
presupuestaria. El resultado es un sistema donde la adecuación del f inanciamiento se ve 
comprometida tanto por las limitaciones técnicas como por las dinámicas políticas.

Un estudio de costeo riguroso, que se complemente con evaluaciones sobre la efectividad de los 
distintos programas educativos, le permitiría al Ministerio de Educación priorizar los gastos de 
acuerdo con la agenda política del gobierno y las demandas de distintos grupos de interés, como 
sindicatos de profesores, familias, empresarios de la educación privada y el tercer sector. Además, 
determinar técnicamente las necesidades y calcular su costo no sólo fortalece la posición negociadora 
del sector educativo, sino que también es un insumo fundamental para que el Ministerio de 
Educación negocie un presupuesto adecuado con su par de Finanzas. 

Sin embargo, en comparación con áreas como la salud, la seguridad pública o infraestructura, el 
sector educativo suele tener una posición más débil en la negociación presupuestaria. Una de las 
razones es la dificultad para presentar evidencia concreta y fácilmente comprensible para los 
ministerios de Finanzas y para la ciudadanía en general. A diferencia de indicadores como las tasas 
de mortalidad, tasas de criminalidad y de homicidios, o datos sobre eventos extremos vinculados al 
cambio climático –como incendios forestales u olas de calor–, que son tangibles, urgentes, con 
impactos inmediatos y alta cobertura mediática, los retornos educativos, como el aprendizaje, son 
más abstractos, menos visibles a corto plazo y técnicamente complejos de medir y comunicar. 

La falta de sólidos estudios de costo 
debilita la posición negociadora del sector 

educativo frente a otros ministerios 
sociales que compiten por los recursos 
fiscales. Esta debilidad técnica genera

un círculo vicioso.
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Esta falta de visibilidad limita la capacidad del sector educativo para justificar aumentos de 
presupuesto que resuenen políticamente o movilicen un mayor apoyo social. Si bien existen datos 
sobre matrícula y aprendizaje en muchos países, su uso técnico en la toma de decisiones 
presupuestarias sigue siendo limitado, y en varios casos ni siquiera se publican. Esta combinación de 
debilidad técnica, bajo retorno político y menor presencia mediática hace que el sector de la 
educación escolar pierda terreno frente a otros competidores fiscales más organizados o más visibles.

Así, la educación escolar enfrenta el desafío de demostrar impactos difíciles de cuantificar y que se 
suelen materializar en el largo plazo. Esta falta de evidencia empírica y la escasez de estudios técnicos 
han debilitado históricamente la posición negociadora de los ministerios de Educación en relación 
con otros ministerios sociales, en especial el de Finanzas, quien es el que finalmente decide, junto a 
la presidencia y el Congreso, la prioridad en la asignación de recursos fiscales.

La disímil relación entre los ministros de Educación 				  
y los de Finanzas

Los ministerios de Finanzas suelen ver al sector educativo como una ‘caja negra’ difícil de gestionar, 
donde las decisiones están fuertemente influenciadas por presiones políticas. “Aunque compartimos 
el compromiso de financiar una educación de excelencia, enfrentamos un círculo vicioso”, afirma un 
funcionario de Finanzas de Guyana. “Educación muchas veces solicita aumentos presupuestarios sin 
evidencia sólida sobre su impacto”. 

Por su parte, el Ministerio de Finanzas suele exigir justificaciones técnicas que el sector educativo 
considera excesivas. El resultado es una negociación político-técnica casi de suma-cero, donde cada 
parte ajusta sus demandas anticipando la respuesta del otro. 

Según un ex funcionario de Perú con experiencia en ambos ministerios, esta dinámica se ha 
convertido en un ritual predecible: “Educación infla sus solicitudes sabiendo que Finanzas las 
recortará, y Finanzas propone reducciones esperando demandas infladas. Es un juego que obstaculiza 
un diálogo genuino sobre las necesidades reales del sistema educativo”. Esta dinámica presupuestaria 
no sólo afecta la adecuación, sino también la transparencia en la asignación de recursos.

Sin embargo, existen maneras de acercar posiciones entre ambos ministerios, aun cuando Educación 
no cuente con estudios exhaustivos. “La clave está en entender que la movilización de recursos no es 
sólo una cuestión técnica, sino profundamente política”, explica el ex ministro de Educación de una 
provincia argentina. “Antes de cada negociación presupuestaria, dedicaba meses a mapear las 
prioridades de otros sectores sociales y sus estrategias de negociación. Esta información era crucial 
para diseñar propuestas [de financiamiento educativo] que pudieran competir efectivamente por 
esos recursos limitados”. El ex ministro incluso destaca la importancia de detalles en apariencia 
insignificantes en estas negociaciones. “Sorprendentemente, el lugar donde me sentaba en la mesa 
durante las presentaciones presupuestarias de todos los sectores era crucial. Siempre intentaba 
sentarme estratégicamente junto al gobernador”, confiesa.
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Esta relación compleja entre los ministerios de Educación y Finanzas va más allá de una simple 
negociación presupuestaria. Las diferencias en capacidades técnicas y sistemas de gestión entre 
ambas entidades suelen crear asimetrías importantes. Mientras los equipos de Finanzas suelen tener 
una amplia experiencia en análisis presupuestarios y proyecciones fiscales, los equipos de Educación 
a menudo carecen de especialistas en costeo y gestión financiera. Esto dificulta que las necesidades 
educativas se traduzcan en solicitudes presupuestarias técnicamente sólidas.

Los países que han logrado mejorar esta relación han invertido en fortalecer las capacidades técnicas 
de sus ministerios de Educación. Brasil, por ejemplo, creó unidades especializadas de planificación 
financiera que combinan el conocimiento pedagógico con la experiencia presupuestaria. Estas 
unidades no sólo elaboran propuestas fundamentadas en evidencia, sino que también construyen 
narrativas convincentes sobre el retorno social de la inversión educativa que pueden resonar tanto 
en los equipos técnicos de su contraparte de Finanzas como en los líderes políticos.

Los competidores por recursos fiscales 

Varios estudios estiman que por cada dólar que se invierte en educación, se generan unos cinco 
dólares de beneficios en el largo plazo. Se trata de una rentabilidad superior al promedio de 
inversiones en el mercado financiero [37, 53-55]. Sin embargo, se trata de cálculos difíciles de 
cuantificar en términos concretos que resulten atractivos para quienes toman decisiones sobre la 
billetera fiscal. Un nuevo hospital o más policías en las calles tienen un impacto más inmediato y 
visible para la ciudadanía, que implementar un sistema de datos educativos que permita evaluar los 
aprendizajes de los estudiantes. La falta de visibilidad de resultados es aún más perjudicial en el 
ámbito de la educación escolar, ya que sus beneficiarios directos, niños y adolescentes, no son tan 
relevantes políticamente [56].

Mientras los beneficios de una inversión educativa pueden tardar una década o más en materializarse, 
otras inversiones públicas ofrecen resultados mucho más inmediatos y visibles. Un nuevo hospital 
permite mostrar rápidamente estadísticas de atención a pacientes, más policías en las calles generan 
una sensación inmediata de seguridad que los ciudadanos pueden percibir. En contraste, 
implementar un sistema de datos educativos que permita evaluar y mejorar los aprendizajes de 
estudiantes no genera titulares ni oportunidades para cortar cintas, pese a que podría tener un 
impacto mucho más profundo en la calidad educativa a largo plazo.

Esta asimetría a la hora de justificar las necesidades presupuestarias ha cobrado especial relevancia 
en los años recientes, cuando múltiples crisis han intensificado la competencia por los recursos 
fiscales. La pandemia del Covid-19, por ejemplo, elevó el gasto público promedio en salud de 11,9% en 
2019 a 13,4% en 2021.

La crisis de seguridad pública por la que atraviesan muchos países de la región también ha llevado a 
reconfigurar las prioridades fiscales [57]. En sólo cuatro años la tasa de homicidios en Ecuador se 
multiplicó por ocho, pasando de siete por cada 100.000 habitantes en 2019 a más de 47 en 2023, 
mientras que en Jamaica aumentó desde 45,8 en 2018 a 53,3 en 2022 [58-60]. Para responder al 
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aumento de la inseguridad, muchos países han tenido que efectuar importantes reasignaciones 
presupuestarias. La región destina en promedio 1,51% del PIB a la seguridad pública, con países como 
El Salvador y Jamaica superando el 2% [57]. En 2021, el promedio de gastos en seguridad pública en 
la región alcanzó un 7,4% del presupuesto anual [61]. Este porcentaje se enmarca en una tendencia a 
la baja observada en las últimas décadas. En 2011, por ejemplo, el gasto en seguridad pública 
representaba en promedio un 9,4% del presupuesto anual en la región. A pesar de esta reducción, la 
asignación de recursos a este sector sigue siendo significativa, reflejando la alta prioridad que los 
gobiernos de la región otorgan a la seguridad pública en un contexto de creciente preocupación por 
el aumento de la criminalidad y la violencia.

Las finanzas públicas en varios países de la región también han sido impactadas por la crisis 
migratoria de Venezuela. Muchos países receptores de emigrantes, han tenido que aumentar su 
gasto fiscal para hacer frente a este éxodo, desde un 0,1% del PIB en Chile hasta un 0,4% del PIB en 
Colombia [62]. 

A todo ello se suma la competencia por recursos fiscales dentro del propio sector educativo. La 
educación superior es la que muchas veces logra obtener la mayor tajada en la asignación de recursos 
públicos. Esto se debe a su capacidad de ejercer presión social y política, que supera la de otros niveles 
educativos. En varios países de ALC, la educación superior cuenta con una base activa de organizaciones 
estudiantiles y profesionales capaz de promover sus demandas en la prensa y redes sociales, generando 
una presión constante para asegurar recursos. A diferencia de las comunidades de educación primaria 
y secundaria, la educación superior tiene una mayor representación en el proceso político y, en algunos 
casos, cuenta con el apoyo de importantes redes académicas internacionales. 

Esta dinámica se complica aún más por la fragmentación institucional, ya que los niveles preescolar, 
escolar y superior suelen ser administrados por distintas entidades públicas. El caso de Uruguay 
ilustra este punto. Ese país tiene cinco subsistemas educativos autónomos (preescolar, primaria, 
secundaria general, secundaria técnico profesional y terciaria), y cada uno cuenta con un presupuesto 
independiente, generando una competencia intra-educativa por los recursos públicos. 

Además, en algunos países la educación superior cuenta con mecanismos de financiamiento estables. 
El Fondo Permanente de Desarrollo Universitario y Politécnico de Ecuador se distribuye mediante una 
fórmula específica a universidades e institutos. Este fondo garantiza un flujo de financiamiento estable, 
representando alrededor de 60% del presupuesto de las instituciones de educación superior, que 
corresponde a casi un 1% del PIB ecuatoriano [63]. La Universidad de San Carlos, la única pública de 
Guatemala, recibe constitucionalmente el 5% del presupuesto de ingresos ordinarios del gobierno. Este 
mandato legal garantiza la estabilidad financiera de la universidad, pero también limita la capacidad 
de redistribuir recursos hacia otros niveles educativos, como la educación escolar.

Este tipo de asignaciones pueden generar inequidades entre los distintos niveles educativos y 
limitar la capacidad del sistema para responder a cambios demográficos o nuevas prioridades 
educativas. Como señaló un ex funcionario del gobierno guatemalteco: “Mientras la universidad tiene 
su presupuesto garantizado constitucionalmente, cada año debemos luchar para financiar programas 
básicos en escuelas primarias de zonas vulnerables”. 
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Las protestas estudiantiles que sacudieron a Chile entre 2011 y 2013, en tanto, fueron instrumentales 
para aprobar la gratuidad en la educación superior de ese país. En los siguientes años muchos de los 
líderes universitarios ingresaron a la vida pública como diputados, e incluso llegaron al gobierno en 
2022 de la mano del ex dirigente Gabriel Boric.

La presión de los sindicatos de docentes

La influencia de los sindicatos de maestros sobre el presupuesto educativo también ilustra las 
tensiones entre adecuación y eficiencia. La presión gremial ha sido clave para mantener niveles 
mínimos de inversión en el sector. Pero sus demandas, centradas principalmente en salarios y plazas 
docentes, no siempre se alinean con las necesidades más amplias del sistema educativo [64]. Es más, 
pueden limitar inversiones en otras áreas cruciales del sistema escolar.

Esta dinámica se manifiesta de diferentes formas. En Perú, un experto en elaboración del presupuesto 
educativo señala: “Los representantes del sindicato suelen solicitar reuniones directas con el ministro 
para exponer sus demandas salariales y sus condiciones laborales, y buscan el apoyo de congresistas 
para incluir estas demandas en las negociaciones presupuestarias [65]”. 

En Colombia, la Federación Colombiana de Trabajadores de la Educación (FECODE) ha desempeñado 
un papel importante en las decisiones presupuestarias educativas, ejerciendo una influencia 
considerable sobre la asignación de recursos. Durante las negociaciones presupuestarias, FECODE 
ha priorizado constantemente demandas salariales y mejoras en las condiciones laborales, lo que ha 
llevado en ocasiones a limitar inversiones en otras áreas del sistema educativo. Por ejemplo, en 2017, 
tras una huelga de 37 días, el sindicato logró importantes aumentos salariales y compromisos de 
inversión en educación, pero dejando pendientes aspectos como la extensión de la jornada escolar, 
que requería mayores recursos para infraestructura e insumos. Esta dinámica demuestra cómo la 
presión sindical puede influir de manera importante en la manera en que se distribuyen los recursos 
educativos, a veces priorizando las condiciones laborales de los docentes por sobre otras necesidades 
del sistema [59]. 

La influencia sindical a veces trasciende el ámbito presupuestario, llegando a determinar aspectos 
clave de la gestión educativa [56, 66]. En Guatemala, un ex funcionario del Ministerio de Educación 
señala: “El sindicato de profesores no sólo se enfoca en demandas salariales y aumento de plazas, sino 
que también juega un papel clave en la selección y asignación de maestros. Esta influencia en la 
gestión del personal docente les otorga un poder significativo en todo el sistema educativo”. 

El caso de México ilustra una de las consecuencias de esta dinámica. Como explica una ex funcionaria 
de educación del gobierno federal: “En muchos estados del país, el sindicato no sólo negociaba 
salarios, sino que controlaba efectivamente el sistema de contratación docente. Decidían cuántas 
plazas abrir, dónde ubicarlas y quién las ocuparía”.

Esta captura del sistema escolar mexicano por parte del Sindicato Nacional de Trabajadores de la 
Educación (SNTE) llegó a tal punto que prácticamente controló la política educativa del país 
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durante décadas, bloqueando intentos de reforma y perpetuando un sistema donde las plazas 
docentes se vendían o heredaban, independiente de las capacidades pedagógicas de los 
candidatos.5 

Esta tensión política-sindical se manifiesta en muchos contextos y no pocas veces incluyen presiones 
políticas. En Guatemala, un ex ministro de Educación cuenta cómo los parlamentarios a menudo 
llegaban a las reuniones con él con operadores políticos y otras personas a quienes les debían favores 
políticos, buscando contrataciones en el Ministerio. En la clase política también se observan prácticas 
que privilegian intereses particulares por sobre las necesidades educativas más amplias. Algunos 
alcaldes en Argentina, según entrevistas con diferentes actores en diversas provincias argentinas, 
por ejemplo, incluyen en su campaña electoral demandas por construir nuevas escuelas en sus 
municipios, pese a que la necesidad demográfica no lo justifica. Es común que representantes 
locales presionen por construir nuevas escuelas o asignar más recursos a sus distritos, priorizando 
intereses territoriales por sobre criterios técnicos de necesidad y eficiencia.

El caso de Brasil revela cómo las dinámicas políticas pueden favorecer la base electoral de miembros 
influyentes del Congreso a expensas de criterios técnicos. El llamado “presupuesto secreto”, como lo 
bautizó la prensa de ese país, es una práctica en la que las enmiendas parlamentarias (recursos del 
presupuesto público asignados por los diputados para usos específicos) se destinaban a diputados 
sin la debida identificación. La gran mayoría de los recursos asignados se dirigió a las bases 
territoriales de legisladores con influencia. 

En la ciudad de Tartarugalzinho, en el estado norteño de Amapá, legisladores con fuertes vínculos 
con el gobierno federal negociaron 87 millones de reales (18 millones de dólares de enero de 2024) 
en enmiendas entre 2020 y 2023, superando los fondos destinados a la ciudad de São Paulo, que 
tiene una población 600 veces mayor [67]. Ciudades del mismo tamaño que Tartarugalzinho, pero 
que no eran bastiones de esos políticos, no fueron beneficiadas. Estas prácticas ilustran cómo la 
presión política puede comprometer tanto la eficiencia como la equidad en la asignación de recursos, 
además de afectar la transparencia en las asignaciones presupuestarias.

La influencia de estos actores revela una paradoja en el financiamiento educativo: mientras su 
presión ha sido fundamental para movilizar más recursos hacia las escuelas, sus diferentes intereses 
y formas de intervención pueden tanto fortalecer como debilitar los principios fundamentales del 
financiamiento escolar. Los sindicatos presionan por mayor adecuación en salarios, pero pueden 
comprometer la eficiencia. Y muchos políticos promueven inversiones en sus territorios, pero pueden 
generar inequidades sociales y territoriales. Es más, en última instancia esta injerencia política en el 
financiamiento educativo constituye un importante obstáculo para un gasto eficiente y equitativo, 
perpetuando un sistema donde las decisiones que afectan a millones de estudiantes responden más 
a intereses políticos que a criterios técnicos basados en evidencia.

5. https://revista.drclas.harvard.edu/education-reform-and-teachers-unions-in-mexico/
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OTRAS FUENTES DE FINANCIAMIENTO 
EDUCATIVO
Las restricciones recientes en el financiamiento fiscal han llevado a una diversificación progresiva de 
las fuentes de recursos educativos. Esto se evidencia al comparar diferentes modelos de 
financiamiento. En Estados Unidos la ausencia de un mandato constitucional sobre educación exime 
al gobierno central de contribuir al sistema de finanzas escolares, dejando la responsabilidad principal 
en los estados. En contraste, otros países federales de la OCDE, como Alemania y Canadá, definen 
responsabilidades compartidas entre los niveles de gobierno, limitando el rol del gobierno central a 
compensar posibles déficits de financiamiento en localidades con baja capacidad fiscal.

Así, mientras algunos países priorizan la equidad a través de una fuerte participación central, otros 
enfatizan en la eficiencia mediante una mayor injerencia local. En ALC estas aproximaciones han 
dado lugar a un ecosistema de financiamiento donde participan múltiples actores, cada uno con sus 
propias fortalezas y limitaciones. Esta sección discute tres fuentes complementarias de 
financiamiento al presupuesto principal: gobiernos subnacionales (regionales y locales), las familias 
y la asistencia internacional.

Los gobiernos subnacionales

La contribución fiscal de los gobiernos subnacionales puede aumentar los recursos disponibles para 
la educación escolar. En la mayoría de los países de la región su aporte no supera al 5% del presupuesto 
total. Sin embargo, la contribución de los gobiernos subnacionales es especialmente relevante en 
países donde el marco legal los identifica como co-responsables de financiar la educación. Son los 
casos de Brasil y Argentina, cuyas autoridades regionales aportan más del 75% del financiamiento 
público. En el resto de ALC, la contribución de los gobiernos locales no supera el 5%, con la excepción 
de Colombia (12%) y México (20%).

La variación en la participación financiera local (Figura 1.4) refleja diferentes modelos de 
movilización de recursos, cada uno con sus propias implicancias para la equidad y eficiencia del 
sistema. A pesar de su baja contribución relativa, sus recursos permiten financiar servicios 
adicionales, los que dependen de su nivel de autonomía. Además, en las últimas décadas la 
ejecución local del presupuesto público, que generalmente proviene del nivel central, ha 
aumentado significativamente. Por ejemplo, aunque la mayoría del financiamiento en Chile 
proviene del nivel central, los municipios tienen autonomía para pagar horas extras a profesores o 
contratar personal, permitiendo respuestas ágiles a necesidades locales. En Colombia las Entidades 
Territoriales Certificadas (ETC) no tienen esa potestad, pero ejercen un papel importante a la hora 
de financiar el transporte escolar y el mantenimiento de infraestructura, ilustrando un modelo que 
busca equilibrar la participación local con el control central [68].

Dado este contexto, varios expertos han recomendado acompañar el alza en la ejecución 
presupuestaria a nivel local con una descentralización fiscal por medio del aumento de la capacidad 
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recaudatoria a nivel subnacional [71, 72]. Si bien existen desafíos logísticos y legales para implementar 
esta iniciativa, una menor dependencia de transferencias centrales podría incentivar la recaudación 
local, reducir gastos ineficientes y aprovechar el conocimiento en terreno para mejorar la asignación 
de recursos [73-76]. Sin embargo, si no se implementan mecanismos de compensación, la 
contribución fiscal de los gobiernos subnacionales puede generar importantes desigualdades 
territoriales.

Brasil es un ejemplo de ello. Pese a contar con mecanismos redistributivos como el FUNDEB, tiene 
una de las brechas socioeconómicas más altas de la región. El gasto por estudiante de los municipios 
del quintil socioeconómico más alto es casi dos veces mayor que el del quintil más bajo [69]. Esto 
refleja el desafío de contar con mejores mecanismos redistributivos para compensar las desigualdades 
entre estados y municipios [76, 77].

Los aportes de las familias

La participación de las familias en el financiamiento escolar representa uno de los trade-offs más 
claros entre la adecuación y la equidad. Por un lado, las históricas contribuciones familiares en el 
sistema escolar de ALC han permitido a los colegios tener un mayor flujo de fondos. Por otro, estos 
aportes pueden profundizar las desigualdades sociales al depender de la capacidad económica de 
cada familia. De hecho, un 50% de los hogares de menores ingresos no es capaz de aportar nada 
adicional, mientras que las familias de mayores ingresos aportan de manera considerable [16]. La 
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Figura 1.4: Fuentes de financiamiento público (según tipo de gobierno)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la OCDE [39], Bertoni y otros [69] y Claus y Bucciarelli [70].
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evidencia empírica revela que la desigualdad del gasto privado en educación en la región, medida 
por el coeficiente de Gini, es dos veces más alta que la desigualdad del gasto total de los hogares.

“Mientras las escuelas en zonas acomodadas en Lima pueden contar con donaciones sustanciales de 
padres y empresas locales, nosotros luchamos por cubrir las necesidades básicas de nuestros 
estudiantes”, relata una directora de escuela de Tacna, Perú. Este contraste ilustra cómo la 
dependencia de fuentes externas de financiamiento puede profundizar las diferencias territoriales y 
socioeconómicas.

El gasto privado en educación de las familias en la región representa 2% del PIB, cuatro veces el nivel 
de los países OCDE (Figura 1.5). Aunque gran parte se concentra en la educación superior, el gasto 
por estudiante de primaria alcanza un promedio de USD 600 al año. Se trata de un valor similar al de 
la OCDE, pero con implicaciones muy diferentes dadas las diferencias en el nivel de desarrollo. Por 
ejemplo, este gasto representa un 20% del gasto público por estudiante en ALC, pero tan sólo un 5% 
en los países de la OCDE. Este gasto es particularmente alto en Chile, Colombia y Argentina, que 
incluye pago a escuelas privadas, financiamiento de servicios educativos (como transporte y 
alimentación), entre otros aspectos. 

Un fenómeno relevante en este contexto es la masiva migración de alumnos desde las escuelas 
públicas a las privadas. Un efecto secundario es que este éxodo ha reducido la presión ciudadana 
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Figura 1.5: El peso de las familias 
(Gasto público y privado en educación como porcentaje del PIB)
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Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Banco Mundial [20].

Honduras
OCDE

ALC

Jamaica

Colombia

Costa Rica
Brasil

El Salvador
Perú

Barbados

Uruguay
Chile

Argentin
a

México

0,5%
2,1% 5,5%

5,9%

2,6%

4,9%

2,6%

5,3%

2,5%

6,6%

2,5%

5,8%

2,4%

3,7%

2,4%

4,1%

2,3%

4,8%

2,2%

4,5%

2,0%

5,6%

0,9%

5,2%

0,7%

4,6%5,5% 5,0%

12%

10%

8%

6%

4%

2%

0



61

por aumentar el gasto en los establecimientos públicos, creando un círculo vicioso de deterioro en 
el financiamiento fiscal [56]. Mientras otras regiones del mundo mantuvieron una matrícula privada 
estable en torno al 11% entre 1988 y 2020, en ALC ésta aumentó al 20% en el mismo periodo (Figura 
1.6). Este incremento refleja una combinación de factores que incluyen políticas gubernamentales 
que han impulsado al sector privado para mejorar la competencia y eficiencia escolar, el 
crecimiento de la clase media y la falta de gasto público adecuado para satisfacer la demanda 
educativa [78, 79].

En la región existen diversos modelos de participación público-privada en el financiamiento escolar. 
Chile implementó en los años 90 un sistema universal de voucher (apoyo estatal), donde tanto 
escuelas públicas como privadas subvencionadas recibían el mismo aporte fiscal por estudiante. En 
Argentina, Colombia, Ecuador y República Dominicana, el gobierno subsidia escuelas privadas sin 
fines de lucro –principalmente religiosas– pagando los salarios docentes, mientras las familias 
aportan una mensualidad regulada. Colombia también cuenta con escuelas concesionadas 
administradas por privados, que reciben financiamiento público completo, pero que no pueden 
cobrar matrícula. En Haití, en tanto, el gobierno subsidia escuelas privadas con y sin fines de lucro.

El copago –cuando las familias complementan el financiamiento público con aportes mensuales 
privados– es otro mecanismo que ha generado tensiones entre adecuación y equidad. El caso chileno 
lo ilustra de manera clara. La política de copago se introdujo en 1994, con la idea de movilizar recursos 
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Figura 1.6: Matrícula en el sector privado por regiones del mundo (educación primaria)

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Banco Mundial [78].
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adicionales para mejorar la calidad educativa. A las escuelas privadas subvencionadas se les permitió 
complementar el voucher estatal con aportes de las familias. Sin embargo, este tipo de financiamiento 
compartido terminó comprometiendo la equidad del sistema. Las escuelas de mayor vulnerabilidad 
social y con menor capacidad de recaudar copago recibían menos recursos por estudiante que 
aquellas de mayor nivel socioeconómico. La evidencia empírica demostró que el sistema no sólo 
profundizaba las brechas de recursos entre escuelas, sino que también aumentaba la segregación 
socioeconómica [80]. En respuesta, en 2015 se aprobó una ley que establece la eliminación progresiva 
del copago, reemplazándolo por financiamiento público, y priorizando la equidad sobre la capacidad 
de movilizar recursos adicionales [78].

Las contribuciones familiares también juegan un papel en las escuelas públicas, generando tensiones 
entre gratuidad y calidad. Aunque estos gastos se regulan para evitar inequidades, limitándolos a 
servicios de mantenimiento, actividades extracurriculares y materiales pedagógicos, en la práctica 
las familias frecuentemente cubren gastos básicos que deberían ser de responsabilidad estatal.

Las estrategias de recaudación comunitaria varían según el contexto institucional. En Jamaica, 
Guyana y Barbados se promueve que las comunidades escolares organicen actividades para 
recaudar fondos. El caso de las cantinas escolares en Jamaica ilustra estas prácticas. Las cantinas y 
las tiendas escolares son instalaciones en las que se venden snacks y comidas a los estudiantes. Estos 
espacios, administrados por las escuelas o empresas concesionarias, generan entre 20% y 40% de los 
ingresos escolares (sin incluir los salarios docentes). En algunas escuelas de niveles socioeconómicos 
más bajos, la recaudación incluso supera el financiamiento público. Esto ha generado un intenso 
debate en ese país sobre la equidad, el costo de acceder a una nutrición saludable y el rol apropiado 
de actividades comerciales en espacios educativos [81].

La falta de transparencia en el manejo de las contribuciones familiares representa otro desafío de 
este tipo de financiamiento. En varios países de ALC las asociaciones de padres recaudan fondos cuyo 
uso y gestión no cuentan con mecanismos claros de rendición de cuentas. Las Asociaciones de 
Padres de Familia (APAFA) en Perú, por ejemplo, suelen condicionar la matrícula escolar al pago de 
cuotas, pero sin proporcionar información clara sobre el destino de estos recursos. Esta opacidad no 
sólo afecta la confianza de las familias en el sistema educativo, sino que puede contribuir a perpetuar 
inequidades cuando los recursos no se utilizan de manera efectiva y transparente.

La asistencia de organismos internacionales

La asistencia oficial para el desarrollo (AOD), que proveen unos 40 países desarrollados, es una fuente 
complementaria de financiamiento y cooperación para ALC. Esta asistencia incluye donaciones, 
préstamos blandos con una tasa de interés menor a la del mercado y asistencia técnica, 
implementados de manera bilateral o a través de organismos multilaterales como la ONU, el BID o el 
Banco Mundial.

Estos recursos externos pueden catalizar innovaciones, proyectos piloto y facilitar el acceso a 
asistencia técnica, aunque su proporción en el financiamiento total suele ser menor. Como señala un 
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ex funcionario del gobierno de Guatemala: “Después de pagar a los maestros y mantener los 
programas históricos, no queda espacio en el presupuesto para llevar a cabo el programa del 
gobierno. Tenemos que recurrir a préstamos del BID, el Banco Mundial o la CAF (Corporación Andina 
de Fomento) para poder realizar cualquier innovación y ejecutar el programa gubernamental”.

En 2022 el aporte total superó los USD 200.000 millones, distribuidos de una forma relativamente 
progresiva. Un 15% de la asistencia se destinó a países de bajos ingresos, 33% a países de ingresos 
medio-bajo, 9% a países de ingresos medio-alto y 0,1% a países de altos ingresos [82, 83].

Para el sector educativo, que representa cerca de 10% del total, un 83% de estos recursos 
internacionales proviene de donaciones, fortaleciendo la independencia financiera de países 
comparado a la modalidad de préstamos blandos. Pero su distribución entre los distintos niveles 
educativos –con 40% para la educación superior y 39% para primaria– no siempre está alineado con 
las necesidades de los países receptores [84, 85]. Según datos de 2022 del Banco Mundial, la AOD 
representa un modesto 0,21% del Ingreso Nacional Bruto de ALC, aunque su importancia varía entre 
países. Nicaragua (7,76%), Honduras (2,71%) y El Salvador (2,36%) dependen sustancialmente de estos 
recursos, ilustrando cómo estos dineros puedes convertirse en un pilar importante en el 
financiamiento escolar [82, 86].

En Haití cerca del 40% del presupuesto en educación proviene de recursos externos, provistos por 
entidades como el Banco Mundial, el BID y el Programa Mundial de Alimentos. Estos recursos 
internacionales financian necesidades básicas, como programas de alimentación escolar hasta 
inversiones de infraestructura. Un alto funcionario del Ministerio de Educación de ese país asegura 
que “el sistema educativo haitiano opera con una combinación de recursos. El Estado financia 
principalmente salarios docentes de profesores del sector público, pero las familias aportan cuotas 
para gastos operativos, y los organismos internacionales financian programas de alimentación 
escolar e infraestructura”. 

La evidencia empírica revela que la asistencia internacional en educación tiene un impacto positivo, 
pero su efectividad depende del contexto institucional del país receptor. Es más efectiva en naciones 
con instituciones fuertes, mayor estabilidad política, y menor burocracia y corrupción [87]. Ello 
subraya la importancia de considerar las capacidades locales al momento de adoptar y diseñar 
programas de asistencia internacional. Y a la hora de equilibrar los principios de adecuación y 
equidad, los aportes de la AOD en la región revelan tanto su potencial como sus limitaciones. “Los 
proyectos financiados con cooperación internacional frecuentemente introducen innovaciones 
valiosas”, señala un funcionario del Ministerio de Educación de Honduras. “Pero mantenerlos una vez 
que termina el financiamiento externo es un desafío constante”. 

Estas experiencias sugieren la necesidad de repensar cómo la AOD puede fortalecer las capacidades 
locales de manera más permanente, en vez de generar una dependencia a mediano plazo. 

CÓMO MOVILIZAR MÁS RECURSOS
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CÓMO OBTENER MÁS RECURSOS
Las limitaciones de las fuentes tradicionales de financiamiento –sean gubernamentales, de las 
familias o provenientes de la cooperación internacional– han llevado a la región a explorar una 
recaudación que equilibre los principios de adecuación y equidad buscando asegurar la sostenibilidad 
presupuestaria en el largo plazo. De esta manera, varios países han adoptado distintas estrategias 
para movilizar recursos educativos y cerrar la brecha de financiamiento entre los fondos disponibles 
y las necesidades en terreno. Cada estrategia surge como respuesta a contextos fiscales, 
institucionales y políticos distintos. Así, han ido implementando al menos tres estrategias para 
cumplir y aumentar la adecuación del gasto educativo:

Cada una de ellas refleja diferentes aproximaciones para balancear los principios fundamentales del 
financiamiento educativo, buscando resolver las tensiones entre adecuación, equidad, eficiencia y 
transparencia. 

Establecer metas de gasto como porcentaje del PIB

Desde 1990 ocho países de la región han adoptado metas de gasto en educación en función del PIB 
que están en sintonía con las directrices internacionales. La Figura 1.7 muestra que éstas son 
ambiciosas con relación al gasto educativo del año en que se establecieron. Pero también revelan 
que, tras 10 años de su implementación, ningún país alcanzó su meta. 

Las razones detrás de ello son variadas. Costa Rica, que se fijó una meta de inversión educativa de 
8% del PIB, enfrenta un dilema entre adecuación y sostenibilidad fiscal. Una ley despachada en 2018 
limita el crecimiento del gasto público en función del PIB nominal y la deuda pública, lo que ha 
provocado recortes en la inversión educativa. México incorporó la meta del 8% en su Ley General de 
Educación de 2013, pero la baja recaudación fiscal y la competencia presupuestaria con otros sectores 
han mantenido el gasto efectivo consistentemente por debajo de la meta. 

En 2008, Ecuador estableció en su Constitución que el gasto educativo debía alcanzar el 6% del PIB, 
con un aumento de medio punto porcentual cada año. Pero desde 2013 ese porcentaje no ha parado 
de bajar. Un problema de fondo es que si bien el presupuesto aprobado incluye montos que 
aparentan cumplir con esa meta, en la práctica una parte de los recursos comprometidos no tiene 
una fuente de financiamiento asegurada. Es como las cuentas por cobrar de una Pyme: en teoría 
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esos recursos están en el balance contable, pero en realidad el dinero disponible en la cuenta 
corriente no lo refleja. Esta brecha genera graves problemas operativos, y el Ministerio de Economía 
y Finanzas ecuatoriano debe buscar durante el año fuentes de financiamiento para cubrir el déficit. 
Ello, a su vez, genera incertidumbre sobre el financiamiento de programas esenciales como la 
alimentación escolar, la entrega de textos y la contratación de docentes. La experiencia ecuatoriana 
muestra que, si no se aseguran primero las fuentes de financiamiento, establecer metas ambiciosas 
de gasto educativo puede generar más inestabilidad que mejoras en el sistema educativo [88].

En Paraguay, la Constitución exige que al menos el 20% del presupuesto del gobierno central se 
destine a educación, pero este porcentaje solo se aplica a la mitad del presupuesto nacional, lo que 
reduce el gasto educativo efectivo al 10% del total. Además, esta cifra incluye tanto la educación 
básica y secundaria como la universitaria, lo que deja un margen aún menor para niveles 
preuniversitarios. En la práctica, tras cubrir salarios docentes y costos administrativos, la inversión en 
educación básica se reduce a aproximadamente sólo el 2,4% del PIB.

Las experiencias con las metas de gasto en la región revelan una lección fundamental: tener objetivos 
ambiciosos de inversión ayuda a impulsar aumentos en el financiamiento escolar, pero, por sí solas, 
no son suficientes. Su efectividad depende de al menos tres factores. Primero, las metas deben estar 
respaldadas por reformas fiscales que aseguren su viabilidad. Segundo, el aumento de recursos debe 
acompañarse de mejores mecanismos de asignación y ejecución. Tercero, es crucial mantener una 
flexibilidad presupuestaria para responder a nuevas necesidades educativas.
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Reconociendo estas limitaciones, varios países han complementado estas metas generales con 
estrategias más específicas.

Fijar impuestos específicos o royalties

Fijar impuestos específicos y royalties para financiar el sistema escolar es otra manera de movilizar 
recursos adicionales para la educación escolar. A diferencia de los fondos del presupuesto general, 
éstos tienen una fuente predeterminada, lo que asegura un flujo más estable y menos exposición a 
contingencias políticas. Existen varios ejemplos para ello. Algunos países han gravado de manera 
adicional las rentas individuales, otros han vinculado el financiamiento educativo a impuestos al 
consumo, a la propiedad o a los recursos naturales. La elección de cada mecanismo depende de la 
estabilidad fiscal del país y de la capacidad de generar ingresos a lo largo del tiempo.

El Seguro Educativo de Panamá es un ejemplo de ello. Se trata de un impuesto a la renta en que los 
empleados del sector público, privado e independientes aportan entre 1,25% y 2,75% de sus salarios 
para financiar mayoritariamente los gastos operativos de las escuelas públicas y la formación docente 
[89]. Una parte menor va a los programas de formación profesional y educación sindical. Este modelo 
ha logrado asegurar un flujo más estable de recursos, aunque su base en impuestos a la renta lo hace 
vulnerable a los ciclos económicos.

El Salário Educação de Brasil también es un impuesto, en este caso un 2,5% sobre la nómina de 
empleados privados, y se destina directamente al financiamiento de la educación básica pública. 
Este mecanismo ha sido crucial para mantener niveles mínimos de inversión en un contexto de 
significativas desigualdades regionales. La otra cara de la moneda es que puede perjudicar la 
formalización laboral, ya que los empleadores podrían tratar de abaratar los costos al evitar la 
formalización del trabajo. Jamaica sigue un enfoque similar con un impuesto para la educación que 
varía entre 2,25% de los ingresos laborales para empleados y trabajadores independientes, y 3,5% 
para los empleadores. 

Otros países han optado por vincular el financiamiento de la educación a los recursos naturales. 
Una parte del Impuesto Directo a los Hidrocarburos en Bolivia se reserva para la infraestructura 
educativa y la educación superior. Este modelo ofrece una fuente significativa de recursos, pero 
enfrenta dos desafíos: la volatilidad en los precios de las materias primas y el riesgo de profundizar 
las desigualdades territoriales [90]. De acuerdo con la Ley 3058/2005, el Impuesto Directo a los 
Hidrocarburos (IDH) se destina a educación, salud y caminos, desarrollo productivo y otros sectores 
que contribuyan a la generación de fuentes de trabajo. El modelo de distribución es coparticipado, 
con recursos previstos tanto para los territorios productores –en mayor proporción– como para los 
no productores. 

La experiencia boliviana podría ser relevante para Guyana, que tiene una oportunidad histórica con 
el reciente descubrimiento de yacimientos petroleros que serían equivalentes a tres veces las reservas 
de Arabia Saudita. Autoridades de ese país han afirmado que usarán las venideras avalanchas de 
ingresos petroleros para, entre otras cosas, tratar de establecer un modelo educativo de vanguardia 
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en Sudamérica. El caso de Bolivia, que no ha protegido su gasto educativo de la volatilidad de los 
precios de los recursos naturales, podría ser de ayuda para ese país.

El Fondo de Desarrollo Social y Asignaciones Familiares de Costa Rica muestra cómo un fondo social 
más amplio también puede proteger programas educativos críticos. La ley indica que un 5,8% de este 
fondo se destine a programas de alimentación escolar. A diferencia de otros mecanismos más 
volátiles, este fondo se nutre de contribuciones obligatorias sobre la planilla salarial de trabajadores 
públicos y privados, y de impuestos indirectos sobre las ventas, lo que garantiza un flujo de ingresos 
más estable y predecible [91, 92]. Además, estos recursos no están sujetos a la discrecionalidad del 
presupuesto anual, reduciendo el riesgo de recortes políticos o coyunturales. 

En la Provincia de Buenos Aires, Argentina un porcentaje del Impuesto sobre los Ingresos Brutos 
(IIBB) se destina a infraestructura educativa a través del Fondo Compensador de Infraestructura 
Escolar, conforme a la normativa vigente. En particular, la Ley 13.010 establece que el 25% del tramo 
descentralizado de los ingresos brutos de la provincia debe ser destinado a este fin, con gestión y 
ejecución descentralizada en los 135 Consejos Escolares de la provincia. La alícuota del IIBB suele 
oscilar entre el 3% y el 3,5% del total facturado en el mes, aunque varía según el sector de actividad 
económica. 

En Paraguay, una fuente clave de financiamiento ha sido el Fondo Nacional de Inversión Pública, 
alimentado por los royalties de Itaipú, que desde 2012 ha destinado recursos a infraestructura, 
primera infancia y formación docente. Sin embargo, la implementación del programa “Hambre Cero” 
en 2023 redirigió gran parte de estos fondos hacia la alimentación escolar, ahora gestionada por el 
Ministerio de Desarrollo Social. Aunque ello amplió la cobertura de los comedores escolares, redujo 
los recursos disponibles para mejorar la calidad educativa.

Las experiencias con impuestos específicos y regalías revelan un trade-off entre estabilidad y 
flexibilidad en el financiamiento escolar. Estos mecanismos pueden asegurar flujos confiables de 
recursos y proteger la inversión educativa de los ciclos políticos y fiscales. Pero la rigidez en la 
asignación puede limitar la capacidad de respuesta a nuevas necesidades y crear ineficiencias en la 
asignación de los recursos. Para lograr un equilibrio efectivo, los diseños más exitosos han combinado 
la protección de los recursos con mecanismos de ajuste que permiten adaptar el financiamiento a 
cambios en el contexto económico y social. Como es el caso brasileño: la movilización de recursos 
comienza con la norma constitucional que destina el 25% del gasto público a la educación y con el 
Plan Plurianual (PPA), una planificación de cuatro años.

El PPA fue diseñado para superponer los ciclos gubernamentales: siempre se elabora y aprueba en 
el segundo año de un gobierno, con una duración de cuatro años, de modo que el gobierno siguiente 
está obligado a seguir el último año del PPA del gobierno anterior, creando un entorno más favorable 
para la continuidad de las políticas. A partir del PPA, se desglosan los presupuestos anuales, que, una 
vez aprobados, tienen un porcentaje de ajustes ya previsto en la Ley de Directrices Presupuestarias, 
lo que permite al Ejecutivo realizar modificaciones a lo largo de la ejecución. ¿Es necesario seguir el 
plan? Sí, pero existen mecanismos y procedimientos previamente estructurados para corregir el 
rumbo durante su implementación.

CÓMO MOVILIZAR MÁS RECURSOS
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Financiamiento internacional que apoya iniciativas innovadoras

Una tercera estrategia que ha ganado prominencia en la región es el uso de financiamiento privado 
o internacional para atraer nuevas fuentes de capital y mejorar la eficiencia en el uso de recursos 
existentes. La OCDE y la Agencia de los Estados Unidos para el Desarrollo Internacional (USAID, por 
su sigla en inglés) han promovido estos mecanismos como una forma de generar más recursos y 
atraer capital privado al sector educativo. Estos instrumentos están diseñados para cumplir varios 
objetivos, tales como aliviar las arcas fiscales, expandir el acceso a préstamos con tasas preferenciales, 
promover donaciones internacionales y combinar inversiones públicas y privadas. 

Un instrumento prometedor es el llamado “canje de deuda por educación”. Bajo esta modalidad, el 
acreedor condona la deuda de un país a cambio de que esa nación se comprometa a utilizar los 
recursos liberados para inversiones en el sistema educativo. El Salvador ilustra el potencial de este 
mecanismo. Un canje de deuda con España en 2005, por 10 millones de euros, permitió financiar la 
construcción y equipamiento de escuelas en zonas rurales vulnerables. Perú también estableció 
programas de canje con España, Alemania e Italia, que generaron más de USD 60 millones para 
proyectos educativos, incluyendo mejoras en infraestructura escolar y programas de formación 
docente. 

Los bonos sociales son otra innovación en el financiamiento escolar. Colombia fue pionera en la 
región al lanzar en 2018 los “Bonos de Impacto Social en Educación”. En este mecanismo los 
inversionistas privados proporcionan un capital inicial para programas educativos, y el gobierno sólo 
paga la deuda con una bonificación (o prima) si se logran objetivos específicos previamente 
negociados entre ambas partes. Según relata un funcionario del Ministerio de Educación colombiano 
a los autores de este libro, “este modelo nos permite innovar en la forma de financiar programas 
educativos, compartiendo el riesgo con el sector privado y asegurando resultados medibles”. 

La provincia de Salta, en Argentina, creó en 2019 un fondo que combina recursos públicos con 
incentivos fiscales para financiar el Programa Alimentario Salteño. Este programa incluía acciones 
como la extensión del servicio en comedores escolares y la provisión de alimentos durante los fines 
de semana en los Centros de Primera Infancia, además de otras medidas de seguridad alimentaria 
articuladas con distintos sectores.

Uno de los objetivos del fondo fue implementar acciones que contribuyeran a reducir el costo que 
pagan los consumidores finales por los productos incluidos en la canasta básica alimentaria, 
promoviendo medidas de incentivo fiscal para las personas jurídicas productoras de alimentos. El 
fondo contó con un monto máximo de cien millones de pesos argentinos (USD 3,2 millones de 2025), 
otorgado a través de Bonos Fiscales, cuyos beneficiarios fueron las empresas productoras de 
alimentos que adhirieran al programa [93]. 

Chile, en tanto, implementó los “bonos educativos verdes” en 2020 para vincular sus objetivos 
educativos con la sustentabilidad ambiental. Este instrumento aborda dos desafíos: financiar la 
construcción y renovación de escuelas con criterios de eficiencia energética, y generar ahorros 
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operativos que puedan reinvertirse en programas educacionales. En concreto, ese país ha emitido 
deuda soberana bajo el programa de Marco de Bonos Sostenibles, atrayendo inversionistas 
interesados en proyectos que reduzcan el consumo de energía y, por ende, los costos operativos de 
las instituciones educativas. Esta experiencia demuestra cómo la innovación puede alinear objetivos 
educativos con otras prioridades de desarrollo [94]. 

Estos nuevos mecanismos de financiamiento ofrecen lecciones importantes sobre las oportunidades 
y desafíos de diversificar las fuentes de recursos educativos. Por un lado, pueden atraer capital nuevo, 
introducir incentivos para la eficiencia y promover un enfoque orientado a resultados. Por otro, su 
implementación exitosa requiere capacidades institucionales significativas, especialmente en 
términos de monitoreo y evaluación de impacto. No son una solución universal para el financiamiento 
escolar, pero pueden ser un complemento significativo.

* * *

Pese al esfuerzo fiscal que han realizado los gobiernos centrales de la región en las últimas décadas, 
el financiamiento escolar sigue siendo insuficiente para asegurar una cobertura universal y una 
educación de calidad para todos los estudiantes. Políticas públicas como impuestos específicos, 
metas de gasto como porcentaje del PIB y canjes de deuda pueden ser útiles, pero representan 
soluciones parciales que no abordan el desafío fundamental: la necesidad de una recaudación fiscal 
más amplia y eficiente, combinada con una asignación estratégica de los recursos disponibles.

En este sentido, un fenómeno relevante ha sido el crecimiento de la educación privada en países 
como Perú y Argentina, donde la falta de inversión pública en zonas urbanas ha generado una 
migración de estudiantes hacia escuelas particulares. Si bien esto ha aliviado las arcas fiscales, 
también ha profundizado las desigualdades educativas, y ha llevado a una menor presión ciudadana 
por mejorar la inversión de las escuelas públicas.

El verdadero desafío para los sistemas educativos de la región no se limita sólo a encontrar 
mecanismos novedosos de financiamiento, sino tomar decisiones fiscales estructurales que, aunque 
políticamente complejas, son necesarias para garantizar una educación de calidad. Con todo, los 
gobiernos pueden poner foco en optimizar los procesos de distribución y ejecución de los recursos 
educativos con el fin de generar ahorros –o sea, liberar recursos adicionales– para avanzar en sus 
planes educativos. Ello será parte del análisis y de los ejemplos de los dos próximos capítulos.

CÓMO MOVILIZAR MÁS RECURSOS
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Las protestas escolares de Chile en 2006, conocidas como “revolución pingüina”, pusieron en 
entredicho todo el modelo de financiamiento educativo de ese país. “Los estudiantes no sólo 
cuestionaron cuánto invertíamos en educación, sino también cómo lo hacíamos”, recuerda 
Pedro Montt, ex subsecretario de Educación de ese país. De hecho, una mejor distribución 

de los recursos educativos fue un pilar fundamental en las reformas posteriores. 

En una región con tanta diversidad étnica, geográfica y social como ALC, la manera en que se 
distribuyen los recursos escolares tiene un impacto directo sobre la equidad: puede exacerbar las 
desigualdades existentes como también abordarlas.

Casi 20% de los habitantes de la región vive en zonas rurales, aunque en países como Guatemala la 
cifra llega a 47% [95]. En ALC existen más de 500 naciones indígenas. En México, por ejemplo un 18% 
de la población de más de 130 millones de habitantes se identifica como indígena [96]. Y los resultados 
educativos varían bastante entre distintos grupos de población y países. En Colombia la cobertura 
neta de la educación secundaria sólo llegó al 49,7% en 2022, frente al 76,2% de Chile en el mismo año 
[97]. Y dentro de Colombia, la disparidad es más pronunciada en departamentos rurales como 
Guainía, donde la cobertura en educación media es apenas del 10,3% [98]. La desigualdad en términos 
de aprendizajes también es notoria. En Perú, la Evaluación Nacional de Logros de Aprendizaje de 
2023 reveló que sólo 22% de los estudiantes de cuarto grado de primaria de las escuelas de Educación 
Intercultural Bilingüe lograron el estándar mínimo en lectura castellano. En las escuelas de este tipo 
en las zonas amazónicas fue aún más bajo, llegando a 6% [99].

Si bien el nivel de recursos para la educación escolar es crucial [100], la manera en que se determina 
la distribución de éstos –es decir, cómo se asignan a distintas unidades de gasto como municipios o 
escuelas– es fundamental para que el financiamiento tenga un impacto real en la educación. Pero 
garantizar una distribución adecuada, equitativa, eficiente y transparente es un desafío complejo. 

Por ejemplo, una distribución inadecuada puede dificultar el cierre de las brechas educativas. 
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“Cuando los fondos educativos se asignan según la capacidad fiscal local o el ingreso de las 
familias,  las escuelas en territorios de menores ingresos quedan inevitablemente abandonadas. 
Esto no sólo crea brechas, sino que abismos en los resultados de aprendizaje, basados únicamente 
en el lugar donde les tocó nacer”, mantiene Henrique Paim, ministro de Educación de Brasil entre 
2014 y 2015.

En Argentina el financiamiento educativo proviene de fuentes nacionales y locales. Sin embargo, la 
distribución de los fondos del gobierno central entre las provincias se rige por el sistema de 
coparticipación. Éste asigna recursos según porcentajes fijos establecidos por ley, sin necesariamente 
responder a las necesidades específicas de cada territorio. Aunque este financiamiento central se 
puede destinar a diversos sectores, incluida la educación (con un mínimo del 30%), su asignación no 
está directamente vinculada a objetivos educativos. Esto puede limitar su impacto, ya que provincias 
con mayores desafíos, por ejemplo, en infraestructura escolar, no necesariamente reciben más 
recursos nacionales para abordarlos y deben recurrir a sus propios recursos, si es que los tienen. Las 
provincias también reciben transferencias específicas del gobierno nacional para educación, que 
toma en cuenta factores como la matrícula escolar y la ruralidad. Sin embargo, estos recursos suelen 
ser bastante menores a los de la coparticipación, por lo que no logran compensar las desigualdades 
territoriales [101]. 

Una distribución equitativa debería regirse por el principio de que todos los estudiantes, sin importar 
su ubicación o condición socioeconómica, tengan acceso a las mismas oportunidades educativas. El 
FUNDEB en Brasil, por ejemplo, es un mecanismo que reduce las desigualdades territoriales en el 
financiamiento educativo al redistribuir los recursos entre estados federales y municipios. Así asegura 
que las localidades con menor capacidad fiscal reciban un complemento financiero para mejorar la 
calidad de su educación.

En el capítulo anterior se revisó la forma en que los países determinan sus presupuestos educativos 
y cómo movilizan los recursos necesarios para financiarlos. El siguiente paso es decidir a quién se 
entregan esos recursos, en qué forma y en qué cantidad. Es decir, cómo se distribuye el presupuesto 
entre diferentes unidades administrativas, y si se entregan en forma de insumos o de recursos 
monetarios, dependiendo de lo que más contribuya al logro de los objetivos educacionales.

Esta etapa implica decisiones clave sobre quién recibe qué, cuánto y bajo qué criterios. Algunos países 
optan por mantener las distribuciones históricas, lo que puede reforzar las inequidades existentes. 
Otros utilizan criterios discrecionales influenciados por factores políticos, lo que puede dar lugar a 
prácticas clientelistas o al pago de favores políticos. En cambio, algunos países, como Chile y Colombia, 
utilizan fórmulas técnicas basadas en criterios verificables para determinar los montos a distribuir.

En este capítulo se explorará cómo garantizar los principios de adecuación, equidad, eficiencia y 
transparencia en cada una de las decisiones de distribución de recursos. Para ello, se analizarán tres 
aspectos clave: primero, a quién se entregan los recursos; segundo, qué tipo de recursos se 
distribuyen; y, tercero, cómo se lleva a cabo la distribución, es decir, qué mecanismos se utilizan 
para asignar tanto los insumos como los recursos monetarios. En este último aspecto, también se 
explicará cuál es el rol de los datos en este proceso de distribución. 
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¿A QUIÉN SE ENTREGAN LOS RECURSOS?
La decisión de a quién se entregan los recursos educativos depende de la estructura institucional de 
cada país, pero también del tipo de recurso a distribuir. 

Según los modelos de gobernanza, el financiamiento escolar se puede distribuir entre distintos 
niveles de gobierno, incluyendo agentes intermediarios, o asignarse directamente desde el gobierno 
central a las escuelas e incluso a las familias (Figura 2.1). En varios países las entidades intermedias 
gestionan la distribución de los recursos. Es el caso de las ETC de Colombia, que coordinan la 
prestación del servicio educativo en sus jurisdicciones, administrando recursos, infraestructura y 
personal docente. En Perú, las Unidades de Gestión Educativa Local (UGEL) y las Direcciones 
Regionales de Educación (DRE) se encargan de gestionar y supervisar la educación en sus 
jurisdicciones, implementando políticas nacionales y apoyando a las escuelas. En Chile, los Servicios 
Locales de Educación Pública (SLEP), los  sostenedores particulares subvencionados y los municipios 
se encargan de la gestión de gran parte de los fondos centrales, incluyendo la contratación de 
docentes. En países más pequeños, como Barbados, no existen estos actores intermedios y los 
recursos llegan directamente desde el nivel central a las escuelas.

El tipo de recurso también ejerce un rol en la decisión de a quién entregar recursos. En Perú, la 
repartición de docentes a lo largo del país se decide a nivel central. Pero los recursos monetarios para 
el mantenimiento de la infraestructura escolar se entregan directamente a las escuelas. En República 
Dominicana, la entrega de libros la maneja el gobierno central, pero los recursos para el 
mantenimiento de infraestructura se transfieren directamente a las juntas educativas locales. En 
Argentina, la distribución de insumos, como herramientas tecnológicas, proviene del gobierno 
federal, que los asigna directamente a las escuelas. La asignación de las plazas de docentes, por el 
contrario, recae en las provincias.

En algunos países los recursos se distribuyen directamente a las familias o las comunidades escolares. 
Costa Rica, por ejemplo, deja la distribución de todos los insumos menos los maestros en manos de 
las Juntas de Educación y Administrativas, formadas por miembros de la comunidad escolar. Les 
transfiere directamente recursos monetarios, que éstas utilizan para financiar, entre otras cosas, la 
alimentación escolar, lo que les otorga una mayor autonomía para adaptarse a las necesidades 
locales. En Colombia se asignan fondos directos a las comunidades indígenas reconocidas en el 
marco del ‘Sistema Educativo Indígena Propio’, que busca reconocer y proteger la diversidad étnica 
y cultural de los pueblos originarios. Los pueblos indígenas que reciben estos recursos obtienen un 
financiamiento fijo por estudiante atendido.

En algunos países los gobiernos no sólo financian las escuelas públicas, sino que también asignan 
recursos y proveen insumos a las instituciones privadas. Un ejemplo es Chile, donde el Estado 
financia las escuelas particulares subvencionadas mediante un sistema de voucher por alumno. Este 
modelo implica que el Estado entrega un monto de dinero a cada escuela en función del número de 
estudiantes que asisten a la escuela, permitiendo que los establecimientos administren y gasten 
estos fondos según sus necesidades, siempre dentro del marco normativo establecido. En Ecuador, 
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el gobierno transfiere recursos a instituciones privadas sin fines de lucro bajo el modelo de escuelas 
‘fiscomisionales’, permitiendo que éstas gestionen los fondos y provean el servicio educativo. En 
Argentina, los gobiernos provinciales destinan parte de sus propios recursos, así como del Fondo 
Nacional de Incentivo Docente (FONID), para financiar parcialmente las escuelas privadas. Los 
establecimientos privados sin fines de lucro que no cobran aranceles pueden recibir una subvención 
fiscal de hasta el 100% de los salarios docentes. Para colegios que sí cobran aranceles, el porcentaje 
varía entre 40% y 80%, según la situación económica de la zona, las características de la población 
escolar y la capacidad financiera del propio establecimiento [102]. Entre fines de 2024 e inicios de 
2025 el gobierno de ese país eliminó el FONID e implementó un sistema de vouchers para 
complementar las transferencias a los colegios privados. A diferencia del modelo chileno, en 
Argentina el subsidio cubre principalmente los salarios docentes.

Estos casos ilustran la importancia de adaptar las estrategias de distribución a la realidad institucional 
y socioeconómica de cada país, con el fin de lograr una asignación eficiente y equitativa. La elección 
de a quién se transfieren los recursos es clave, ya que determinará las decisiones que esa unidad 

Figura 2.1: Distribución de los recursos educativos

Fuente: Elaboración propia.
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podrá tomar. Dado que no todas las unidades dentro de un país tienen las mismas capacidades ni 
enfrentan las mismas condiciones, es fundamental reconocer esa diversidad y responder a ella al 
diseñar los mecanismos de distribución.

Distribuir los recursos directamente a las escuelas o a entidades intermedias puede ser una estrategia 
óptima desde la perspectiva local. El Programa Dinheiro Direto na Escola de Brasil entrega a las 
escuelas recursos para reparaciones, compra de materiales y otras necesidades, con la flexibilidad de 
asignarlos según sus prioridades. Sin embargo, siempre tienen que rendir cuentas. “Los territorios 
subnacionales tienen autonomía para crear sus propias estrategias, como el Programa de 
Transferencia de Recursos Financieros (PTRF) de la Ciudad de São Paulo: algunos directores los 
utilizan para realizar una reparación, otros los destinan para organizar una visita a un museo con los 
estudiantes”, explica un funcionario de la Secretaría Municipal de Educación de São Paulo, la mayor 
red pública municipal de Brasil. “El objetivo es apoyar a la escuela en función de sus necesidades 
específicas”.

Este modelo, no obstante, también conlleva riesgos, como un posible uso indebido o ineficiente de 
los recursos. Las juntas escolares y las direcciones de los colegios suelen tener una menor capacidad 
técnica, lo que puede dificultar una gestión adecuada de los fondos. En Costa Rica, por ejemplo, sólo 
el 10 % de los representantes de las juntas de educación primaria y el 23 % de los de secundaria tienen 
educación universitaria completa [8]. Esta falta de expertise técnica es un obstáculo concreto para 
traducir los recursos asignados en mejoras sustantivas en las salas de clase. 

Cuando la distribución de los recursos recae en el gobierno central o subnacional, se facilita tanto la 
transparencia como el acceso equitativo a los fondos. Al centralizarse la distribución, es posible 
aplicar criterios técnicos que garanticen que territorios similares reciban recursos equivalentes, 
independientemente de su capacidad local. Por ejemplo, en Surinam , el gobierno asume 
directamente casi toda la gestión y distribución de recursos para las escuelas públicas. Esto incluye 
desde el pago de los salarios hasta la compra y distribución de insumos. “El sistema no impide que 
los directores busquen recursos propios, pero todo debe ser reportado al Ministerio de Educación, 
incluyendo el motivo y la finalidad de los fondos obtenidos”, explica un funcionario del sector 
educativo. Con todo, Surinam es un país relativamente pequeño y cuenta con 597 escuelas.

La contracara de este modelo es que no siempre se condice con las necesidades locales. Por ejemplo, 
si una escuela necesita recursos para una actividad específica y debe esperar largos procesos 
burocráticos para obtener aprobación, los miembros de la comunidad pueden sentir que sus 
necesidades no son priorizadas. Como señala una ex directora en Chile: “Para mí era más fácil pedirles 
a los apoderados un tarro de pintura que al municipio. De hecho, hacíamos actividades para juntar 
los recursos con las familias, como el Día del Color, donde los niños, si querían, podían asistir con ropa 
de calle y aportar 100 pesos (aproximadamente 10 centavos de dólar6)”. Esta situación refleja cómo la 
comunidad escolar, ante la falta de respuesta oportuna del sistema, busca soluciones propias, pero 
también evidencia las limitaciones del modelo en la atención de necesidades específicas. 

6.  1 USD = 950 pesos chilenos (CLP).
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Estos desafíos subrayan la necesidad de evaluar de manera cuidadosa los modelos de distribución. 
Una solución es implementar esquemas mixtos, como sucede en El Salvador, Guatemala, México o 
Guyana, donde algunos insumos se distribuyen directamente a las escuelas, mientras que otros se 
asignan y gestionan por el gobierno central. El modelo de distribución salvadoreño es un caso 
interesante. “Existen tanto compras centralizadas como transferencias per cápita (por estudiante) a 
los Consejos Escolares, con cierta discrecionalidad en la asignación cuando la escuela se encuentra 
en una zona más pobre o tiene una mayor concentración de estudiantes con discapacidad”, asegura 
una ex ministra de Educación. 

¿QUÉ RECURSOS SE DISTRIBUYEN?
Una de las decisiones cruciales que enfrentan los gobiernos nacionales o subnacionales es si deben 
distribuir los recursos educativos en forma de insumos o transferir directamente el dinero a las 
escuelas, o una mezcla entre ambos.

En varios estudios, tanto teóricos como prácticos, se analiza la eficiencia de entregar recursos 
económicos o insumos. En términos generales, brindar recursos económicos suele ser más eficiente, 
ya que permite a los beneficiarios tener mayor flexibilidad para asignar los recursos. Sin embargo, en 
contextos donde la oferta de algunos productos educativos es limitada o inexistente a nivel local, es 
más fácil adquirir los insumos desde el nivel central y entregarlos directamente a las escuelas [103]. 

Distribuir insumos

En varios países de la región, una gran parte de los recursos educativos se distribuyen en forma de 
insumos, como lo son la asignación de maestros, materiales educativos y la alimentación escolar.

El más importante son los docentes, cuyos salarios representaron más del 60% del presupuesto total 
en educación escolar de la región entre 2013 y 2019 [104]. Por tanto, su distribución dentro del sistema 
educativo es crucial en términos de equidad y eficiencia. El mayor desafío para los responsables de 
la política educativa es diseñar un sistema de distribución de docentes que sea transparente, flexible 
y eficiente, pero que también se adapte a las realidades locales y considere las negociaciones 
sindicales, las cuales añaden una capa adicional de complejidad a estas decisiones.

En la mayoría de los países de la región la contratación y distribución de docentes se realiza a nivel 
nacional o subnacional. Una contratación y asignación de los maestros desde el nivel central o 
subnacional a las escuelas permite una mayor flexibilidad para trasladarlos entre recintos educativos, 
facilitando una mayor adaptación a las necesidades educativas que vayan surgiendo. Sin embargo, 
este sistema puede implicar menor estabilidad en los equipos docentes y afectar la construcción de 
lazos con la comunidad educativa. En Ecuador, el gobierno central define la cantidad de posiciones 
docentes que se deben llenar en cada escuela y selecciona a los postulantes a través de un proceso 
centralizado de contratación que incluye múltiples instrumentos de evaluación estandarizados. La 
participación local se limita a apoyar al nivel central con la información necesaria para determinar el 
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número de maestros que se deberían contratar. Si bien el sistema funciona de forma eficiente, 
algunas comunidades sienten que no son escuchadas lo suficiente. Por ejemplo, el encargado de un 
distrito escolar nos confidenció: “Atendemos a una comunidad vulnerable y creemos que el gobierno 
(central) no nos envía la cantidad de profesionales de la educación que nos permitiría servir a las 
familias de una manera óptima”.

En Argentina los cupos docentes, así como las horas en el aula, están asignados por los gobiernos 
provinciales a escuelas específicas, y su reasignación no es completamente flexible. En muchos casos 
son los propios docentes quienes solicitan traslados. Sólo en situaciones extraordinarias, como el 
cierre de escuelas o de secciones educativas, se producen reasignaciones forzadas, las que suelen 
generar conflictos con los gremios. 

El siguiente paso en la distribución de docentes es establecer tanto su especialización como el 
número adecuado de docentes. Los requerimientos varían significativamente según el contexto 
escolar. Por ejemplo, una escuela integrada que atiende estudiantes con necesidades educativas 
especiales (NEE) puede requerir más docentes por aula, o especialistas en ciertas áreas. 

Más allá de a quién se le asignan los docentes, también es clave la cantidad, la especialización y la 
calidad de los docentes. Una asignación eficiente se logra cuando los recursos salariales se destinan 
a docentes bien preparados, seleccionados por mérito y con las competencias necesarias para 
enseñar. La evidencia del BID muestra que una buena selección es un factor determinante en la 
mejora de los aprendizajes y en la equidad educativa [105]. La retención del personal educativo 
también es fundamental: evitar la alta rotación y mantener a los mejores docentes en el sistema 
requiere estrategias efectivas de carrera docente y de incentivos para la permanencia en plazas clave.

60% 
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Algunos países han desarrollado estrategias específicas para atraer y retener talento en el sector 
educativo, especialmente en zonas rurales o de difícil acceso. En Perú, por ejemplo, los docentes que 
aceptan plazas en zonas rurales reciben incentivos salariales y beneficios adicionales para compensar 
las condiciones adversas. 

Otro insumo clave en la distribución son materiales educativos como libros de texto, útiles 
escolares y herramientas digitales [106]. Los resultados de la prueba PISA 2022 mostraron que los 
estudiantes con rendimiento más bajo en matemáticas, provenían de escuelas cuyos directores 
vinculaban problemas en el aprendizaje con la falta de materiales educativos o recursos digitales 
adecuados [107]. 

Los gobiernos pueden optar por distribuir los materiales directamente a las escuelas o a unidades 
locales. La distribución centralizada de los materiales genera economías de escala y compensa la 
menor capacidad de gestión en ciertos niveles subnacionales o escolares. En Chile, es el Ministerio 
de Educación quien se encarga de la compra y distribución de los textos escolares, lo que permite 
acceder a mejores precios por la magnitud de los contratos, y facilita la entrega de los textos al inicio 
del año escolar en todo el país, incluyendo áreas remotas, rurales y de difícil acceso. 

Dada la diversidad en ALC, la distribución centralizada puede llevar a que los insumos que llegan a 
las escuelas no sean los que se necesitan en ese territorio. Por ejemplo, un programa nacional podría 
distribuir libros de texto en español a todas las escuelas del país, sin considerar que en ciertas 
regiones predominan comunidades indígenas cuya lengua materna es un idioma originario. En 
contraste a este desafío, Perú representa un caso destacado donde el Ministerio de Educación logró 
producir materiales educativos en 42 de las 48 lenguas originarias del país para el año escolar 2025, 
distribuyendo más de 6,7 millones de unidades para garantizar que los estudiantes puedan aprender 
en su lengua materna. Aun con estos avances, las decisiones tomadas desde el nivel central no 
siempre logran capturar las realidades que enfrentan las escuelas en el terreno, lo que puede reducir 
la efectividad del uso de los recursos. No obstante, cuando está bien diseñada, la distribución 
centralizada puede facilitar el cumplimiento de prioridades nacionales y fortalecer la coherencia 
entre los objetivos estratégicos del sistema educativo y las decisiones operativas. 

Además, la distribución de libros de texto no se reduce sólo a la compra y entrega, sino que implica 
una serie de definiciones clave: ¿se entregará un libro por estudiante o deberán compartirse? ¿Todos 
los grados recibirán materiales o sólo algunos? ¿Para qué asignaturas se priorizará la distribución? 
Estas decisiones pueden ser aún más complejas en países que buscan alcanzar objetivos más 
amplios, como la preservación cultural en escuelas con enfoque intercultural.

Esta complejidad se refleja en los distintos modelos de distribución de libros de texto. Países como 
Chile y República Dominicana priorizan la eficiencia y economía mediante compras centralizadas, 
asegurando que todos los estudiantes reciban el mismo material. Otros tienen un modelo 
diferenciado.

En Brasil, el Programa Nacional do Livro e do Material Didático (PNLD) está a cargo de distribuir de 
manera regular y gratuita los materiales pedagógicos a las escuelas. A diferencia de sistemas 
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educativos en los que se entrega un único libro de materia a todos los estudiantes, aquí las escuelas 
pueden elegir entre un conjunto de textos previamente evaluados y aprobados por un comité técnico. 
Sin embargo, este sistema no es universal: sólo las instituciones que se adhieren voluntariamente al 
programa pueden acceder a estos materiales. Una vez que las escuelas seleccionan sus opciones de 
libros, los comités de negociación del Ministerio de Educación Federal acuerdan los precios 
directamente con las editoriales [108]. Y son los proveedores quienes distribuyen los libros 
directamente a los estudiantes y profesores. Si bien este modelo promueve la autonomía escolar, 
también implica mayores costos administrativos y logísticos. Evaluar y garantizar la calidad de 
múltiples textos resulta más exigente para el Estado, que concentrar esfuerzos en un único libro de 
alta calidad.

En México, la Secretaría de Educación Pública diseña y define el contenido de los textos escolares, 
mientras que la producción y distribución están a cargo de la Comisión Nacional de Libros de Texto 
Gratuitos (CONALITEG). Este organismo, que opera desde 1960, cuenta con una imprenta en 
Querétaro que produce unos 30 millones de libros al año para garantizar la provisión de libros para 
todo el sistema educativo público. Además, produce versiones en Braille y Macrotipo para personas 
con discapacidad visual, así como materiales en 42 lenguas indígenas para el nivel primario. La 
CONALITEG envía los libros a centros de acopio en todo el país, y luego las autoridades educativas 
estatales se encargan de la entrega final a las escuelas. Cada estado asigna los recursos y personal 
necesarios para garantizar que los materiales lleguen a tiempo y en la cantidad necesaria. 

En Argentina, la entrega de textos educativos carece de una política sistemática y sostenida, 
dependiendo principalmente de las decisiones del gobierno federal en ejercicio. Esto significa que 
la disponibilidad, selección y distribución de materiales pueden variar significativamente en 
función del presupuesto asignado, factores políticos o decisiones discrecionales, sin que exista un 
cronograma claro o criterios establecidos sobre qué materias priorizar o con qué periodicidad 
renovar los textos.

La alimentación escolar es otro insumo vital, ya que afecta la salud general y las capacidades 
cognitivas de los estudiantes, por lo que su distribución tiene un impacto directo sobre la equidad 
del sistema escolar. Los programas de comida escolar son especialmente relevantes en ALC, porque 
forman parte de una política histórica para enfrentar la pobreza, la desigualdad y la deserción escolar. 
Más de 80 millones de estudiantes en la región recibieron alimentos escolares en 2022, con América 
del Sur representando 63,2 millones, América Central 13,3 millones y el Caribe 3,8 millones [109]. Para 
unos 10 millones de niños de la región los alimentos escolares son una de las fuentes más confiables 
de nutrición. Varios estudios muestran que los estudiantes que reciben alimentación escolar por más 
de un año muestran mejoras en su rendimiento académico, en su asistencia escolar y en su conducta 
en el colegio [110, 111].

Casi todos los países de la región cuentan con algún tipo de programa de alimentación, aunque sus 
modelos varían de manera considerable. Brasil cuenta con un modelo de cobertura universal para 
toda la educación básica, que incluye tanto el desayuno como el almuerzo. En cambio, en Chile y 
Perú la alimentación escolar no es para todos los estudiantes. En estos casos, es fundamental 
establecer criterios claros para determinar qué escuelas o estudiantes recibirán el beneficio. En Chile 
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se realiza un cálculo con datos sobre la población socialmente vulnerable que asisten a los colegios 
públicos y subvencionados, ya que sólo estos estudiantes pueden optar por la alimentación escolar. 
En Perú la distribución de las comidas escolares toma en cuenta el nivel de pobreza del distrito al que 
pertenece cada escuela. Para los colegios del nivel primario, este índice define el número de raciones 
que reciben. En la educación secundaria, esta métrica no determina el número de raciones a 
distribuir, sino que identifica qué escuelas son elegibles para participar en el programa de 
alimentación escolar. En Jamaica, las raciones alimenticias se distribuyen según una fórmula que 
considera el número, edad y situación socioeconómica de los estudiantes.

La decisión sobre cómo organizar y distribuir la alimentación desde el nivel central también afecta la 
eficiencia del servicio. En el caso de Colombia, Chile y Perú, se entregan raciones alimenticias 
preparadas en envases individuales. Sin embargo, en zonas rurales de Perú o en algunos lugares de 
Brasil como Paraná, lo que se distribuye son los insumos y las escuelas se encargan del procesamiento 
y la preparación de los alimentos. Este modelo podría significar una carga adicional para la comunidad 
escolar, ya que implica recursos y esfuerzos adicionales para la logística y preparación. Además, 
aunque permite adaptar las comidas al contexto local, existe el riesgo de que las porciones resultantes 
no sean las previstas o que las combinaciones de alimentos no cumplan con los estándares 
nutricionales adecuados, afectando potencialmente la calidad de la alimentación ofrecida a los 
estudiantes.

Otros países de la región han intentado diseñar un sistema de distribución que promueve la 
coordinación entre los niveles central y locales. En la ciudad de São Paulo, Brasil, se utiliza un modelo 
mixto para las compras. Es centralizado cuando se pueden aprovechar economías de escala, como el 
caso de alimentos no perecibles como la leche en polvo, y descentralizado cuando se trata de 
alimentos perecibles como ensaladas. Esta flexibilidad permite una mayor adaptación a las 
necesidades locales. Por ejemplo, en la ciudad hay tres escuelas guaraníes que reciben alimentación 
escolar gestionada por la Secretaría Municipal de Educación, de acuerdo con las características de su 
comunidad, con productos específicos, siguiendo un esquema alimentario específico construido en 
conjunto con la comunidad. 

Como se ha podido observar, los modelos de distribución de insumos en ALC son muy diversos, lo 
que refleja las diferencias institucionales, geográficas y socioculturales de cada país. No existe un 
enfoque único que pueda considerarse superior, ya que cada modalidad –centralizada, 
descentralizada o mixta– tiene ventajas y desafíos.

La centralización permite una mayor eficiencia, un mejor control sobre los costos, y compensa la 
menor capacidad de gestión en ciertos niveles subnacionales o escolares. Sin embargo, también 
puede generar desajustes con las necesidades locales si no se incorpora una mayor flexibilidad. Los 
modelos descentralizados están en mayor sintonía con la pertinencia cultural y se adaptan mejor al 
contexto específico, pero requieren de una mayor capacidad técnica y de gestión a nivel local. 

Debido a esto, algunos países han optado por enfoques híbridos que combinan la coordinación 
nacional con la adaptación territorial; otros eligen mantener esquemas más centralizados o avanzar 
hacia una mayor descentralización. Independientemente del modelo, los resultados tienden a ser 
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más efectivos cuando se incorporan sistemas flexibles, estrategias de fortalecimiento de las 
capacidades locales y mecanismos de monitoreo que aseguren que los recursos lleguen donde más 
se necesitan. 

Distribuir recursos monetarios

Distribuir recursos financieros permite a las unidades subnacionales o escuelas gestionar los fondos 
con distintos grados de autonomía.

A veces estos dineros están sujetos a usos específicos mediante transferencias condicionadas, lo que 
obliga a destinarlos a fines definidos por la autoridad central o la ley. En otros, los fondos son de uso 
discrecional, permitiendo a las unidades receptoras decidir cómo gastarlos según sus propias 
prioridades. 

Por ejemplo, en Guatemala, el Ministerio de Educación entrega recursos a las Organizaciones de 
Padres de Familia, para la compra y distribución de alimentos en las escuelas. Sin embargo, estas 
organizaciones deben asegurar que al menos 50% de los insumos serán adquiridos a pequeños 
productores registrados en el Ministerio de Agricultura. Esto garantiza la disponibilidad de productos 
frescos y culturalmente apropiados, además de impulsar el desarrollo económico local.

Un caso particular de transferencias condicionadas son los recursos destinados al mantenimiento de 
la infraestructura educativa, que suelen estar acompañados de restricciones normativas y operativas. 
En República Dominicana, las juntas educativas locales son responsables del mantenimiento escolar, 
aunque el monitoreo de las acciones que se realicen sigue en manos del nivel central. En la provincia 
de Buenos Aires, Argentina, la gestión recae en los consejos escolares de cada distrito, órganos 

El uso de criterios técnicos para 
determinar la distribución del 
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mayor transparencia, equidad, eficiencia

y eficacia del sistema escolar.
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descentralizados de la dirección general, cuyos integrantes son elegidos en elecciones municipales. 
Como señala un especialista en educación, “si bien deben cumplir con las directrices del Ministerio 
de Educación, la forma de implementarlas se decide a nivel local”, lo que introduce un componente 
político en la gestión del mantenimiento.

Un aspecto crucial en la distribución de recursos monetarios es determinar si los montos transferidos 
serán suficientes para cumplir con los propósitos estipulados. Dependiendo del diseño del sistema, 
los fondos pueden cubrir el servicio educativo en su totalidad o destinarse a áreas específicas. Sin 
embargo, en no pocos casos la distribución del dinero no se basa en cálculos de necesidad o en una 
asignación mínima garantizada, sino que responde a la disponibilidad presupuestaria general. Un 
ejemplo de ello es el Fondo de Apoyo a la Educación Pública (FAEP) del Ministerio de Educación de 
Chile. Éste transfiere dineros del gobierno central a municipios y SLEPs con lineamientos generales 
sobre su uso, por ejemplo, para la mantención y mejora de la infraestructura escolar, la adquisición 
de equipamiento y mobiliario, la contratación de personal de apoyo, y el saneamiento financiero de 
los establecimientos, incluyendo el pago de deudas previsionales. Sin embargo, el FAEP no garantiza 
que los montos sean suficientes para cubrir déficits operacionales o compromisos financieros 
pendientes, como deudas previsionales del personal escolar.

La entrega de recursos monetarios también requiere que quienes reciben esos dineros cuenten con 
las capacidades técnicas para administrarlos de manera eficiente. De lo contrario, las escuelas 
podrían priorizar necesidades inmediatas sin considerar el impacto de largo plazo, lo que podría 
afectar la sostenibilidad del sistema. 

En suma, la distribución de recursos monetarios puede fortalecer la gestión educativa si se acompaña 
de las condiciones adecuadas: montos suficientes, claridad en los fines, capacidades técnicas y 
mecanismos efectivos de rendición de cuentas. Diseñar transferencias que equilibren flexibilidad y 
responsabilidad es clave para asegurar que los recursos lleguen donde más se necesitan y 
contribuyan a mejorar los aprendizajes.

CUÁNTO DISTRIBUIR Y CÓMO HACERLO 
Más allá de transferir insumos o recursos monetarios, los países enfrentan una decisión fundamental: 
¿cómo implementar esa distribución? Existen varios enfoques para resolver esta interrogante, siendo 
tres los principales: utilizar criterios discrecionales, usar criterios históricos o aplicar criterios más 
objetivos basados en evidencia y datos.

Asegurarle a la sociedad que los recursos educativos se distribuyen bajo principios claros, conocidos 
y acordados por todos los sectores, es esencial para darle legitimidad y sostenibilidad a las políticas 
de financiamiento educativo. Sin embargo, este objetivo no siempre se alcanza y, en algunos casos, 
la distribución se basa en decisiones discrecionales de administradores públicos, quienes quedan 
expuestos a influencias políticas y presiones de grupos de interés. Asimismo, la falta de reglas claras 
puede comprometer la transparencia de las transferencias, crear incertidumbre, obstaculizar de la 
planificación educativa a largo plazo y reducir la rendición de cuentas [112, 113]. 
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En Guyana , por ejemplo, los recursos no financieros, como libros de texto y servicios de 
mantenimiento, se gestionan y distribuyen por las REDOs, que tienen autonomía para decidir cómo 
asignarlos. Sin embargo, esta autonomía conlleva un alto grado de discrecionalidad, lo que puede 
generar desigualdades entre las escuelas. Aquellas dirigidas por líderes con mayores habilidades de 
negociación o redes de influencia más fuertes suelen recibir más y mejores recursos, lo que abre la 
puerta al favoritismo y a dinámicas políticas que profundizan disparidades, reflejando cómo los 
procesos de negociación pueden comprometer la equidad en la distribución de recursos. 
Afortunadamente, la ausencia de reglas de distribución no es la norma. En ALC, el método más 
común para distribuir insumos o dineros es el criterio histórico. Al replicar prácticas previas, este 
enfoque suele ser expedito y proporciona cierta estabilidad financiera al sistema escolar, ya que 
permite prever los recursos disponibles con mayor certeza. Además, evita la necesidad de desarrollar 
y actualizar fórmulas de financiamiento complejas, lo que reduce costos administrativos [114].

No obstante, este método puede perpetuar inequidades pasadas [114]. Y al carecer de criterios 
verificables que expliquen posibles diferencias en las distribuciones, es menos transparente y 
sensible a las cambiantes necesidades escolares. En varios países de la región, el uso del criterio 
histórico suele ignorar factores como las condiciones socioeconómicas de los estudiantes o las áreas 
que requieren mejoras urgentes en el sistema educativo. Estas desventajas podrían explicar por qué 
este método se usa cada vez menos. Según datos de la OCDE, 11 de los 23 países de esa organización 
con información disponible no lo emplean, mientras que los 12 restantes lo combinan con otros 
métodos, como negociaciones o fórmulas técnicas de financiamiento [114].

Un enfoque más estructurado, que reduce la incertidumbre de los presupuestos de las escuelas 
corresponde a criterios basados en evidencia y datos para la distribución de los recursos educativos, 
sean insumos o transferencias monetarias. Varios países de la región realizan cálculos de cuántos 
recursos transferir usando factores medibles como el número de estudiantes, condición 
socioeconómica de las familias o rendimiento escolar de los estudiantes. Ello podría asegurar una 
asignación de insumos y dineros más equitativa, eficiente y transparente.

En la asignación de docentes, países como Perú, Colombia y Ecuador usan directrices que estipulan, 
por ejemplo, que por cada cierta cantidad de estudiantes se asigne un maestro. Por lo general estos 
criterios se revisan año a año en función de las fluctuaciones en la matrícula y las necesidades 
específicas de cada escuela. Así, procuran que los recursos distribuidos se ajusten a la realidad 
educativa y no a negociaciones políticas o criterios históricos.

Muchos países de la OCDE utilizan fórmulas basadas en datos para asignar recursos a las escuelas 
[114]. Un ejemplo destacado es el de los Países Bajos, donde cada escuela puede calcular cuántos 
recursos debería recibir gracias a una fórmula clara y accesible que toma en cuenta variables como 
número de estudiantes, financiación adicional para escuelas pequeñas, estudiantes con desventajas, 
estudiantes extranjeros, entre otros. La métrica está publicada en la página web del Ministerio de 
Educación, Cultura y Ciencia, donde se detallan todos los aspectos de su funcionamiento [115].

La diferencia principal entre este enfoque y los anteriores radica en que los criterios objetivos 
promueven imparcialidad y consistencia, mientras que los enfoques históricos y discrecionales suelen 
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depender de elementos subjetivos [11, 116]. En una sociedad que valora la transparencia, asegurar que 
los recursos se distribuyan bajo principios claros, conocidos y acordados por todos los sectores de la 
sociedad, resulta esencial para darle legitimidad y sostenibilidad a las políticas de financiamiento 
educativo.

A continuación, se analiza en detalle el enfoque de estos principios más objetivos.

Criterios técnicos y fórmulas para distribuir insumos y dineros

Para lograr una distribución eficiente, equitativa y transparente de los insumos educativos, es 
fundamental utilizar criterios objetivos y medibles. Por ejemplo, a nivel de escuela es esencial aplicar 
criterios objetivos para determinar sus necesidades de docentes, tales como el número de estudiantes 
por aula, la cobertura de permisos de maternidad/paternidad, el apoyo necesario para atender a 
estudiantes con NEE, y los niveles de aprendizaje alcanzados. Al aplicar este tipo de criterios, se 
asegura de que las estrategias de distribución de recursos respondan a las necesidades reales del 
sistema educativo, de modo que sea más equitativo y se reduzca la influencia de sesgos políticos en 
la toma de decisiones.

En muchos países de ALC ya se distribuyen docentes según algunas medidas cuantificables. En 
Guyana fijan una proporción estudiante-docente según el tipo de establecimiento. Para las escuelas 
de nivel preescolar la razón es 15 estudiantes por 1 docente y para los demás grados académicos es 
de 25 por 1. En Perú, el número de docentes por aula varía según el tipo de modalidad, niveles 
educativos y si la escuela es rural o urbana.

Un caso destacado en la región es el modelo de “Plantilla Óptima” que Ecuador implementó en 2013. 
Este mecanismo busca garantizar que la asignación de docentes responda a criterios técnicos, 
evitando decisiones discrecionales. La “Plantilla Óptima” se basa en una fórmula que considera la 
matrícula estudiantil, el nivel educativo, la carga horaria requerida y la especialidad de los docentes. 
Este enfoque ha permitido racionalizar la asignación de personal y evitar ineficiencias en la 
contratación. 

Decidir qué variables escoger no es una tarea sencilla, y pueden generarse efectos no deseados. Por 
ejemplo, si para el cálculo de las necesidades docentes no se establece un tamaño de clase mínimo, 
se podría incentivar la proliferación de aulas pequeñas. Por otro lado, si los criterios son muy rígidos, 
se podría perjudicar a las zonas donde las aulas son naturalmente pequeñas debido a la baja densidad 
poblacional, como en áreas rurales o selváticas. El desafío para los gobiernos es diseñar un sistema 
de distribución de docentes que sea transparente, flexible y eficiente, pero que se adapte a las 
realidades locales.

Para insumos como comidas escolares, varios países de ALC usan un cálculo sobre la base de 
variables como la matrícula de estudiantes, ubicación geográfica y el porcentaje de estudiantes 
vulnerables.
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En Paraguay la distribución de materiales educativos como kits escolares, libros de textos y otros 
materiales, se realiza tomando en cuenta la matrícula estudiantil, asegurando que cada estudiante 
reciba estos materiales y evitando despilfarros por enviar una cantidad mayor a lo que la escuela 
necesita. En Ecuador, los libros escolares, material escolar y uniformes se distribuyen desde el nivel 
central directamente a las escuelas, también en función de la cantidad de estudiantes. En Chile, para 
el cálculo de los textos escolares, también se toma en cuenta la matrícula total por establecimiento 
educacional. 

En el caso de los recursos monetarios, muchos países utilizan distintas fórmulas para distribuir el 
dinero. Éstas se basan en datos comparables y conocidos que permiten determinar el monto que se 
entregará a un gobierno subnacional, a una escuela, una red educativa o una familia [9, 10]. 

En términos simples, una fórmula define un conjunto de reglas para determinar el monto que se 
transferirá automáticamente a una unidad educativa (territorio, escuela, entre otros) expresado en 
términos matemáticos [117]. Las fórmulas debiesen estar alineadas con los objetivos educativos de un 
país. Por ejemplo, si el objetivo es mejorar el aprendizaje en las escuelas que atienden a estudiantes 
más vulnerables, la fórmula deberá incorporar variables de vulnerabilidad para que los centros 
educativos que atienden estudiantes vulnerables reciban mayores recursos. Sin embargo, no bastará 
con asignar más fondos si los montos resultantes no son suficientes para generar un impacto 
significativo. Es decir, aunque se utilicen criterios bien diseñados y objetivos para distribuir, si lo que 
finalmente llega a cada escuela es insuficiente, los recursos no cumplirán su propósito. Esto último, 
también puede garantizarse dentro de una determinada fórmula, asegurando que los fondos 
asignados sean relevantes para atender necesidades específicas de cada escuela (principio de 
adecuación).

El uso de criterio técnicos para determinar la distribución del financiamiento puede contribuir a una 
mayor transparencia, equidad, eficiencia y eficacia del sistema escolar. Según reportes de la OCDE, 
las fórmulas hacen que el proceso de distribución de recursos sea más coherente al establecer 
variables aplicadas de manera uniforme y predecible. Esto facilita la comparación entre unidades y 
periodos, promueve la transparencia y la rendición de cuentas, fortaleciendo la confianza pública en 
el sistema de financiamiento educativo [9-11, 118-120].

Además, el uso de fórmulas puede reducir significativamente los costos de transacción entre las 
escuelas y los distintos niveles de gobierno. Al definir reglas claras y automáticas para la asignación 
de recursos, se elimina la necesidad de procesos de negociación individuales, lo cual libera tiempo 
que puede ser destinado a la planificación y gestión pedagógica a nivel escolar. 

Asimismo, el uso de criterios técnicos desempeña un papel crucial a la hora de garantizar la equidad 
educativa. Algunas fórmulas definen reglas de transferencia que aseguran un monto basal por 
escuela. Esto permite asegurar la provisión del servicio educativo, siempre que el cálculo basal 
permita contar con los recursos mínimos para el funcionamiento escolar. Además, las fórmulas 
también pueden incluir criterios diferenciadores para asignar recursos según el tipo de estudiante o 
las necesidades de la escuela, destinando más fondos a aquellos estudiantes o escuelas que requieren 
apoyo adicional. Este enfoque refleja el principio de equidad vertical, que busca reconocer que no 
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todas las escuelas o estudiantes tienen las mismas necesidades educativas y, por lo tanto, deben 
recibir recursos diferenciados para alcanzar resultados comparables. Por ejemplo, una fórmula que 
asigna un monto estándar por estudiante, sin considerar factores como el nivel socioeconómico, 
garantiza la equidad horizontal, pero no la vertical. Este fue el caso en Chile hasta el año 2008. 

La evidencia sobre el impacto que las fórmulas tiene sobre la eficiencia es mixta. Estonia, por 
ejemplo, usa cálculos per cápita para definir un monto a transferir por estudiante atendido. Esto 
contribuyó a reducir el número de escuelas pequeñas e ineficientes, sin afectar la calidad educativa. 
Sin embargo, también generó problemas de sub-financiamiento en zonas rurales, lo que llevó a 
generar una fórmula diferenciada para esos territorios [120, 121]. Por el contrario, en Chile varios 
expertos estimaban que la fórmula per cápita de financiamiento introducida en la década de 1980 
incentivaría la formación de escuelas grandes, dado que da un subsidio por estudiante. Sin embargo, 
la evidencia empírica disponible no muestra que esto haya ocurrido [122].

Las fórmulas de financiamiento pueden contribuir a la eficacia si favorecen la consecución de 
objetivos educativos. Por ejemplo, si las fórmulas se basan en indicadores clave como tasa de 
cobertura, tasa de graduación o rendimiento académico, pueden resguardar que la forma de 
distribuir los fondos motive la mejora de indicadores educativos concretos.

A pesar de estos beneficios, el uso de fórmulas técnicas también puede limitar la capacidad de los 
gobiernos para reasignar recursos en respuesta a necesidades cambiantes del sistema educativo. Un 
ejemplo de esto se observó en varios países de ALC durante la pandemia Covid-19. La rigidez en los 
sistemas de distribución de insumos y dineros impidió la rápida redirección de recursos hacia 
herramientas tecnológicas y sistemas de conectividad para apuntalar la enseñanza remota [123]. Un 
caso fue el de Chile, cuyo modelo de financiamiento utiliza una fórmula con un fuerte peso en la 
asistencia de los estudiantes. Pero con el cierre de las escuelas durante la pandemia, la asistencia era 
nula. Esto obligó al gobierno a emitir una norma excepcional para permitir la transferencia de 
recursos a los administradores escolares, con el fin de garantizar que las escuelas pudieran seguir 
operando.

Por último, la transparencia asociada al uso de fórmulas no se produce de manera automática, y 
puede verse comprometida cuando éstas se vuelven demasiado complejas. En esos casos, la 
opacidad no se debe necesariamente a la ausencia de información pública, sino a la dificultad de 
interpretar y darle seguimiento a las múltiples variables y ponderaciones involucradas. Por ello, es 
fundamental que las autoridades no sólo publiquen las asignaciones por escuela, sino también las 
ponderaciones aplicadas y los valores de las variables empleadas en cada unidad educativa. 

Variables clave para construir fórmulas de distribución 

Si todas las escuelas fueran equivalentes en tamaño, necesidades y contexto, una fórmula simple con 
un monto equivalente por estudiante sería suficiente para cumplir con los objetivos educativos. Sin 
embargo, la diversidad de condiciones y características territoriales hace que una asignación 
uniforme resulte inherentemente inequitativa. Así, el primer paso en la creación de una fórmula es 
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definir las variables, los montos y las ponderaciones, que dependerán de los objetivos específicos del 
sistema educativo y de los principios que guíen la distribución de recursos.

Este proceso requiere un análisis técnico riguroso, idealmente liderado por expertos en financiamiento 
educativo, economistas y especialistas en políticas públicas. Además, para garantizar la legitimidad 
y sostenibilidad, las decisiones clave sobre la estructura de la fórmula deben ser compartidas y 
debatidas con la comunidad política, académica y escolar. De este modo, se asegura que la fórmula 
refleje tanto criterios técnicos sólidos como las necesidades y prioridades del sistema educativo en 
su conjunto. 

Una forma de hacerlo es legislar, como lo ejemplifica la experiencia de la Ley SEP en Chile: “Durante 
el proceso de discusión de la Ley SEP en 2008 en el Congreso, se realizaban audiencias técnicas con 
expertos, sostenedores de escuelas públicas y particulares subvencionadas, especialistas en 
protección social, entre otros. Incluso se dialogaba con diversos sostenedores privados 
subvencionados que habían logrado buenos resultados con alumnos vulnerables para poder 
dimensionar los recursos adicionales que recibían de donaciones y que se necesitaba invertir. 
También se trabajaba con expertos en medición de pobreza del gobierno para lograr una definición 
sólida de vulnerabilidad y calcular mejor la fórmula ponderada. Estas conversaciones servían además 
para generar un consenso en la comunidad técnica y política sobre la reforma”, señala un miembro 
del grupo de trabajo técnico que diseñó el proyecto de Ley SEP. 

La variable más utilizada en las fórmulas es el número de estudiantes, bajo el supuesto de que los 
territorios con más estudiantes enfrentan mayores gastos operativos. De esta manera, una mayor 
matrícula genera una distribución más alta de recursos. Un ejemplo es Panamá, donde la cantidad 
de recursos que recibe cada escuela del Fondo de Equidad y Calidad Educativa (FECE) depende del 
número de estudiantes, calculado en USD 40 mensuales por estudiante. Incluir el número de 
estudiantes en las fórmulas de distribución no sólo responde a las necesidades inmediatas de 
financiamiento, sino que también puede generar incentivos positivos para políticas de expansión y 
retención escolar. Por ejemplo, un gobierno podría basar su fórmula en la matrícula para alentar a los 
gestores locales a captar estudiantes desescolarizados, ya que el aumento de la matrícula 
incrementaría sus ingresos.

Sin embargo, una fórmula basada principalmente en la variable de matrícula puede generar 
desigualdades e incluso traducirse en un sobrefinanciamiento de escuelas grandes en áreas urbanas, 
mientras que establecimientos más pequeños, en especial en zonas remotas, quedarían gravemente 
desfinanciadas [9]. Para mitigar estas consecuencias indeseadas, algunos países han implementado 
mecanismos que garantizan un financiamiento mínimo, independientemente del número de 
estudiantes. Un ejemplo es el piso rural en Chile, que asegura un financiamiento básico para las 
escuelas rurales con al menos 17 estudiantes. Aunque asegura un mínimo de recursos, el cálculo del 
monto que se garantiza no está basado en estudios de costeo o estimaciones de cuánto costaría 
alcanzar estándares de aprendizaje mínimos.

Por otro lado, para evitar que las grandes escuelas sean sobreponderadas, se puede implementar un 
financiamiento escalonado, donde el monto por estudiante disminuye a medida que la matrícula 
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aumenta. Esto significa que el pago por cada uno de los primeros 100 estudiantes es mayor que el 
correspondiente al pago por los estudiantes del 101 al 250, y éste, a su vez, es mayor al pago por cada 
estudiante del 251 en adelante, y así sucesivamente en las siguientes categorías (Figura 2.2).

Varias fórmulas de distribución también incorporan la vulnerabilidad social de los estudiantes como 
variable. Dependiendo de las políticas educativas de cada país, este aspecto puede recibir un peso 
mayor. Un ejemplo de este enfoque es la Ley de Subvención Escolar Preferencial (SEP) de Chile, que 
establece una subvención monetaria para estudiantes más vulnerables (ver Recuadro). 

En Colombia , la principal fuente de financiación de la educación es el Sistema General de 
Participaciones (SGP). Los recursos de este sistema se distribuyen entre los niveles subnacionales, es 
decir, las ETC y las instituciones educativas.

La distribución de los fondos sigue tres criterios principales. En primer lugar, se transfieren recursos 
en función de la población atendida, con una asignación por estudiante definida según una tipología 
establecida por el Ministerio de Educación. Esta tipología determina un valor específico para cada 
una de las 97 ETC, diferenciando entre niveles educativos (preescolar, primaria, secundaria y media) y 
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Figura 2.2: Ejemplo estilizado de pago escalonado por estudiante

Fuente: Elaboración propia.
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Recuadro: Ley SEP en Chile - cómo promover la equidad socioeconómica
y resguardar el uso de los recursos

La Ley de Subvención Escolar Preferencial (SEP) promulgada en Chile en 2008, introdujo por primera 
vez una subvención diferenciada para estudiantes de mayor vulnerabilidad socioeconómica, dadas las 
particularidades de educar a estos estudiantes [124]. La SEP clasifica a los estudiantes en dos categorías: 
prioritarios y preferentes.

Para determinar quiénes son los estudiantes prioritarios, se emplean distintas variables que miden la 
vulnerabilidad social del estudiante [122]. Por su parte, los estudiantes preferentes son aquellos que no 
son prioritarios y cuyas familias pertenecen al 80% más vulnerable de la población según el Registro 
Social de Hogares.

Los sostenedores (SLEPs, municipios y escuelas particulares subvencionadas) deben postular para 
ingresar al régimen de SEP, lo cual incluye la firma de un Convenio de Igualdad de Oportunidades y 
de Excelencia Educativa por un periodo de cuatro años. Este convenio establece que esta subvención 
debe destinarse a un Plan de Mejoramiento Educativo (PME), que contenga iniciativas que apoyen 
con especial énfasis a los estudiantes más vulnerables [125]. Además, se comprometen a establecer 
metas de rendimiento académico en función de los estándares nacionales y rendir cuenta pública de 
los gastos efectuados con los recursos SEP entregados.

Por otro lado, las escuelas se clasifican 
en tres categorías en base a los 
resultados de las pruebas del Sistema 
de Medición de la Calidad de la 
Educación (SIMCE): i) autónomas 
(aquellas con desempeño alto), ii) 
emergentes (desempeño medio o 
medio bajo) y iii) en recuperación 
(desempeño insuf iciente) .  Esta 
clasif icación impacta el grado de 
autonomía para gastar esos recursos. 

Evaluaciones de esta política han 
identificado mejoras significativas en 
las escuelas analizadas, especialmente 
en los puntajes de lenguaje y 
matemáticas [126-130]. Además, se 
observa un progreso importante entre 
los estudiantes más vulnerables, 
sugir iendo que la  pol í t ica  ha 

contribuido a mejorar el rendimiento escolar y reducir las desigualdades socioeconómicas, 
particularmente en matemáticas. Esto muestra que la combinación de recursos adicionales para 
escuelas con estudiantes vulnerables, junto con mecanismos de rendición de cuentas, puede generar 
avances significativos.

¿Cómo se clasifica un estudiante para que sea prioritario?

¿Pertenece al Sistema de
Protección Social Chile Solidario?

¿Está dentro del tercio
más vulnerable según la FPS?

¿Está clasificado
en el tramo A de FONASA?

¿Tiene alta vulnerabilidad
social?
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COMO PRIORITARIO
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Sí
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No
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tipo de zona (urbana o rural). En total, existen 776 valores de asignación diferenciados (ver Figura 2.3 
para caso de educación primaria).

En segundo lugar, si aún quedan recursos disponibles, se asignan fondos para financiar a la población 
no atendida, con el objetivo de ampliar la cobertura educativa. Esto significa que los recursos se 
destinan a financiar el acceso de estudiantes que aún no están matriculados, utilizando proyecciones 
de matrícula para garantizar su inclusión en el sistema educativo.

Finalmente, si persisten excedentes, los recursos se orientan hacia el mejoramiento de la calidad 
educativa. La distribución en esta última categoría toma en cuenta diversos indicadores, como la 
matrícula atendida, la tasa de repetición o reprobación, la tasa de deserción, y los resultados en las 
pruebas estandarizadas del Estado.

En la misma línea, algunas fórmulas de financiamiento incorporan criterios específicos para atender 
a estudiantes en situación de vulnerabilidad, reconociendo que su inclusión efectiva requiere apoyos 
adicionales como programas de apoyo emocional, mentorías e intervenciones tempranas. Al 
considerar este tipo de necesidades en los mecanismos de asignación, se avanza hacia un sistema 
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Figura 2.3: Asignación monetaria por alumno en la educación primaria en Colombia, 2023

1.000

800

600

400

200

0

Urbano Rural

Tipo
de zona

Valor de
asignación

(USD) n  Mínimo     n  Promedio      n  Máximo

Nota: Cálculos propios a partir de datos del Departamento de Planeación [131]. Se usó una tasa representativa del mercado 
promedio para el año 2023 correspondiente a COP $4,325 por 1 USD.



91

más equitativo, que no sólo distribuye recursos en función del número de estudiantes, sino también 
de la intensidad del apoyo que requieren. En Estados Unidos, la mayoría de los distritos escolares que 
usan fórmulas de financiamiento para distribuir recursos monetarios, transfiere un monto entre 2% 
a 54% mayor para estudiantes provenientes de familias de bajos ingresos [132]. En Panamá, las 
escuelas en áreas pobres o más vulnerables reciben del FECE una asignación mensual de USD 150 
por estudiante, en vez de los USD 40 para la población escolar general mencionados anteriormente. 
En Guyana la distribución de fondos no sólo se basa en el número de estudiantes matriculados, sino 
que distingue entre escuelas costeras y zonas del interior selvático. Las escuelas en la región costera 
reciben USD 19 por estudiante al trimestre, mientras que las del interior del país obtienen USD 26. 

El FUNDEB de Brasil, en tanto, transitó desde un sistema de distribución que sólo incluía el número 
de estudiantes (ponderado únicamente por factores que reflejan los costos relativos de cada etapa y 
modalidad de enseñanza), a uno que toma en cuenta el nivel socioeconómico (NSE) de la población 
escolar. Las redes de educación con estudiantes de mayor vulnerabilidad social aumentaron su 
ponderación en los cálculos, mientras que aquellas con estudiantes en mejores condiciones tuvieron 
reducciones proporcionales. Para determinar el NSE de cada red, se toma el valor promedio del NSE 
de las escuelas públicas en su jurisdicción, ponderado por el número de matrículas en cada 
establecimiento. Cada estado o municipio recibe un peso que varía de 0,95 para el NSE más alto, a 
1,05 para el NSE más bajo, garantizando que la distribución de los fondos favorezca a las poblaciones 
más vulnerables. Por ejemplo, el estado de São Paulo, un estado con un nivel socioeconómico más 
alto, tiene un peso de 0,98 y recibe proporcionalmente menos recursos por estudiante que Maranhão, 
un estado con un NSE más bajo y con un peso calculado de 1,03.

Cada vez más, la variable de vulnerabilidad social incluye a estudiantes con necesidades educativas 
especiales (NEE). Estos estudiantes requieren infraestructura adaptada, docentes especializados y 
materiales adicionales, lo que incrementa los costos de proveer el servicio escolar. Algunas fórmulas 
contemplan asignaciones mayores en función de estas necesidades específicas. Por ejemplo, en 
Inglaterra existe el sistema de financiamiento para NEE y discapacidades. Los estudiantes pasan por 
una evaluación y en base a ello las escuelas reciben fondos adicionales de hasta USD 7.6937 al año por 
cada estudiante con NEE [133]. Si las necesidades superan este valor, las escuelas pueden presentar 
solicitudes específicas para obtener recursos adicionales.

Si bien estas asignaciones buscan promover la equidad, también pueden generar incentivos no 
deseados. Un ejemplo de ello podría estar ocurriendo en Chile. El Programa de Integración Escolar 
(PIE) otorga financiamiento adicional a las escuelas, con el fin de fomentar la inclusión de estos 
estudiantes en el sistema escolar regular. Estos recursos se usan para implementar ajustes 
curriculares, contratar profesionales especializados (como psicopedagogos, fonoaudiólogos o 
terapeutas ocupacionales), y adaptar mejor la infraestructura para responder adecuadamente a las 
necesidades de estos estudiantes.

Aunque el PIE ha sido clave para mejorar la educación inclusiva en Chile, los datos disponibles 
muestran que tras la implementación del PIE se ha dado un aumento significativo en el número de 
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estudiantes con diagnósticos de NEE Transitorias, como trastornos específicos del lenguaje o déficit 
atencional. Según algunos estudios descriptivos, este tipo de diagnósticos aumentaron en casi 52% 
entre 2013 y 2020 y podrían estar motivados por el beneficio financiero que reciben las escuelas 
[134, 135]. 

Por último, algunas fórmulas de distribución incorporan variables de desempeño. En Colombia una 
parte del presupuesto del SGP se distribuye a las ETC en función del rendimiento en las pruebas 
nacionales que miden competencias en materias como matemáticas y lenguaje y las tasas de 
reprobación8. En Chile la asistencia escolar es un factor clave en la distribución del financiamiento 
directo a las escuelas. Y como se explicó anteriormente en el Recuadro, la Ley SEP también incorpora 
los resultados de pruebas nacionales en matemáticas, lenguaje y ciencias para la clasificación de las 
escuelas, lo que impacta en la autonomía que éstas tienen9. Sin embargo, existen estudios que 
señalan que, cuando se paga en función de la asistencia, se pueden generar incentivos para que las 
escuelas abulten las cifras de asistencia con el fin de recibir más recursos [136]. 

En el estado de Ceará, Brasil, se utilizan indicadores como la alfabetización, los resultados de 
aprendizaje al final de la educación primaria, y las tasas de aprobación entre cuarto y quinto grado, 
para determinar la transferencia de una parte de recursos [137]. La fórmula premia tanto el nivel 
alcanzado como la evolución anual, pero reduce la cantidad de recursos asignados si se detecta un 
aumento en la desigualdad entre escuelas o una menor participación de estudiantes con bajo 
rendimiento en las evaluaciones. El sistema de monitoreo analiza tendencias a lo largo del tiempo y 
cruza datos de matrícula, asistencia y desempeño, asegurando que los cambios observados reflejen 
dinámicas reales y no distorsiones en la aplicación de las pruebas. En estos casos, es crucial que los 
métodos utilizados para medir el rendimiento sean confiables y transparentes, no sólo para garantizar 
la equidad en la distribución de recursos, sino también para evitar que los municipios sean 
penalizados por factores externos fuera de su control [137]. 

Es importante señalar que el uso de indicadores de desempeño para calcular la distribución de 
recursos puede generar tanto incentivos positivos como negativos. Si con el fin de premiar el buen 
desempeño se dan más recursos al que tiene mejores resultados, se corre el riesgo de perpetuar las 
desigualdades en el aprendizaje, ya que las escuelas con estudiantes que necesitan más apoyo para 
aprender podrían recibir sistemáticamente menos apoyo.

Además, existen riesgos documentados de que los incentivos ligados a resultados educativos pueden 
llevar a prácticas deshonestas. Ha habido casos en que algunos educadores han mejorado 
artificialmente los puntajes de los estudiantes en pruebas de alto impacto [138]. Uno de los casos más 
extremos lo ejemplifica el “escándalo del engaño” de 2015 en Atlanta, Estados Unidos. En esta ciudad, 
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8. Las pruebas SABER son evaluaciones estandarizadas aplicadas por el Instituto Colombiano para la Evaluación de la 
Educación. Estas pruebas miden el desarrollo de competencias básicas y ciudadanas en estudiantes de primaria 
(grados 3°, 5° y 9°) y secundaria (grado 11). Las áreas evaluadas incluyen matemáticas, lenguaje, ciencias naturales, 
ciencias sociales, inglés y competencias ciudadanas. Para más información, consultar: https://www.icfes.gov.co 		
9. Las pruebas SIMCE (Sistema de Medición de la Calidad de la Educación) son evaluaciones estandarizadas aplicadas 
a nivel nacional por la Agencia de Calidad de la Educación de Chile. Estas pruebas miden el desempeño de los 
estudiantes en las áreas de matemáticas, lenguaje, ciencias naturales y ciencias sociales, y se aplican en diferentes 
niveles educativos, incluyendo 4° básico, 6° básico, 8° básico y 2° medio. Para más información, consultar: https://www.
agenciaeducacion.cl
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se determinó que varios profesores ayudaron a sus estudiantes a responder preguntas en pruebas 
estandarizadas usadas para determinar la calidad de las escuelas. Estas acciones culminaron con 11 
maestros condenados por cargos de crimen organizado, lo que resultó en sentencias de prisión 
desde 5 a 20 años [139].

Un equilibrio adecuado no sólo debe considerar el desempeño actual, sino también el contexto y las 
necesidades de cada escuela. En 2014 se creó en Perú el Compromiso de Desempeño (CdD), una 
herramienta de gestión que otorga una asignación adicional de recursos en función de ciertas metas, 
como la incorporación oportuna de directivos, docentes y auxiliares a las escuelas, la distribución a 
tiempo de materiales educativos, el pago oportuno de servicios básicos, y el porcentaje de docentes 
de escuelas multigrado que reciben asistencia técnica presencial. Si se cumplen, las DRE y las UGEL 
reciben fondos adicionales que se deben invertir en mejorar los servicios educativos de su jurisdicción. 
En 2024 el monto máximo total para transferir fue de 100 millones de soles (unos USD 26 millones10) 
y se distribuye entre todas las unidades que cumplen sus compromisos. 

Existen muchas otras variables que se podrían incluir en las fórmulas de distribución, como lo son el 
estatus migratorio de los estudiantes, el costo de la vida del territorio, el estado de la infraestructura, 
entre otros (Figura 2.4). Pero el trasfondo es el mismo: cada variable incorporada conlleva efectos 
sobre la asignación que deben ser analizados con atención. 

Si las variables que se eligen son muchas o difíciles de entender, o si fluctúan mucho de un periodo 
a otro, se generará incertidumbre. “Durante el diseño de la Ley SEP, se planteó crear una escala de 
vulnerabilidad más detallada para asignar recursos proporcionalmente. Aunque técnicamente era lo 
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10. Tipo de cambio USD 1= Soles 3,85.

Para aspirar a sistemas de distribución
más sofisticados, es necesario contar con datos 

robustos. Una proyección incorrecta puede 
llevar a que a algunas escuelas les sobren 
materiales, mientras que en otras exista

un déficit.
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ideal, enfrentamos dos limitaciones prácticas: la necesidad de que escuelas y familias comprendieran 
fácilmente el sistema, y la falta de datos suficientemente granulares. Además, muchos estudiantes 
fluctuarían entre categorías, complicando los cálculos y la estabilidad de la asignación. Por eso 
optamos por un modelo más simple y comprensible”, señala el experto que participó en el diseño 
técnico de la ley. 

Una vez que se han seleccionado las variables clave, como el número de estudiantes, su nivel de 
vulnerabilidad, pertenencia a un grupo étnico o si tienen NEE, entre otras, es crucial determinar los 
montos específicos que se asignan a cada variable. La asignación ideal debería basarse en el costo 
real de proporcionar una educación adecuada a cada tipo de estudiante, considerando no sólo sus 
características individuales, sino también las de su escuela y el contexto social y territorial. Sin 
embargo, las restricciones presupuestarias, que quedan definidas en el presupuesto nacional, 
obligan a las autoridades responsables de la política educativa a tomar decisiones difíciles, ajustando 
los montos de financiamiento dentro del presupuesto disponible.

Por ejemplo, en un sistema educativo hipotético con un presupuesto total de 100 unidades monetarias, 
donde hay dos tipos de estudiantes: regulares (A) y con NEE (B), se podría optar por asignar 40 unidades 
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Figura 2.4: ¿Qué es lo que importa?
(Variables comunes para determinar el financiamiento en ALC)

Vulnerabilidad

Nº de
estudiantes

Ruralidad

NEE

Nivel
educativo

Estatus
migratorio

Desempeño
académico

Costo
de vida

FÓRMULA

Lengua
materna

Fuente: Elaboración propia.



95

CÓMO SE DISTRIBUYEN LOS RECURSOS

para el estudiante A y 60 unidades para el estudiante B, bajo la premisa de que B requiere un 50% más 
de recursos. Si bien esta asignación refleja un esfuerzo por priorizar la equidad, surge la interrogante 
de si las cantidades asignadas realmente cubren los costos necesarios para brindar una educación de 
calidad a ambos estudiantes. Este dilema es común en muchos sistemas educativos y plantea la 
necesidad de evaluar de manera constante el impacto de cómo se distribuye el financiamiento para 
asegurar que los recursos sean suficientes y estén distribuidos de manera justa.

Flexibilidad en el uso de los recursos monetarios 

En la mayoría de los países de ALC la distribución de dineros a las escuelas suele vincularse a reglas 
o fines específicos para el uso de dichos fondos. 

Por ejemplo, en Perú, los directores de escuela reciben transferencias directas del Ministerio de 
Educación, pero su uso está exclusivamente destinado al mantenimiento de los edificios de los 
colegios. Cada año se emite una norma que especifica los espacios prioritarios a intervenir, el proceso 
a seguir para calcular los costos aproximados, y las justificaciones necesarias en caso de requerir 
alguna modificación. En Costa Rica, el gobierno central transfiere recursos a las juntas locales de 
educación a través de diversas leyes para financiar el mantenimiento de infraestructura, la compra 
de materiales didácticos y suministros, y el pago de servicios públicos y profesionales (seguridad, 
jardinería, luz, agua). También existen leyes específicas que garantizan la financiación para la compra 
de comedores escolares y el transporte estudiantil, así como para insumos especializados en la 
educación técnica. En Jamaica se entregan recursos directamente a las escuelas, pero para cubrir 
propósitos específicos como costos operativos, mantenimiento, compensación del personal 
administrativo, auxiliar y en algunos casos docentes y subsidios para exámenes escolares. Sin 
embargo, las escuelas no tienen autonomía sobre el gasto de estos fondos. 

En general, las transferencias condicionadas garantizan que los recursos se destinen a los ámbitos 
que un gobierno definió como prioritarios. Además, es un mecanismo de distribución que facilita la 
rendición de cuentas y aumenta la transparencia del sistema escolar. Pero si los usos definidos por 
las autoridades resultan demasiado específicos, las escuelas pierden la capacidad de responder a sus 
necesidades particulares y urgentes. El resultado es que a veces acceden a recursos que en realidad 
no necesitan o, en el peor de los casos, simplemente no los usan. Esto puede generar ineficiencias e 
incluso problemas de adecuación en la provisión del servicio educativo. 

En Barbados, por ejemplo, las escuelas secundarias reciben transferencias directas del gobierno 
nacional para trabajos de reparación. Aunque los fondos también están destinados al mantenimiento, 
no existen listas restrictivas de espacios o categorías específicas como en Perú. En su lugar, cada escuela 
tiene cierta autonomía para determinar las necesidades de mantenimiento que considera prioritarias.

En República Dominicana, entre 2,5% y 4% del presupuesto educativo se transfiere directamente a 
juntas descentralizadas, encargadas de gestionar gastos operativos menores y mantenimiento. 
Dentro de este esquema, las escuelas tienen margen para definir el uso de estos fondos según sus 
necesidades. Un avance importante fue la descentralización del mantenimiento escolar en 2020. Hoy 
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cada escuela puede recibir recursos, contratar proveedores y realizar las reparaciones necesarias bajo 
la supervisión de la Dirección de Infraestructura, permitiendo una respuesta más rápida y ajustada a 
sus necesidades.

En Guatemala las Organizaciones de Padres de Familia (OPF) están a cargo de administrar los fondos 
asignados a cada escuela y gozan de cierto grado de autonomía. Por ejemplo, el Programa de 
Mantenimiento de Edificios Escolares Públicos guatemalteco transfiere fondos directamente a las 
OPF para que cada escuela priorice sus necesidades de mantenimiento dentro de los límites 
establecidos. 

El Programa de Transferencia de Recursos Financieros (PTRF) de la ciudad de São Paulo distribuye 
fondos monetarios a las escuelas para cubrir necesidades como reparaciones menores, materiales 
educativos y gastos operativos diarios (agua, electricidad, entre otros). Estas transferencias condicionadas 
son gestionadas por la Associação de Pais e Mestres (Asociación de Apoderados y Docentes), 
organizaciones comunitarias conformadas por apoderados y docentes, asegurando que los fondos se 
utilicen en necesidades específicas del establecimiento. Además, las escuelas cuentan con una tarjeta 
de gastos vinculada a la cuenta del PTRF, lo que facilita compras rápidas según los requerimientos que 
surjan. Las transferencias del PTRF se monitorean y están disponibles en línea para consulta pública, 
con acceso detallado al nivel de cada escuela, lo que fomenta la transparencia financiera [140].

En São Paulo también existen transferencias condicionadas dirigidas a las familias. Antes, el gobierno 
de la ciudad distribuía los kits escolares a las escuelas, lo que generaba problemas logísticos y 
retrasos. Hoy, en cambio, los padres reciben una tarjeta con un monto específico que pueden gastar 
en una red acreditada de comercios locales. “Ellos reciben la lista de materiales y uniformes, pero 
deciden cómo gastar el dinero: si necesitan un abrigo extra, si prefieren comprar nuevos lápices de 
colores o un cuaderno con el personaje favorito de su hijo. Esto eliminó uno de los grandes problemas 
de la red, que era iniciar el año escolar sin que el material llegara a tiempo a todas las escuelas”, 
cuenta un subsecretario de Educación.

El rol de los datos en la distribución de recursos

Para aspirar a sistemas de distribución más sofisticados y ajustados a las distintas realidades de la 
región, es necesario contar con datos robustos.

Por ejemplo, para calcular cuántos libros o materiales educativos se deben distribuir a cada escuela 
y grado, es fundamental contar con cifras precisas y actualizadas. Una proyección incorrecta puede 
llevar a que a algunas escuelas les sobren materiales, mientras que en otras exista un déficit. Por ello 
es crucial disponer de información fiable sobre la matrícula total de estudiantes por escuela, la 
cantidad específica de estudiantes por grado y datos anuales que permitan estimar las fluctuaciones 
habituales en los números, asegurando así una planificación más precisa y eficiente. 

Sin embargo, el nivel de sistematización y automatización de datos en ALC sigue siendo muy bajo. 
Aunque en muchos países las escuelas llevan registros de la asistencia de los estudiantes, estos datos 
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no se integran en un sistema unificado o central, a excepción de países como Chile y Uruguay. Esto 
dificulta que la asistencia se utilice como una variable en las fórmulas para la distribución de recursos. 
Además, resulta complicada la integración de datos cuando provienen de diferentes fuentes (bases 
de datos distintas para estudiantes y docentes) y niveles del sistema educativo (educación básica, 
media y superior).

La falta de un Sistema de Información y Gestión Educativa (SIGED) que permita gestionar los distintos 
procesos del sistema educativo de manera integral y eficiente en todos los niveles, es una de las 
mayores debilidades en la mayoría de los países de ALC [141]. Esto, a su vez, afecta la forma en que se 
podrían distribuir los recursos. 

A pesar de los grandes esfuerzos que ha realizado Ecuador, por ejemplo, aún no es posible contar con 
datos precisos sobre el total de maestros y sus horas de trabajo. Guyana está en proceso de 
implementar un sistema digitalizado de gestión de datos sobre docentes. Aunque disponen de 
información sobre el número total de maestros, cuántos son por grado y si trabajan a tiempo 
completo o parcial, no existen aún datos exactos sobre las horas trabajadas ni registros de ausentismo. 
En República Dominicana y Chile la gestión de licencias médicas del personal escolar no está 
sistematizada a nivel central. Existen ausencias que no son reportadas desde las escuelas, lo que 
puede afectar las decisiones posteriores respecto a financiamiento y mejoras.

Si bien en la mayoría de los países la gestión de datos educativos es limitada o incipiente, los 
gobiernos disponen de otras fuentes de información que pueden contribuir a una distribución más 
eficaz y equitativa. Las autoridades educativas podrían complementar cifras sobre la matrícula de 
estudiantes, con datos disponibles en otros ministerios. En Chile el Registro Social de Hogares, 
administrado por el Ministerio de Desarrollo Social, cuenta con información socioeconómica de todos 
los hogares del país y es construido a partir de datos recopilados por el Estado y autorreportes de las 
familias. Esa información sirve para informar varios aspectos del sector educativo, como la 
distribución de alimentación escolar gratuita.

Si bien lo ideal sería que los países aspiraran a implementar un SIGED, es posible avanzar con la 
distribución de recursos mediante criterios técnicos que ya están disponibles. Ello contribuirá a 
reducir la dependencia de criterios históricos o negociaciones con grupos de poder, que suelen ser 
más regresivos, fortaleciendo la eficiencia, transparencia y equidad en la distribución de los recursos 
educativos.

* * *

En la región existe un amplio margen para avanzar hacia formas de distribución más equitativas, 
transparentes y eficientes, basadas en evidencia y datos, en lugar de repetir patrones históricos o 
continuar con decisiones discrecionales que invitan a presiones de grupos de interés.

Para avanzar hacia ello, es necesario repensar qué, cómo y cuánto se entrega en forma de insumos o 
recursos monetarios. Y ello forma parte del proceso de ejecución que se verá en el siguiente capítulo. 

CÓMO SE DISTRIBUYEN LOS RECURSOS
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CÓMO EJECUTAR EL PRESUPUESTO EDUCATIVO

La ejecución del presupuesto es el proceso que transforma los recursos educativos asignados 
a la educación escolar en mejoras tangibles en las salas de clase. Es el eslabón que conecta 
la planificación presupuestaria con la adquisición de los insumos y servicios que necesitan 
las escuelas para funcionar de manera adecuada.

Lo que hace que la ejecución sea particularmente desafiante es que requiere una sólida capacidad 
técnica para identificar qué comprar, una alta capacidad administrativa para gestionar los procesos 
de compra y contratación de servicios manera eficiente, y la capacidad para promover el uso eficiente 
de los insumos. Sin estas capacidades, incluso las políticas educativas bien diseñadas, que cuentan 
con un financiamiento adecuado y una buena distribución de los insumos educativos, pueden no 
lograr los resultados esperados.

Los países de ALC enfrentan desafíos persistentes en la ejecución presupuestaria, incluyendo 
procedimientos administrativos excesivamente complejos, ciclos fiscales que no se mueven en 
consonancia con las necesidades educativas, y la falta de capacidades de gestión financiera de los 
ejecutores, en especial a nivel local. No se trata de problemas teóricos, ya que estas deficiencias a 
menudo llevan a retrasos en la entrega de suministros, un uso ineficiente de los recursos y, en 
algunos casos, incluso a que no se llegue a ejecutar plenamente el presupuesto.

Para abordar estos desafíos, los gobiernos necesitan implementar estrategias enfocadas en áreas 
clave como: fortalecer las capacidades técnicas a través de programas de formación especializada, 
procesos de reclutamiento profesional y mecanismos de asistencia técnica; y mejorar los sistemas 
de transparencia y monitoreo para permitir decisiones basadas en datos e intervenciones oportunas 
cuando surgen problemas de ejecución.

La estructura institucional que rige el sistema educativo de cada país puede fomentar o frenar el 
proceso de ejecución del presupuesto educativo. Nuestro análisis de los modelos de ejecución en 
ALC revela que no existe un enfoque único aplicable a todos los países: según los contextos, se 
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requieren diferentes equilibrios entre el control centralizado y la autonomía local. Si bien los modelos 
centralizados pueden aprovechar las economías de escala y estandarizar la calidad, los enfoques 
descentralizados permiten una mejor adaptación a las necesidades locales. Como sea, el éxito de 
cualquier modelo depende en última instancia de contar con sistemas robustos de gestión 
financiera, regulaciones claras que no generen burocracia excesiva y sólidas capacidades técnicas 
en todos los niveles. 

En sistemas altamente centralizados, los ministerios de educación no sólo deciden las prioridades de 
inversión, sino que también gestionan directamente las adquisiciones para asegurar estándares de 
calidad y un control adecuado del gasto. En el caso de Ecuador, por ejemplo, el gobierno central 
gestiona directamente la contratación de docentes y la compra de los insumos educativos. La 
participación local se limita a obras menores, como pintar la escuela o ampliar una sala de clases.

En modelos más descentralizados la ejecución presupuestaria puede recaer en gobiernos locales o 
incluso en las propias escuelas. En Costa Rica el gobierno transfiere a juntas locales, formadas por 
voluntarios de la comunidad escolar, todos los insumos educativos, con excepción de la contratación 
de docentes. Sin embargo, los miembros de estas juntas muchas veces carecen de capacidades 
técnicas y del conocimiento de las normativas necesarios para una ejecución eficiente de los recursos 
distribuidos. 

También existen modelos híbridos de ejecución, como sucede en Perú. El control sobre qué comprar 
recae en el nivel central, pero la ejecución del presupuesto se realiza a nivel local, a través de las 
UGEL. Si bien éstas se encargan de ejecutar las compras y contratación de servicios, deben seguir de 
forma estricta las reglas definidas por el gobierno central.

LA IMPORTANCIA DE EJECUTAR BIEN
Una ejecución eficiente no sólo implica gastar los recursos asignados, sino que asegurarse de que se 
traduzcan en mejoras reales para la educación. Esto significa garantizar que los insumos adquiridos 
sean los adecuados, se distribuyan a tiempo y se utilicen de manera efectiva en el aprendizaje escolar. 
La ejecución presupuestaria se centra en la adquisición eficiente y transparente de insumos, 
mientras que la gestión de insumos se refiere a cómo los directores y equipos pedagógicos los 
combinan, asignan y usan dentro de las escuelas. Ambos procesos están estrechamente relacionados 
y requieren decisiones clave, como un diagnóstico certero de las necesidades educativas, la selección 
de proveedores confiables, la verificación de la calidad de los insumos, la gestión de pagos, el 
monitoreo de las transacciones y el uso adecuado en la escuela. 

En este capítulo, sin embargo, el enfoque está en la ejecución presupuestaria y la capacidad técnica 
requerida para su correcta implementación. Para ello, es útil pensar en la ejecución del gasto 
educativo como un proceso que responde a tres preguntas fundamentales: ¿qué necesitan las 
escuelas? ¿Cómo comprar de forma eficiente? ¿Cómo usar y administrar los insumos adquiridos? 
Cada una de estas etapas es crucial para garantizar que los fondos asignados no sólo se ejecuten en 
tiempo y forma, sino que se traduzcan en mejoras tangibles en la educación (Figura 3.1). 
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Numerosos estudios demuestran que contar con un equipo docente, administrativo y de apoyo de 
alta calidad no sólo mejora el esfuerzo académico de los estudiantes y las tasas de graduación, sino 
que también aumenta la probabilidad de que asistan a la educación superior y reduce indicadores 
negativos como la repitencia, las suspensiones y la participación en actividades delictivas. En la 
región, el estudio experimental Cerrando Brechas realizado en Ecuador [142] reportó que una mayor 
calidad docente mejora tanto el desarrollo cognitivo como socioemocional de los estudiantes.

Dado su impacto en la calidad educativa, la contratación de personal escolar es una dimensión clave 
de la ejecución presupuestaria. No basta con asignar recursos; el proceso debe ser oportuno y eficiente 
para garantizar que docentes y personal de apoyo estén en sus puestos al inicio del año escolar y 
cuenten con las competencias técnicas adecuadas para desempeñar sus funciones. Una ejecución 
eficiente no sólo implica evitar la subejecución del presupuesto, sino también utilizar los fondos 
estratégicamente, evitando demoras administrativas que afecten el funcionamiento de las escuelas. 

Por otro lado, investigaciones recientes también han demostrado que invertir en insumos como 
infraestructura escolar, conectividad digital y materiales pedagógicos puede tener efectos positivos 
en el desarrollo de estudiantes. Estos beneficios no sólo se reflejan en el corto plazo, sino que 
perduran en el tiempo, traduciéndose en una mayor productividad laboral y mejores oportunidades 
de desarrollo para los estudiantes [143-148]. Un ejemplo destacado es la experiencia de Indonesia 
movilizando recursos provenientes del boom petrolero de los 1970 para la construcción de más de 
60.000 escuelas públicas de primaria. Un influyente estudio de Esther Dufló –premio Nobel de 
economía en 2019–, encontró que esta inversión resultó en un incremento de 0,25 a 0,40 años de 
escolaridad y un aumento salarial del 3 al 5,4%. El impacto de esta política implicó un retorno 
económico entre 6,8% y 10,6% [149].

Figura 3.1: Factores clave para una ejecución presupuestaria eficiente
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Debido a las diversas opciones de inversión, es clave decidir correctamente en qué usar el presupuesto 
educativo. Sin embargo, esta decisión es sólo el comienzo de un largo proceso hasta ver los frutos de 
un gasto inteligente. Después de definir qué comprar, diversos obstáculos administrativos –como la 
burocracia, la falta de reglas claras y la ausencia de capacidades– pueden dificultar una ejecución 
eficiente del presupuesto educativo, o incluso llevar a una subejecución presupuestaria, impidiendo 
la implementación oportuna de mejoras planificadas. Cuando los fondos no se utilizan dentro del 
período fiscal o se ejecutan con retraso, se compromete la continuidad de programas y se limitan los 
avances en la calidad educativa.

El Programa de Gasto Público y Rendición de Cuentas (PEFA, por sus siglas en inglés) –una 
herramienta internacional que permite evaluar la calidad de la ejecución presupuestaria– muestra 
que ALC enfrenta desafíos persistentes en la gestión de finanzas públicas, especialmente en temas 
relacionados a retrasos administrativos y la falta de auditorías internas. 

Según el informe regional PEFA de 2021, el 67% de los países de la región obtuvieron calificaciones de 
‘C’ o ‘D’ (las más bajas en la escala) en el indicador de efectividad de auditoría interna, y un 58% 
mostró deficiencias graves en la puntualidad de la ejecución presupuestaria, con retrasos que 
superaron el 15% del calendario fiscal programado. Por ejemplo, en Honduras, el informe PEFA señaló 
que “sólo el 40% de las entidades públicas con presupuesto asignado cumplieron con el mínimo de 
dos auditorías internas anuales requeridas”, lo que compromete significativamente la capacidad de 
supervisión del gasto educativo. En este contexto, examinar las distintas formas en que se organiza 
la ejecución presupuestaria escolar en la región resulta clave para identificar estrategias que mejoren 
la eficiencia del gasto educativo [150]. 

MODELOS DE EJECUCIÓN: CENTRALIZACIÓN
VS. AUTONOMÍA LOCAL
En la región prácticamente no existen modelos que otorguen una autonomía total a las entidades 
locales para decidir en qué y cómo invertir el 100% de los recursos destinados a la educación. En la 
mayoría de los casos, la ejecución presupuestaria combina decisiones de gasto que se toman en 
distintos niveles de gobierno. Así, en la práctica, muchos sistemas educativos de la región operan con 
distintos modelos híbridos que buscan aprovechar lo mejor de ambos enfoques. 

En estos sistemas mixtos, la decisión sobre qué comprar puede involucrar a distintos niveles de 
gobierno y actores escolares, permitiendo que el conocimiento local ayude a definir las necesidades 
más urgentes. Mientras tanto, el quién compra se determina en función del tipo de adquisición. Por 
ejemplo, en el caso de la alimentación escolar, los alimentos no perecibles se pueden gestionar a 
nivel central para garantizar estándares de calidad y economías de escala, mientras que otros, como 
productos frescos, se pueden adquirir localmente. 

Al final, el objetivo de muchos gobiernos es lograr una estructura de gobernanza que aproveche los 
beneficios de una ejecución centralizada –como lograr ahorros por grandes compras y acceso a una 
mayor variedad de proveedores– y, al mismo tiempo, obtener las ventajas asociadas a una ejecución 
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local, basada en una mayor cercanía y conocimiento de las necesidades de las comunidades 
escolares.

La participación de los niveles locales en la ejecución de recursos puede ser altamente beneficiosa, 
ya que incorpora las perspectivas de profesionales más cercanos a los estudiantes, permitiendo 
inversiones mejor focalizadas en la solución de problemas específicos [151-155]. Estos beneficios son 
aún mayores en escuelas que atienden a comunidades con necesidades educativas particulares, 
donde se requieren servicios especializados [13]. Los profesionales locales, al tener un conocimiento 
profundo del contexto cultural y socioeconómico de sus estudiantes, pueden implementar 
soluciones más pertinentes. En comunidades indígenas, rurales o de alta vulnerabilidad social, esta 
cercanía facilita la identificación de prioridades y la ejecución de intervenciones alineadas con sus 
necesidades.

Al mismo tiempo, el empoderamiento de administradores locales, profesores y otros integrantes de 
la comunidad escolar puede aumentar el compromiso con la búsqueda de formas innovadoras de 
gestionar recursos, la disposición del personal para realizar reformas profundas, tanto en los 
procesos financieros como pedagógicos, y la probabilidad de que la comunidad local genere y 
procese información más detallada de sus prácticas administrativas y pedagógicas [156, 157]. Dada 
la cercanía entre administradores, profesores, estudiantes y familias, la implementación de 
innovaciones y nuevas prácticas sería presumiblemente más transparente y fácil de comprender 
para la comunidad escolar, en comparación con modelos basados en datos e indicadores definidos 
a nivel central [157, 158]. 

Sin embargo, las capacidades de gestión varían significativamente entre las escuelas, lo que puede 
debilitar los beneficios de una ejecución descentralizada y profundizar las desigualdades 
educativas. La falta de formación en gestión financiera y adquisiciones puede derivar en compras 
inadecuadas, precios poco competitivos o retrasos en la entrega, afectando la calidad del servicio 
educativo [158-161].

Un sistema centralizado de ejecución presupuestaria, en cambio, permite reducir costos al negociar 
contratos a gran escala o al acceder a más proveedores, disminuyendo precios unitarios y generando 
ahorros significativos. La otra cara de la moneda es que esas decisiones no siempre están en sintonía 
con las necesidades concretas de las comunidades escolares. 

La experiencia en la región muestra que la clave para una buena ejecución no está sólo en el diseño 
del modelo, sino en su implementación: la capacidad de gestión, la transparencia en los procesos y 
los incentivos para una ejecución eficiente, juegan un papel determinante en su éxito.

A continuación identificamos las principales prácticas de ejecución presupuestaria en ALC, donde 
existen al menos tres modelos de ejecución presupuestaria, diferenciados por quién ejecuta a nivel 
administrativo y el grado de autonomía local. Los tres tienen potencial de mejora, y ninguno obtiene 
resultados inherentemente superiores a los otros, ya que su efectividad depende en gran medida del 
contexto institucional en el que se implementan.
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Ejecución centralizada, sin autonomía financiera local

Hablamos de ejecución centralizada cuando el nivel central tiene gran o total injerencia tanto en la 
decisión de qué comprar como en la adquisición misma. En su forma más estricta, el gobierno central 
define las necesidades y realiza directamente las compras. Sin embargo, en algunos casos, los niveles 
locales pueden tener una participación limitada en el proceso.

Este enfoque busca preservar la equidad en la distribución, nivelar estándares de calidad y ejercer un 
mayor control sobre el gasto. Sin embargo, reduce la flexibilidad local para responder a contextos 
particulares.

La contratación docente es el ejemplo más común de centralización en ALC, donde el nivel central 
determina tanto el número de plazas, sus características y las remuneraciones de los maestros. Este 
modelo predomina en la región y busca garantizar una distribución equitativa del personal docente. 
Como se señala en un estudio del BID de 2020, “la centralización de la contratación docente en 
América Latina surge como respuesta a la necesidad de profesionalizar y estandarizar la selección 
docente, aunque con resultados mixtos en términos de eficiencia” [22].

En Ecuador, el Ministerio de Educación utiliza una norma técnica que calcula la plantilla óptima de 
maestros por cada escuela, considerando variables como el nivel educativo, la proporción de 
estudiantes por docente y las horas de clase requeridas. La selección y asignación de docentes se 
realiza a través de una plataforma centralizada, donde un algoritmo minimiza la discrecionalidad, 
maximiza la calidad docente y asegura que los recursos sean distribuidos de manera eficiente 
(seleccionando a los mejores docentes) [162]. Como explica Magali Ramos Jarrin, ex subsecretaria de 
Educación del ministerio a cargo del proceso, “el sistema automatizado nos permite asignar más de 
30.000 plazas docentes en cuestión de minutos, algo que antes tomaba meses y estaba sujeto a 
presiones políticas”. La contracara de este modelo es que las escuelas tienen poca o ninguna 
incidencia en el proceso, lo que puede limitar la respuesta a necesidades locales específicas.

En Perú, la contratación de docentes permanentes sigue una lógica centralizada similar a la de 
Ecuador. Sin embargo, en el caso de maestros temporales son las UGEL las responsables de adjudicar 
las plazas docentes en sus respectivas jurisdicciones [162].

Este modelo combina la estandarización de criterios a nivel central con cierta flexibilidad 
administrativa a nivel local, permitiendo que las UGEL gestionen la contratación de docentes 
temporales dentro de un marco normativo definido. Sin embargo, su efectividad depende en gran 
medida de la capacidad de gestión de estas unidades para garantizar procesos eficientes y asegurar 
que los docentes seleccionados cumplan con los estándares establecidos por el Ministerio de 
Educación. 

Aunque la ejecución centralizada busca garantizar orden y control en la gestión de recursos, no 
siempre está libre de inconvenientes. En algunos casos, la toma de decisiones puede verse 
influenciada por factores políticos o sindicales, afectando la transparencia y la eficiencia del proceso. 
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En República Dominicana, el proceso de asignación de docentes no sólo es centralizado, sino que 
parte de una negociación política. Un alto funcionario del sistema educativo dominicano cuenta que 
el departamento de “Recursos Humanos del Ministerio de Educación se sienta en una mesa con el 
sindicato nacional [de docentes] y deciden dónde abrir nuevas vacantes y a qué escuelas asignar a 
los nuevos docentes y directores. No hay criterios técnicos claros ni transparencia en el proceso”.

En México, la influencia sindical es aún más profunda. Como relata un ex funcionario estatal: “El 
sindicato siempre estaba involucrado en el proceso. En algunos casos trabajábamos en conjunto para 
establecer las vacantes y asignar maestros, pero en otros casos el sindicato directamente nombraba 
a los funcionarios que tomarían estas decisiones”.

En 2013 ese país realizó una reforma que estableció procesos de selección basados en el mérito y 
asignaciones más transparentes mediante un Servicio Profesional Docente. Esta reforma redujo 
significativamente la influencia sindical en la contratación y asignación docente, implementando 
evaluaciones obligatorias para la selección y promoción de maestros a través del Instituto Nacional 
para la Evaluación de la Educación (INEE), un organismo autónomo. Sin embargo, en mayo de 2019 el 
gobierno del presidente Andrés Manuel López Obrador impulsó una contrarreforma que eliminó las 
evaluaciones obligatorias para docentes, disolvió el INEE y lo reemplazó por una comisión con menor 
autonomía, devolviendo considerable influencia a los sindicatos de educadores. 

Existen casos intermedios con procesos más transparentes, pero menos eficientes. Un funcionario 
público a cargo del proceso en un estado del nordeste de Brasil describe: “Primero ranqueamos los 
docentes según sus puntajes en el concurso. Luego los llamamos uno por uno para mostrarles las 
vacantes disponibles. Muchos visitan las escuelas antes de decidir, y el proceso de asignación puede 
tomar semanas, generando mucha incertidumbre, tanto para las escuelas como para los candidatos”. 
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Estos casos muestran que la ejecución centralizada puede promover la equidad y transparencia, sobre 
todo cuando se implementan sistemas digitales y criterios técnicos claros, como en Ecuador. Sin 
embargo, la experiencia regional también revela dos desafíos importantes. Primero, en varios países los 
procesos centralizados están altamente politizados, con una fuerte influencia de grupos de interés 
como los sindicatos de maestros. Segundo, incluso en sistemas más transparentes, los procesos suelen 
ser ineficientes y burocráticos, como muestran las largas audiencias públicas en Brasil.

Ejecución local con autonomía limitada

Este modelo otorga a las entidades locales cierta autonomía para decidir qué comprar y cómo 
hacerlo. Sin embargo, esta autonomía está limitada de dos formas principales: restricciones sobre las 
categorías de insumos que se pueden adquirir y reglas de gasto que imponen lineamientos estrictos 
para la adquisición. Estas condiciones surgen por la desconfianza entre el nivel central y local, la 
percepción de una capacidad de gestión limitada a nivel local, y la falta de mecanismos de monitoreo 
que reduzcan los riesgos de malversación de fondos o corrupción. 

Dependiendo de las categorías de gasto, la autonomía presupuestaria varía mucho entre los países de 
ALC. En Guyana las escuelas tienen autonomía en dos áreas específicas: materiales y alimentación 
escolar. Para los materiales escolares el gobierno entrega un subsidio por alumno que el director de 
escuela puede ejecutar con pocas restricciones. En cambio, el proceso para la alimentación escolar es 
más complejo. Las escuelas identifican sus necesidades y las envían a las oficinas regionales, que 
consolidan las solicitudes y realizan compras masivas para aprovechar economías de escala. Las 
escuelas deben mantener registros detallados del uso de estos insumos para asegurar la transparencia.

En Guatemala las juntas escolares de apoderados tienen una amplia autonomía para gestionar tanto 
los materiales escolares como la alimentación de los alumnos. Sin embargo, este proceso suele verse 
afectado por intereses políticos locales. Como relata un ex alto funcionario del gobierno: “Los 
diputados frecuentemente intentaban influir en las compras a nivel local, presionando a las juntas 
escolares para que compraran alimentos y materiales a personas que los habían apoyado en 
campañas [políticas] o a sus familiares”.

Aun cuando las entidades locales manejen recursos significativos, las reglas de gasto estipuladas por 
el gobierno central pueden limitar su autonomía real. En Perú, las UGEL reciben presupuestos 
preasignados, sin poder reasignarlos según sus propias necesidades. El programa ‘Compromisos de 
Desempeño’ entrega recursos adicionales de libre disposición, pero éstos representan una fracción 
mínima del presupuesto total. Así, la capacidad real de las UGEL para priorizar ciertas ejecuciones 
presupuestarias sigue siendo limitada.

Incluso con recursos limitados, otorgar una mayor autonomía presupuestaria puede empoderar a las 
comunidades escolares. En México el programa La Escuela es Nuestra transfiere recursos 
directamente a los Comités Escolares de Administración Participativa. Los recursos son limitados, 
entre USD 10.000 y USD 30.000 al año según el tamaño de la escuela, pero el programa prioriza 
comunidades marginadas y fomenta la participación en la toma de decisiones. Este enfoque ha 
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ayudado a que las comunidades tengan un mayor control sobre su infraestructura y condiciones de 
enseñanza, promoviendo un sentido de pertenencia y corresponsabilidad. Sin embargo, un 
funcionario estatal advierte: “Aunque el programa fortalece el control local y la participación de los 
padres, lo cual es positivo para el país, enfrenta desafíos importantes: la selección de escuelas 
beneficiarias a menudo responde a prioridades políticas más que a necesidades reales, y hemos 
documentado casos donde los fondos no se han utilizado adecuadamente”.

Ejecución local acompañada de alta autonomía presupuestaria

Pocos sistemas educativos en la región otorgan a las entidades locales una alta autonomía 
presupuestaria. Este modelo permite que las unidades locales gestionen con flexibilidad una parte 
significativa de su presupuesto, entregando a los actores locales amplia libertad en la gestión 
financiera, pudiendo éstos elegir qué servicios e insumos adquirir.

Chile representa un ejemplo de autonomía tanto en lo que se puede comprar como en la forma de 
hacerlo. El gobierno distribuye el dinero a través de diversas subvenciones, siendo la Subvención 
General la principal, que se calcula según la asistencia de estudiantes. Antes de 2016, los administradores 
escolares (sostenedores) podían usar estos fondos con gran libertad, incluso para actividades no 
directamente relacionadas con la educación, como obtener ganancias personales o pagar a empresas 
vinculadas. Había poca supervisión y no se exigía justificar cada gasto. Sin embargo, la Ley de Inclusión 
Escolar (2016) cambió esta situación, estableciendo que el dinero debe usarse exclusivamente para 
fines educativos, prohibiendo el lucro y exigiendo mayor transparencia. La Superintendencia de 
Educación ahora supervisa estos recursos para asegurar que beneficien realmente a las escuelas.

Jamaica y Barbados también tienen un alto grado de autonomía local, aunque con más restricciones 
que las de Chile. En Jamaica las escuelas tienen autonomía para contratar docentes, pero deben 
obtener la aprobación del Ministerio de Educación, que paga los salarios. En Barbados las escuelas 
reciben recursos para la contratación docente, pero no pueden reasignar esos fondos a otras áreas. 
Estas restricciones muestran cómo, incluso en sistemas con mayor autonomía, las limitaciones para 
reasignar fondos reducen la flexibilidad del sistema escolar.

La experiencia regional con estos tres modelos de ejecución presupuestaria revela distintos trade-
offs entre centralización y autonomía local. En el modelo centralizado, como la contratación docente 
en Ecuador, se priorizan los estándares de calidad y la equidad, aprovechando economías de escala, 
pero se limita la capacidad de respuesta a las necesidades locales. El modelo de autonomía limitada, 
como el de las UGEL de Perú, permite una mayor adaptación local, pero suele generar procesos 
burocráticos complejos que dificultan la toma de decisiones. El modelo de alta autonomía, como el 
de Chile, ofrece mayor flexibilidad y adaptación local, pero requiere capacidades técnicas 
especializadas y robustos sistemas de monitoreo para evitar ineficiencias.

La evidencia empírica sobre cuál modelo produce mejores resultados aún es limitada, pero el análisis 
comparado de estas experiencias permite avanzar hacia el diseño de arreglos institucionales más 
eficaces. 
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DESAFÍOS EN LA EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA
La ejecución del presupuesto educativo es un proceso complejo que enfrenta múltiples desafíos que 
afectan su efectividad. Los principales son una burocracia educativa excesiva, ciclos presupuestarios 
desalineados al tiempo efectivo de ejecución para ciertas inversiones, la carencia de capacidades 
técnicas de quienes toman decisiones a nivel local, y el riesgo de corrupción o apropiación indebida 
de los fondos educativos. Comprender estos retos es clave para avanzar hacia sistemas de 
financiamiento educativo más ágiles y efectivos. 

Una burocracia excesiva

Un funcionario de la Secretaría de Educación de São Paulo cuenta una anécdota que resume muy 
bien lo que es una burocracia excesiva. “Antes, las compras de materiales escolares eran centralizadas, 
lo que generaba muchos problemas. Nos correspondía definir las especificaciones técnicas, pero no 
teníamos un departamento con la capacidad para hacerlo. Nadie quería asumir el riesgo de 
especificar algo tan simple como un bolígrafo. Nos esforzamos en establecer 32 atributos para los 
bolígrafos, desde el material de la bolilla hasta el diseño del cuerpo y el tamaño. Aunque garantizaba 
calidad, también ralentizaba el proceso de compra”. 

Las regulaciones y normativas en la ejecución presupuestaria pueden cumplir un doble papel: por 
un lado, son herramientas clave para orientar las decisiones hacia buenas prácticas y fomentar la 
transparencia; por otro, pueden convertirse en barreras que limitan la flexibilidad, eficiencia y 
eficacia de las compras públicas y su ejecución. Aunque los marcos normativos buscan estandarizar 
y organizar la gestión financiera, en muchos casos generan procedimientos excesivamente 
complejos que incrementan los costos administrativos y desmotivan a los profesionales, 
especialmente a nivel local.

En ALC las regulaciones buscan garantizar el uso adecuado de los recursos públicos. Sin embargo, en la 
práctica, también pueden generar demoras, ineficiencias y sobrecostos en la ejecución del presupuesto 
educativo. Un estudio reciente analizó el impacto de diferentes niveles de regulación en la eficiencia de 
las compras públicas. Aprovechando la normativa del gobierno federal de Estados Unidos, que permite 
más discreción en compras menores a USD 150 mil, pero impone regulaciones estrictas para montos 
superiores, el estudio evidenció que una mayor burocracia reduce en casi un 10% la cantidad de 
contratos celebrados. Además, las regulaciones excesivas afectan la calidad del proceso de compra, 
incrementando el número de modificaciones contractuales tras la firma inicial, la probabilidad de 
incumplimiento, el pago de sobreprecios y los retrasos en la entrega de insumos y servicios [163].

A pesar de estos desafíos, algunos sistemas de ejecución presupuestaria en la región han logrado 
simplificar los procesos de compra sin comprometer la calidad ni aumentar los costos. Por ejemplo, 
varios países han adoptado portales de compra, donde los proveedores deben registrarse 
previamente para ofrecer sus productos o servicios a las instituciones educativas. Este mecanismo 
aumenta la transparencia, pero puede encarecer ciertas compras. Un miembro de una junta escolar 
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en San José, Costa Rica, señala que “comprar únicamente a proveedores acreditados es muy 
limitante ya que excluye opciones locales más económicas de calidad similar. Por ejemplo, los 
productos agrícolas de mercados comunitarios son más frescos, saludables y baratos”. Sin embargo, 
el uso del portal permite que todas las transacciones queden registradas en un sistema de 
información, facilitando la rendición de cuentas. 

Otro ejemplo es el de la Ciudad de São Paulo, Brasil que reformó su sistema de adquisición de 
materiales escolares tras enfrentar problemas con un modelo de compras centralizadas. Para 
solucionarlos, se implementó el programa “Kit Escolar DuePay”, que otorga recursos directamente a 
las familias para compra de materiales y uniformes escolares (para más detalles sobre esta iniciativa, 
ver Capítulo 2). 

La burocracia excesiva no sólo dificulta la gestión administrativa, sino que también genera 
incertidumbre, lo que lleva a los responsables de la ejecución presupuestaria a adoptar decisiones 
conservadoras por temor a no cumplir con las normativas. En Chile, las escuelas que administran la 
SEP frecuentemente optan por compras innecesarias o sub-ejecutan el presupuesto por miedo a 
cometer errores. Un director en Alto Hospicio, una ciudad en el norte del país, lo describe así: “A veces 
compramos cosas que no necesitamos urgentemente, como pizarras electrónicas adicionales, 
simplemente porque están dentro de las categorías aprobadas. Es más seguro adquirir algo que 
sabemos que será aceptado en la rendición de cuentas que arriesgarnos con algo más innovador que 
podría ser cuestionado” [122]. 

La ciudad de Bogotá, Colombia, ha desarrollado un modelo innovador para reducir la carga 
burocrática sin comprometer la transparencia. En 2023, con apoyo técnico y monetario del BID, 
implementó el Sistema de Información de Recursos (SIDRE). Esta plataforma digital permite a los 
directores de las 406 escuelas públicas de la capital colombiana gestionar de manera eficiente la 
adquisición de insumos educativos. 

“La burocracia excesiva no sólo dificulta
la gestión administrativa, sino que también 
genera incertidumbre, lo que lleva a los 

responsables de la ejecución presupuestaria
a adoptar decisiones conservadoras por temor 

a no cumplir con las normativas”.
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El SIDRE opera en dos etapas: primero, las escuelas eligen los materiales que necesitan de un 
catálogo previamente definido por la Secretaría de Educación; luego, la Secretaría centraliza la 
compra de los insumos. El sistema agiliza los procesos administrativos al consolidar rápidamente las 
necesidades escolares en una sola plataforma. Además, introduce un mecanismo de priorización: 
cada escuela recibe una cantidad de puntos y debe distribuirlos estratégicamente en función de sus 
requerimientos, ya que cada material tiene un costo en puntos asignados. De esta manera, se 
optimiza la toma de decisiones y se evita la adquisición innecesaria de insumos. 

Gracias a este enfoque digital, Bogotá ha logrado minimizar retrasos y mejorar la eficiencia en la 
ejecución del presupuesto educativo, demostrando que la simplificación de procesos puede ser 
compatible con altos estándares de transparencia y control [164].

Ciclos presupuestarios no sincronizados

Los ciclos presupuestarios del gobierno, lejos de ser meros aspectos administrativos, tienen un impacto 
profundo en la ejecución del gasto educativo. La falta de sincronía entre los tiempos fiscales y las 
necesidades del sistema escolar genera demoras, decisiones apresuradas y subejecución de fondos, 
afectando la construcción de nuevas infraestructuras, así como la entrega de materiales y de servicios 
esenciales.

Así, la forma en que los gobiernos planifican, aprueban, asignan y ejecutan el presupuesto a lo largo 
del año –e incluso a lo largo de un período de gobierno– tiene un impacto directo en la calidad y 
ejecución del gasto. Como cualquier otro presupuesto fiscal, el de educación sigue un ciclo anual con 
etapas definidas: formulación, aprobación, asignación, ejecución y rendición de cuentas). Pero en la 
práctica, los tiempos administrativos del gobierno central no siempre están sincronizados con las 
necesidades del sistema educativo.

Cuando alguno de estos pasos se retrasa –por ejemplo, si la decisión sobre qué comprar no se toma 
a tiempo o si la aprobación del presupuesto ocurre tarde en el año fiscal– la disponibilidad de los 
fondos se atrasa. Esto genera una ejecución comprimida, en la que los recursos deben gastarse en 
plazos reducidos, afectando la calidad de las decisiones. En otros casos, las reglas fiscales pueden 
imponer restricciones al uso de fondos no ejecutados dentro del año, lo que lleva a compras 
apresuradas y poco estratégicas en los últimos meses del período presupuestario.

Varios estudios han documentado el fenómeno conocido como la “fiebre de diciembre”. Se trata de 
un patrón recurrente en el que los gobiernos aumentan drásticamente la ejecución presupuestaria 
hacia el final del año fiscal, con el fin de evitar la pérdida de los fondos no utilizados. Esto, por cierto, 
puede comprometer la calidad de los bienes y servicios adquiridos y ejecutados [165-167]. Por 
ejemplo, un estudio sobre la ejecución presupuestaria del gobierno federal de Estados Unidos 
encontró que el gasto en la última semana del ciclo presupuestario es 4,9 veces mayor que el 
promedio de semanas anteriores. Además, los contratos realizados en este periodo tienen una 
calidad significativamente menor, reflejada en sobrecostos, retrasos en la implementación y mayor 
riesgo de fallas en los proyectos financiados [168].
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Un claro caso de la desconexión entre los ciclos presupuestarios anuales y las necesidades educativas 
en terreno es el de obras de infraestructura. La falta de flexibilidad en la asignación de fondos puede 
generar desajustes entre la planificación y la ejecución, afectando la entrega de nuevas escuelas, 
remodelaciones o mejoras esenciales. Un estudio de la OCDE de 2017 reveló que, en Chile, el 20% de 
las inversiones en infraestructura educativa ejecutadas a nivel central no se realizaron a tiempo 
debido a atrasos administrativos y a la imposibilidad de trasladar fondos de un año fiscal al siguiente.

Los períodos electorales y los cambios de gobierno también afectan la ejecución presupuestaria. En 
muchos países la transición entre gobiernos genera incertidumbre sobre la continuidad de 
programas y proyectos, lo que a su vez impacta la asignación y ejecución de los fondos. Cuando un 
nuevo ministro de Educación asume el cargo, las direcciones ministeriales tienden a “esperar” las 
aprobaciones de la nueva autoridad, antes de continuar con la ejecución presupuestaria. En algunos 
países es un fenómeno recurrente. Un caso extremo es el de Perú, donde entre 2017 y 2022 se 
nombraron 11 ministros de Educación, lo que provocó una constante desarticulación de las políticas 
educativas y retrasos en la implementación de programas, afectando la estabilidad y efectividad del 
sector [169, 170]. 

Para mitigar estos problemas, es fundamental avanzar hacia mecanismos que permitan una mayor 
flexibilidad en la ejecución presupuestaria, estabilidad en la gestión del gasto y mayor independencia 
de los ciclos políticos. Uruguay es un ejemplo destacado en la región. Ese país tiene un presupuesto 
educativo quinquenal, que brinda mayor flexibilidad para ejecutar proyectos de largo plazo y reduce 
la presión de los ciclos anuales [11].

Carencia de capacidades técnicas

Un desafío clave para una ejecución eficiente es la capacidad y conocimientos técnicos de los actores 
involucrados en los procesos de compras y ejecución. Muchas veces, la falta de formación técnica, 
conocimientos financieros y experiencia en procesos de adquisición pueden llevar a decisiones que 
afectan tanto la calidad del gasto como su implementación en las escuelas. Un innovador estudio 
realizado en los Estados Unidos en 2020 encontró que la muerte inesperada de administradores 
públicos de alta productividad reduce la calidad de los contratos públicos y aumenta los atrasos en 
pagos, el pago de sobrecostos y las renegociaciones con proveedores [171].

Uno de los primeros retos que enfrentan quienes ejecutan el presupuesto es decidir qué bienes y 
servicios adquirir con los recursos disponibles. En muchos casos, la ausencia de criterios claros o 
conocimientos técnicos adecuados limita la capacidad de evaluar qué insumos tendrán el mayor 
impacto educativo. Esto puede derivar en varios problemas, como adquirir insumos que no 
responden a las necesidades reales de las escuelas. También lleva a que las decisiones estén más 
influenciadas por ofertas del mercado o la presión de ciertos sectores educativos o políticos, en vez 
de basarse en un análisis riguroso de las necesidades educativas.

Pero no basta con decidir qué comprar, sino también es clave saber cómo hacerlo correctamente, 
asegurando que el proceso administrativo cumpla con las normativas y garantice la entrega oportuna 



112

/ GASTO INTELIGENTE EN EDUCACIÓN ESCOLAR EN AMÉRICA LATINA Y EL CARIBE

de los bienes y servicios adquiridos. La contratación pública implica procedimientos complejos que 
requieren conocimientos en normativas, gestión financiera y experiencia en la administración de 
contratos. Cuando la capacidad técnica para ejecutar estos procesos es insuficiente, pueden surgir 
diversos problemas, como:

Las juntas escolares de Costa Rica ejemplifican los desafíos relacionados a la subejecución. Un 25% de 
estas entidades ejecutaron menos del 90% del presupuesto asignado. Las juntas que reciben menores 
cantidades de recursos tienden a mostrar mayores porcentajes de subejecución. En general, los 
problemas de ejecución presupuestaria son más evidentes en las comunidades escolares ubicadas en 
zonas de alta vulnerabilidad [8]. Estas diferencias en la calidad de la ejecución presupuestaria se 
explican, al menos en parte, por la brecha entre las capacidades técnicas requeridas para gestionar 
recursos educativos y las capacidades reales de quienes deben ejecutarlos. Las juntas están 
compuestas por voluntarios de la comunidad y más de la mitad de sus miembros no ha completado la 
educación secundaria, un porcentaje que aumenta en áreas de mayor vulnerabilidad social [8].

“Las juntas son muy eficientes en la gestión cotidiana, manejan bien los gastos de comedores y 
toman decisiones sobre asignaciones para el transporte estudiantil”, explica un funcionario que 
trabaja en la división del Ministerio de Educación que coordina las juntas a nivel nacional. “Sin 
embargo, enfrentan desafíos cuando se trata de proyectos más complejos, como la construcción de 
infraestructura, que requiere el manejo de montos significativos y capacidades técnicas para manejar 
obras y dialogar y contratar los equipos especializados para realizarlas. Aunque los miembros de las 
juntas demuestran gran compromiso, muchos carecen de la capacitación técnica necesaria para 
estos proyectos mayores. Además, existe una preocupación considerable sobre el manejo de fondos 
públicos y las responsabilidades legales que esto conlleva”.

Este desafío se repite en varios países de la región donde se asignan responsabilidades similares a 
comités de padres. En Guatemala, los recursos para alimentación escolar se transfieren directamente 
a las Organizaciones de Padres de Familia (OPF), cuyos miembros no reciben capacitación obligatoria 
en gestión administrativa antes de asumir sus roles, lo que genera desafíos pese al apoyo puntual de 
delegados regionales. En contraste, en República Dominicana las juntas descentralizadas –que 
incluyen al director escolar y representantes del consejo de padres– sí reciben formación en gestión 
administrativa. Sin embargo, su alcance es más limitado: gestionan sólo entre 2,5% y 4% del 
presupuesto educativo para gastos menores y mantenimiento preventivo, mientras que las 
inversiones mayores permanecen bajo control central.

Demoras en la ejecución, 
lo que retrasa la entrega

de bienes y servicios
a las escuelas.
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adjudicación de 
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la transparencia
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fondos no se utilicen 

completamente.
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El riesgo de corrupción y apropiación indebida

Cuando las reglas no son del todo claras y los procesos de contratación de servicios son poco 
transparentes, pueden surgir problemas graves que afectan la eficacia y ejecución del gasto público, 
así como la confianza social en el sistema escolar.

Uno de los principales riesgos es la corrupción, que puede derivar en la compra de bienes y servicios 
innecesarios o a precios excesivos, desviando recursos que deberían destinarse a mejorar la 
educación. Investigaciones y auditorías en distintos países han demostrado que la opacidad y el uso 
indebido de fondos afectan la equidad, eficiencia y transparencia del sistema escolar [172]. Estudios 
realizados en Colombia y Argentina, por ejemplo, han identificado un patrón común: a medida que 
se acercan las elecciones, los candidatos en el poder aumentan la asignación de contratos de 
infraestructura escolar a empresas vinculadas a sus campañas [173, 174]. De manera similar, 
entrevistados para este libro señalaron un caso en otro país de la región donde autoridades locales y 
diputados influyen en la selección de proveedores escolares, favoreciendo a personas cercanas que 
podrían canalizar luego parte de estos fondos hacia campañas electorales.

En Brasil, por ejemplo, el escándalo de la “Mafia da Merenda” en 2016 y la “Operación Prato Feito” en 
2018 revelaron prácticas fraudulentas en las licitaciones y sobreprecios en la compra de alimentos 
para las escuelas públicas. El Programa de Alimentación Escolar de Colombia fue protagonista de un 
escándalo en 2016, cuando millones de dólares destinados a esta iniciativa fueron desviados mediante 
sobrecostos y la compra de insumos que, en algunos casos, nunca llegaron a las escuelas. En Perú, 
una investigación de 2024 expuso que trabajadores del programa Qali Warma recibieron sobornos 
de un proveedor para encubrir la distribución de alimentos de baja calidad. En México, la iniciativa 
“Mejora tu Escuela” usó datos del Ministerio de Educación y retroalimentación de los padres para 
descubrir en 2013 el desvío de fondos a “maestros fantasmas”, que existían sólo sobre el papel, pero 
que recibían regularmente salarios [175].

La interferencia política también ocurre al momento de decidir a quién contratar en el sector 
educativo. En República Dominicana, una ex secretaria de educación de la Asociación Dominicana 
de Profesores sostuvo que “el problema del clientelismo político en nuestro país es preocupante. En 
muchos casos se han contratado docentes sin que ni siquiera tengan licenciatura en Educación. Esta 
práctica no sólo viola la Ley General de Educación, sino que también afecta la calidad educativa, ya 
que quienes aceptan estos contratos temporales no reciben garantías laborales básicas y, a menudo, 
carecen de la formación necesaria para ofrecer una enseñanza de calidad”. En la misma línea, pero a 
nivel local, una directora de una escuela en Chocó, Colombia, relata que “el gobernador me envió dos 
docentes temporales. Cuando le expliqué que no los necesitábamos, simplemente me dijo que les 
encontrara algo que hacer”. 

Reportes e investigaciones periodísticas en distintos países han identificado otras irregularidades en 
la ejecución del presupuesto educativo. Auditorías realizadas por la Contraloría General de Chile, por 
ejemplo, han revelado que varios millones de dólares de los fondos de la SEP –destinados a 
estudiantes vulnerables– no fueron registrados correctamente en los libros contables o fueron 
usados para servicios no relacionados con la educación, tales como servicios de telefonía celular de 
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trabajadores municipales, asesorías comunicacionales y honorarios para escuelas de verano [176, 177]. 
Y la Contraloría de Ecuador documentó recientemente anomalías en la distribución de textos 
escolares por parte del Ministerio de Educación. Los registros muestran que siete escuelas recibieron 
una cantidad de libros que superaba en 70 veces el número de estudiantes matriculados en éstas 
[178, 179].

Dada esta realidad, uno de los retos más importantes que enfrentan los países de la región es 
establecer procesos de compra más transparentes y crear incentivos que eviten el clientelismo 
político. Sin información clara y detallada sobre el uso de los recursos, resulta difícil evaluar si las 
inversiones están generando los resultados esperados en términos de calidad educativa u otros 
indicadores clave. Esta falta de información y rendición de cuentas refuerza un círculo vicioso de 
desconfianza, menor participación de la comunidad y menor control ciudadano sobre la manera en 
que se ejecuta el presupuesto.

ESTRATEGIAS PARA MEJORAR LA EJECUCIÓN 
PRESUPUESTARIA
Para dar un salto cualitativo en la ejecución presupuestaria hay que poner foco en las personas. 
Lograr resultados depende en gran medida de las competencias y el desempeño de quienes 
participan en toda la gestión del sistema escolar.

Fortalecer las capacidades de gestión financiera educativa

En esta sección abordaremos estrategias para fortalecer esas capacidades a través de una mayor 
formación y capacitación, criterios de selección de personal, asesorías y asistencia técnica, y acceso 
a herramientas de apoyo.

Programas de formación y capacitación
Los programas de formación en el ámbito de la ejecución deberían proporcionar a directivos, 
administradores escolares y funcionarios públicos las herramientas necesarias para mejorar la 
planificación y ejecución del gasto. Esto incluye capacitaciones sobre normativas presupuestarias, 
métodos de adquisición eficientes y procesos de licitación, asegurando el cumplimiento de las 
regulaciones y la transparencia en la gestión de recursos. Además, es clave desarrollar competencias 
en el análisis de datos, permitiendo a los participantes interpretar información sobre brechas 
educativas, costos y evaluaciones de impacto con el fin de fundamentar de manera más sólida sus 
decisiones de compra.

Un ejemplo en este sentido es el Programa de Formación de Directivos Escolares (PROGEPE) del 
estado de Pernambuco, Brasil. Esta capacitación se inició en 2012 y es obligatoria para todos los 
directores de escuela. En 2022 se amplió la duración del curso de 60 a 72 horas e incorporó módulos 
específicos sobre eficiencia del gasto con el apoyo técnico y financiero del BID. Un aspecto innovador 
es que los nuevos módulos enfocados en el gasto escolar aportaron, por primera vez, no sólo 
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información sobre cómo funciona la estructura de financiamiento de la educación a nivel nacional y 
estatal, sino que también posicionaron al gestor escolar como protagonista en las decisiones internas 
de gasto en su escuela. Esto incluye la asignación de docentes y actividades prácticas que involucran 
decisiones presupuestarias a nivel escolar, fortaleciendo los conceptos de equidad y eficiencia [180]. 
Actualmente, el Ministerio de Educación de Brasil está implementando un plan para expandir este 
curso a nivel nacional mediante una plataforma virtual.

Otros países también han desarrollado iniciativas de capacitación, aunque de menor alcance. En la 
República Dominicana se exige a los actores educativos regionales, distritales y de las escuelas 
participar en cursos sobre descentralización y participación ciudadana en el manejo del presupuesto, 
brindándoles lineamientos técnicos y operativos para la correcta ejecución de los recursos. En 
Jamaica los directores reciben capacitación antes de asumir sus funciones, garantizando que 
comprendan los marcos normativos y objetivos financieros, así como las responsabilidades asociadas 
a la gestión y ejecución del gasto escolar. 

Experiencias internacionales muestran que combinar formación con apoyo técnico especializado 
puede mejorar la gestión financiera en las escuelas. En Dinamarca, cuya población no llega a los 6 
millones de habitantes, una reforma educativa de 2014 destinó USD 1,7 millones a la asociación 
nacional de padres para fortalecer la toma de decisiones presupuestarias. Este tipo de intervenciones, 
estructuradas y adaptadas al contexto de ALC, podrían fortalecer las capacidades técnicas de los 
consejos escolares, en especial en países donde éstos desempeñan un papel mayor, como en 
Guatemala, donde las OPF gestionan la ejecución de los insumos en las escuelas, pero cuyos 
miembros no reciben capacitación ni formación en gestión, o en Trinidad y Tobago, donde los 
directores cuentan con soporte administrativo. Sin embargo, según uno de los especialistas 
entrevistados, aún hay margen de mejora: “El tema de la gestión de la infraestructura escolar es un 
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desafío. Los directores deben tener un mejor conocimiento sobre temas de mantenimiento. Además, 
la industria de la construcción está mucho más estructurada”.

En esta línea, el distrito escolar de Los Ángeles, Estados Unidos, puede ser una referencia interesante. 
Este distrito ofrece capacitaciones en línea orientadas a alinear el plan académico de cada escuela 
con su presupuesto. Este entrenamiento es autoguiado y ajustado al nivel de habilidad de los líderes 
escolares, abordando temas desde la definición de metas hasta el mapeo de recursos, asegurando 
que las inversiones respondan a prioridades educativas basadas en evidencia [181]. 

Estas diversas experiencias demuestran que el fortalecimiento de capacidades es más efectivo 
cuando: (1) se adapta a las necesidades locales, (2) combina formación con apoyo técnico 
especializado, (3) utiliza metodologías variadas, incluyendo herramientas digitales, y (4) se enfoca en 
desarrollar criterios técnicos para una gestión más profesional del gasto educativo.

Las instituciones académicas también desempeñan un rol clave en fortalecer las capacidades de 
gestión financiera educativa. El Programa de Formación de Liderazgos Educacionales del Centro 
Lehmann en Brasil es una iniciativa gratuita de dos años, que capacita a secretarios de educación, 
técnicos escolares y directores, enfocándose en promover el aprendizaje y el desarrollo integral con 
calidad y equidad en sus comunidades educativas [182-184].

A nivel internacional, un referente destacado es el Certificado en Finanzas Educativas de la 
Universidad de Georgetown, en Estados Unidos. Este programa combina finanzas, economía y 
liderazgo con política pública y administración para desarrollar capacidades prácticas en la gestión 
fiscal estratégica para directores escolares y funcionarios en los distritos escolares. Forma a sus 
participantes para identificar factores de costos en la educación, en el análisis del impacto de 
políticas educativas en la equidad, el uso efectivo de información financiera y la asignación 
estratégica de recursos para lograr mejores resultados educativos. Además, el currículo de 
Georgetown ha servido de inspiración para iniciativas en América Latina, como el PROGEPE en Brasil, 
que adaptó sus principios al contexto local como parte de un convenio con el BID. 

Estudios recientes muestran que directores con conocimientos en administración, contabilidad y 
análisis de datos asignan mejor los recursos, ajustan el gasto a las necesidades escolares y logran un 
impacto positivo sostenido en la calidad educativa, con beneficios que pueden perdurar cuando los 
estudiantes ingresan al mercado laboral [185-187].

Con todo, es importante tomar en cuenta que el impacto de los programas de formación y de desarrollo 
de capacidades de gestión financiera a nivel local no es inmediato, sino un proceso que puede tomar 
años en madurar plenamente. Cuando se descentralizan las funciones financieras, el talento natural 
que existe en las comunidades locales no sólo necesita tiempo para capacitarse, sino también para 
emerger. Algunos estudios señalan que la oportunidad real de administrar recursos es lo que 
eventualmente atrae y revela a quienes tienen competencias para la gestión financiera [188, 189].

Idealmente, la capacitación financiera debería integrar esta perspectiva, ofreciendo un mayor apoyo 
y tolerancia en las etapas iniciales, con evaluaciones menos punitivas frente a los primeros errores, y 
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transitar gradualmente hacia una mayor autonomía y responsabilización individual. Este enfoque 
reconoce que la gestión financiera efectiva es tanto una cuestión de formación técnica como de 
aprendizaje en terreno [188, 189]. 

Seleccionar gestores efectivos
Diseñar sistemas de selección y reclutamiento de gestores con altas capacidades técnicas es un 
mecanismo clave para mejorar la ejecución presupuestaria, tanto a nivel gubernamental como en el 
sistema escolar. Un proceso de selección basado en mérito y competencias permite contar con 
administradores públicos mejor preparados para tomar decisiones informadas y gestionar de manera 
más eficiente los recursos [190, 191]. Múltiples estudios demuestran que procesos de reclutamiento 
que priorizan las capacidades de los postulantes por sobre sus lealtades políticas, son el pilar de 
gestiones de recursos públicos menos corruptas, más eficientes, transparentes y con mejores 
resultados [192-194].

En las últimas décadas el reclutamiento de gestores públicos altamente preparados ha sido una 
prioridad en varios países de ALC. En 2023 se creó en Chile el Sistema de Alta Dirección Pública con 
el objetivo de reducir la injerencia política en la designación de altos funcionarios públicos, incluyendo 
directores de escuela. Este modelo busca garantizar que la selección de directivos en unidades 
gestoras locales y centrales se base en criterios técnicos y de mérito. A través de concursos abiertos 
y comités de selección independientes, este sistema ha permitido mejorar la profesionalización del 
sector público, incluyendo el nombramiento de directores de servicios clave para la gestión del 
presupuesto público [195, 196].

El impacto que ha tenido este sistema se refleja en experiencias como la de una ex directora de 
escuela en Copiapó, ciudad norteña de Chile, quien describe cómo este proceso transformó la forma 
en que se designaban los líderes educativos: “Trabajé 37 años en mi escuela en Copiapó. El primer 
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director que tuve fue designado y estuvo en el cargo por 22 años. Luego, pasamos por varios 
directores sin un proceso claro, hasta que finalmente se abrió un concurso. Mis colegas me animaron 
a postular, pero al principio dudé porque no creía que fuera un proceso realmente competitivo. Aun 
así, participé…incluso tuve que viajar hasta Santiago para una entrevista. Finalmente, gané el 
concurso y fui directora durante más de cuatro años”. 

En Colombia los concursos para seleccionar a directivos incluyen evaluaciones que miden 
competencias académicas, habilidades en gestión de recursos y conocimiento de administración 
financiera. Este enfoque garantiza que los directores contratados destaquen no sólo en lo pedagógico, 
sino también en la administración de los fondos educativos [197]. En países como Argentina, Brasil, 
Ecuador y Perú también se observan avances hacia sistemas de reclutamiento más transparentes y 
objetivos [198, 199]. 

Los sistemas escolares también podrían introducir criterios más estructurados para seleccionar a los 
miembros de los consejos escolares, asegurando que éstos cuenten con las capacidades necesarias 
para desempeñar sus funciones. En Costa Rica los integrantes de las Juntas de Educación y 
Administración sólo deben cumplir requisitos mínimos, como ser costarricense o residente, mayor de 
edad, saber leer y escribir, y no tener antecedentes penales. Los directores de escuela proponen una 
terna de candidatos, pero la decisión final recae en los consejeros municipales, lo que suele conllevar 
una importante influencia política en la selección [8]. Aunque fomenta la participación local, este 
modelo no exige niveles educativos avanzados ni habilidades específicas, limitando la capacidad 
técnica de las juntas para gestionar los recursos de manera eficiente.

Fortalecer la profesionalización de los miembros de los consejos escolares, en especial en países 
donde éstos tienen responsabilidades en la ejecución de recursos, podría contribuir significativamente 
a mejorar la ejecución y reducir la politización en la toma de decisiones.

Asesorías y asistencia técnica
Contratar Asistencia Técnica Externa (ATE) es una solución viable cuando las capacidades locales son 
limitadas y resulta difícil reclutar gestores efectivos. Es lo que ha hecho Chile, que formalizó la 
incorporación de la ATE para apoyar la gestión escolar. Con la promulgación de la Ley SEP, los recursos 
para escuelas que atienden a estudiantes desfavorecidos aumentaron considerablemente, 
condicionando su uso a actividades que mejoren la calidad educativa. Sin embargo, muchas escuelas 
carecían de la capacidad técnica para implementar eficazmente estas estrategias, lo que llevó al 
gobierno a certificar asociaciones privadas especializadas para brindar ese apoyo técnico, y autorizó 
a utilizar dineros de la SEP para contratarlas [122].

Las ATE, que corresponden a estas asociaciones certificadas, ofrecen orientación en áreas 
pedagógicas, administrativas y financieras para fortalecer la gestión escolar y mejorar la calidad 
educativa. Pueden ser personas naturales o jurídicas, incluyendo universidades, centros de estudio, 
fundaciones, ONG y consultoras privadas. Las ATE actúan como intermediarias, aportando el 
conocimiento técnico necesario a los directores. El Ministerio de Educación supervisa el proceso de 
certificación de las ATE y busca garantizar que estas entidades cuenten con la experiencia y las 
competencias necesarias para ofrecer apoyo técnico de calidad. Para obtener la certificación, los 
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postulantes deben demostrar trayectoria en áreas pedagógicas, administrativas o financieras, 
además de cumplir con requisitos legales como ser registrado como empresa o fundación y presentar 
antecedentes que respalden su idoneidad. Una vez certificadas, las ATE pueden ser contratadas 
directamente por las escuelas, que disponen de un catálogo de entidades registradas en el sistema 
de información del Ministerio de Educación. 

A pesar de estas regulaciones, diversos estudios han identificado problemas con este sistema. 
Algunas ATE han brindado asesorías superficiales o excesivamente burocráticas, lo que ha generado 
dudas sobre su impacto real en la mejora de las escuelas. Además, existe un mercado altamente 
fragmentado con grandes diferencias en los costos y calidad del servicio ofrecido, lo que ha llevado 
a cuestionamientos sobre la eficacia del modelo [200].

Otros países han implementado modelos similares de asistencia técnica, pero con distintos grados 
de éxito. En Estados Unidos el sistema de asistencia técnica financiado con fondos federales permite 
que escuelas en contextos vulnerables accedan a consultores externos y organizaciones 
especializadas en gestión escolar. Programas como el Comprehensive Centers Program del 
Departamento de Educación han facilitado la transferencia de conocimientos y mejores prácticas a 
nivel local. Sin embargo, algunos estudios han señalado que la efectividad de estos programas 
depende en gran medida de la sintonía con las necesidades específicas de cada escuela y de la 
capacitación de los consultores [201].

Desvíos de fondos
Contar con herramientas de apoyo, como manuales y guías prácticas, es fundamental para facilitar 
la comprensión de los procedimientos administrativos y financieros en el sector educativo. Estas 
herramientas ayudan a clarificar la normativa vigente, los roles y responsabilidades de cada actor 
en el sistema educativo, los plazos establecidos y los canales de comunicación. Además, entregan 
información sobre la oferta de insumos y servicios escolares. Su propósito es permitir que los 
gestores escolares tomen decisiones informadas y alineadas con las necesidades de sus 
comunidades.

En esta línea, varios sistemas educativos han implementado planes estratégicos, como los Planes 
Educativos Institucionales en Ecuador o los Proyectos Educativos Institucionales (PEI) de Perú y 
Chile. Estos documentos establecen la identidad, principios y metas de cada institución educativa, 
funcionando como una hoja de ruta para orientar la gestión escolar y la toma de decisiones. Un PEI 
bien diseñado no sólo guía la planificación académica, sino que también fortalece la gestión de 
recursos, fomenta la participación de la comunidad y contribuye a la mejora continua de la educación.

En Chile, el PEI se complementa con el Plan de Mejoramiento Educativo (PME), un instrumento más 
operativo que traduce los lineamientos estratégicos en acciones concretas para mejorar los 
resultados educativos. A diferencia del PEI, que define la visión a largo plazo de la escuela, el PME 
establece objetivos específicos y estrategias de corto plazo en áreas clave como enseñanza y 
aprendizaje, gestión institucional, convivencia escolar y liderazgo. Además, su formulación y ejecución 
son requisitos fundamentales para que los establecimientos educacionales accedan al financiamiento 
adicional de la SEP.

CÓMO EJECUTAR EL PRESUPUESTO EDUCATIVO
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Brasil implementó en 2007 una política que requiere que las escuelas elaboren un PME para acceder 
a recursos adicionales destinados específicamente a mejorar la gestión escolar. Estos planes son 
evaluados por un comité especializado, el Grupo de Desenvolvimento da Escola, que analiza la 
capacidad de gestión de cada institución, la relevancia de las metas propuestas para mejorar el 
desempeño académico y la correspondencia entre los recursos solicitados y el costo de las actividades 
planificadas. 

Fuera de la región, el uso de planes de mejora ha sido promovido en diversos países, como Estados 
Unidos, Inglaterra, Irlanda, Nueva Zelanda y Portugal, con el fin de otorgar mayor autonomía a las 
escuelas en la planificación y ejecución de los recursos. En Estados Unidos, por ejemplo, el uso de 
estos planes se ha expandido fuertemente desde los años 90, alcanzando más del 90% de las escuelas 
en el año 2000. Portugal ha implementado el Programa Territorios Educativos de Intervención 
Prioritaria, combinando financiamiento adicional con estrategias dirigidas a mejorar la equidad y el 
desempeño estudiantil [202].

Estos planes pueden fomentar un proceso de mejora continua basado en la autoevaluación, la 
innovación y el aprendizaje organizacional. Varias Investigaciones han encontrado que los planes 
bien estructurados, con metas claras y estrategias basadas en evidencia, tienden a estar asociados 
con mejores resultados académicos [203, 204]. Su implementación también puede fortalecer la 
cohesión interna de la comunidad escolar y promover una cultura organizacional orientada a la 
mejora y el uso estratégico de los recursos disponibles.

A pesar de sus beneficios, estos planes han generado críticas y resistencias. Algunos críticos sostienen 
que en muchos casos éstos responden más a exigencias administrativas impuestas por instancias 
superiores, que a una reflexión genuina sobre las necesidades escolares. Como resultado, pueden ser 
percibidos como una imposición burocrática, lo que lleva a un cumplimiento simbólico en lugar de 
una implementación efectiva [205, 206]. Otro desafío importante es la calidad de estos planes: 
estudios han identificado diagnósticos superficiales, objetivos poco específicos y estrategias 
inadecuadas como factores que limitan su impacto [207, 208].

La evidencia empírica sobre la efectividad de estas herramientas muestra resultados mixtos. Algunos 
estudios encuentran asociaciones positivas entre la calidad del plan y el desempeño académico [203, 
204], mientras que otros no encuentran evidencia sólida de que su implementación conduzca a 
mejoras sistemáticas en el rendimiento estudiantil [209, 210]. Esto sugiere que el impacto de los 
planes depende en gran medida de su diseño y ejecución, así como del compromiso de la comunidad 
escolar con su implementación.

Por último, una herramienta innovadora para mejorar la gestión f inanciera es el llamado 
presupuesto por resultados. Este enfoque ha sido adoptado por varios países de la región en la 
última década, y redefine el ciclo presupuestario al vincular la entrega de recursos con resultados 
concretos y medibles. En 2007 Perú implementó un programa de presupuesto por resultados 
orientado al desarrollo infantil temprano. Mediante incentivos específicos a los gobiernos 
subnacionales, logró incrementar la cobertura preescolar en zonas rurales del 47% al 86% entre 2007 
y 2019 [211].
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De manera similar, el estado de Ceará en Brasil estableció transferencias condicionadas a los 
municipios basadas en indicadores de alfabetización temprana, lo que resultó en un aumento del 
20% en las tasas de alfabetización de estudiantes de tercer grado en sólo cinco años [137]. Estos 
ejemplos demuestran cómo el presupuesto por resultados puede actuar como un poderoso 
catalizador para mejorar tanto la eficiencia del gasto como los resultados educativos.

Fortalecer la transparencia y el monitoreo en la ejecución

La ejecución del financiamiento educativo no puede desvincularse del monitoreo y la transparencia, 
ya que la falta de información oportuna y detallada sobre el uso de los recursos limita la capacidad 
de ajuste, optimización y rendición de cuentas. Sin sistemas adecuados de seguimiento, las 
autoridades están casi a ciegas para detectar ineficiencias, prevenir la subejecución y corregir desvíos 
de fondos a tiempo.

Para abordar estos desafíos, varios países han desarrollado plataformas integradas de gestión y 
monitoreo del gasto, que permiten supervisar en tiempo real la asignación de fondos, correlacionarlos 
con indicadores de desempeño académico, y detectar irregularidades o retrasos de manera temprana. 

El Sistema Integrado de Administración Financiera (SIAF) de Perú es considerado una de las 
plataformas de monitoreo presupuestario más sofisticadas de ALC. Este permite registrar y rastrear 
el gasto público en todas sus fases, desde la asignación inicial hasta el pago final, proporcionando un 
control detallado y en tiempo real. A diferencia de otros sistemas que consolidan información de 
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manera interna, el SIAF es accesible públicamente y está integrado con datos de la Dirección Nacional 
de Presupuesto Público, la Dirección General del Tesoro Público y la Contaduría Pública de la Nación. 
Esto permite que se monitore la ejecución del gasto y detecten posibles desviaciones con agilidad. 
Además, su vinculación con el Banco de la Nación optimiza los procesos de pago, reduciendo los 
tiempos entre la aprobación y la ejecución del gasto.

Otro caso relevante es el Sistema de Administración Financiera Integrada (SIAFI), gestionado por la 
Secretaría de Finanzas de Honduras. Este sistema conecta la formulación presupuestaria con la 
ejecución del gasto, garantizando un flujo más eficiente de los recursos. El SIAFI se complementa con 
el Sistema Nacional de Inversión Pública, que mapea inversiones en educación, estima costos, 
identifica entidades ejecutoras y registra el avance financiero de proyectos educativos. Además, el 
país ha implementado el Sistema de Administración de Centros Educativos, que automatiza procesos 
administrativos y proporciona datos clave sobre matrícula, trayectoria académica y otros indicadores 
relevantes. La integración de estos sistemas no sólo facilita la planificación estratégica, sino que 
también permite correlacionar el gasto con los resultados académicos y las necesidades de cada 
escuela.

La plataforma de gestión financiera PowerSchool en Estados Unidos permite a las escuelas y distritos 
escolares administrar sus presupuestos en tiempo real, usando herramientas intuitivas, visuales y 
flexibles que facilitan una asignación más equitativa y eficiente de los recursos. La experiencia del 
distrito escolar de Cincinnati, Ohio, ilustra su efectividad: la plataforma facilitó sincronizar el 
presupuesto educativo con objetivos estratégicos y metas de equidad, mejorando la transparencia y 
la toma de decisiones basadas en evidencia [212]. Este caso demuestra cómo la digitalización y la 
analítica avanzada pueden transformar la gestión financiera educativa, generando entornos más 
transparentes y efectivos para el aprendizaje.

La transparencia en la ejecución presupuestaria también se puede fortalecer mediante la 
participación de las comunidades locales y organizaciones de la sociedad civil. En Malargüe, 
Argentina, ciudad ubicada en el sur de la Provincia de Mendoza, el Banco de Proyectos Educativos 
permite que las comunidades presenten iniciativas elegibles para financiamiento público. A través 
de este mecanismo estudiantes, docentes y familias pueden influir en la priorización de inversiones, 
asegurando un gasto más pertinente y alineado con las necesidades del territorio. 

En Escocia, el presupuesto participativo ha sido una estrategia clave para democratizar la ejecución 
del gasto educativo. Desde 2014, el país ha desarrollado un marco normativo que exige que al menos 
el 1% de los presupuestos de gobiernos locales se asigne a procesos participativos. En el ámbito 
educativo, esto ha permitido empoderar a las comunidades escolares, involucrando a estudiantes, 
docentes y familias en la generación de ideas, la votación de prioridades y la asignación de recursos 
a proyectos impulsados desde las propias escuelas. Para consolidar esta iniciativa, el gobierno 
escocés ha financiado investigaciones, estudios de caso y guías prácticas, promoviendo una cultura 
de participación en la gestión educativa. 

El monitoreo y la transparencia en la ejecución presupuestaria no sólo garantizan que los recursos 
lleguen a donde más se necesitan, sino que también generen aprendizajes clave para la mejora 
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continua de la gestión financiera educativa. El desarrollo de plataformas integradas y el fomento de 
la participación ciudadana han demostrado ser estrategias eficaces para optimizar el uso de los 
fondos públicos y fortalecer la confianza en el sistema escolar.

* * *

Ante los múltiples desafíos que enfrenta la ejecución presupuestaria, es fundamental fortalecer los 
mecanismos de transparencia y monitoreo de la manera en que se implementa el gasto educativo. 
Estrategias como la digitalización de procesos de compras, la centralización de datos y la 
implementación de plataformas de monitoreo en tiempo real, han demostrado ser herramientas 
efectivas para reducir la opacidad y mejorar la eficiencia en el uso de los recursos. Ello será el foco del 
siguiente capítulo.
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E l monitoreo eficaz del gasto educativo es una herramienta esencial para asegurar que los 
recursos se utilicen de manera eficiente y se traduzcan en mejoras concretas en las salas de 
clase. Es decir, es clave para fomentar el ‘gasto inteligente’ en la educación escolar y para 
verificar las distintas etapas del proceso de movilización, distribución y ejecución de los 

recursos educativos. 

Por ejemplo, disponer de los recursos para adquirir insumos y distribuirlos de manera adecuada, no 
significa necesariamente que se ejecuten bien en terreno. La siguiente experiencia ilustra este punto. 
“Recuerdo que en una ocasión tuvimos que hacer una inspección de campo para verificar la compra 
de computadoras. Sin embargo, el informe sólo nos permitía constatar si los equipos estaban 
físicamente en la escuela, sin ninguna forma de reportar si realmente estaban siendo utilizados”, 
relata un ex auditor de la Superintendencia de Educación de Chile “Vimos varias computadoras aún 
en sus cajas en la bodega de la escuela, pero tuvimos que marcar la verificación como completa 
porque, en efecto, las computadoras habían sido adquiridas. Llevaban ahí tres años sin uso alguno”.

Este ejemplo muestra la importancia del monitoreo a la hora de asegurar que el financiamiento 
educativo llegue a donde debe y se utilice de manera adecuada y presupuestada. 

La supervisión del financiamiento escolar tiene al menos tres objetivos fundamentales. En primer 
lugar, sirve para identificar y corregir problemas en las transferencias y la ejecución de los recursos. 
Segundo, sirve para evaluar cómo se utiliza la inversión una vez que llega a la escuela, y si los insumos 
y programas financiados cumplen con los objetivos previstos. En tercer lugar, el monitoreo también 
sirve para analizar los resultados de las inversiones y ponderar así su impacto real en la calidad 
educativa.

Existen tres categorías de supervisión del financiamiento escolar. Éstas son: monitoreo administrativo, 
monitoreo de la implementación y monitoreo de los resultados.
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El monitoreo administrativo se refiere al seguimiento y verificación de la gestión del gasto educativo. 
Se centra en los aspectos técnicos, financieros y normativos, garantizando que los recursos se utilicen 
conforme a lo planificado y que se cumplan las leyes y regulaciones vigentes. 

El monitoreo de la implementación examina qué sucede con las inversiones una vez que llegan a la 
escuela. Es decir, no basta con que los fondos se utilicen correctamente para adquirir insumos; 
también es crucial asegurar que éstos se empleen de manera efectiva dentro de las escuelas. 

El monitoreo de los resultados se centra en supervisar las inversiones educativas. No se trata sólo de 
medir aspectos como la matrícula, la asistencia o el rendimiento académico, sino que de analizar en 
qué medida el gasto escolar impactó en esos aspectos.

A modo de ejemplo de la importancia de estos tres ámbitos de monitoreo, supongamos que un 
gobierno decide invertir en la transformación digital de las escuelas. Una de las metas de esta 
transformación es proporcionar a los colegios una infraestructura tecnológica adecuada. En este 
caso, es fundamental verificar si los equipos adquiridos para el proyecto cumplen con los estándares 
adecuados y si el proceso de compra fue íntegro (monitoreo administrativo). Un proceso de compra 
no competitivo y poco transparente podría resultar en la adquisición de equipos de baja calidad a 
precios elevados. Una vez adquiridos, es necesario garantizar que los equipos se utilicen en las 
escuelas para los fines previstos (monitoreo de la implementación). Si los equipos llegan a la escuela, 
pero permanecen sin usar o se instalan, pero sólo se emplean ocasionalmente para tareas 
administrativas, su adquisición no generará la transformación educativa deseada. Por último, es 
importante evaluar si la adquisición de los equipos ha generado resultados educativos concretos 
(monitoreo de resultados), como el aumento de las competencias digitales de estudiantes y docentes 
o mejoras en el aprendizaje en el aula.

Este capítulo también profundizará en los dos requisitos clave para garantizar la efectividad del 
monitoreo del gasto educativo. El primero es promover la transparencia en cada etapa de la 
fiscalización. El segundo es implementar un sólido Sistema de Información y Gestión Educativa 
(SIGED), con datos educativos digitalizados, integrados y actualizados de manera continua.

MONITOREO ADMINISTRATIVO
Los gobiernos de ALC han puesto especial énfasis en el monitoreo administrativo, implementando 
auditorías y sanciones para tener mecanismos más rigurosos de rendición de cuentas. En general, 
esto se debe a que este tipo de supervisión – que abarca transferencias , desembolsos, 
adquisiciones y la ejecución de fondos– no sólo afecta a los ministerios de Educación, sino 
también a otras entidades gubernamentales. Un mal uso de los fondos podría tener un impacto 
tanto f inanciero como político para todo el aparato gubernamental. Por ello, el monitoreo 
administrativo no sólo involucra a los ministerios de Educación, sino que incluye otros organismos 
estatales como los ministerios de Finanzas, entidades de planificación y órganos de control, como 
las Contralorías. 
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Garantizar el manejo adecuado y legal de los fondos educativos no sólo beneficia la transparencia y 
la confianza en las instituciones, sino que también tiene un impacto en el desempeño escolar. Un 
estudio en Brasil analizó cómo la corrupción en el uso de los fondos educativos afecta el aprendizaje 
de los estudiantes [172]. Usando datos de auditorías, descubrieron que en los municipios donde se 
detectó corrupción, los estudiantes obtuvieron puntajes significativamente más bajos en pruebas 
estandarizadas, con una diferencia de 0,35 desviaciones estándar que equivale a unos ocho meses 
de aprendizajes perdidos. Esta pérdida significa que los estudiantes afectados están operando casi 
un grado por debajo del nivel esperado para su edad y etapa educativa. 

El monitoreo administrativo abarca varios frentes y en este capítulo nos enfocamos en dos de los más 
importantes: verificar si los recursos se están utilizando para los fines previstos, y asegurar que los 
procesos de adquisición de bienes y servicios cumplan con las normas y estándares de calidad. 
Aunque éstos no son los únicos elementos del monitoreo administrativo, son esenciales para 
garantizar la calidad y eficiencia del gasto educativo.

¿Se están usando los recursos para los fines previstos?

Un primer objetivo de los sistemas de monitoreo es asegurar que los recursos se estén utilizando 
para los fines previstos, cumpliendo con los requerimientos y regulaciones propias de cada sistema 
educativo [12]. Pero ello depende en parte de la estructura institucional, sus niveles de autonomía y 
sus mecanismos de transferencia de recursos [11].

En un sistema donde los gastos educativos se gestionan desde el nivel central, se pueden implementar 
mecanismos de control tanto dentro de los ministerios de Educación como fuera de ellos, a través de 
entidades como las Contralorías Generales. La relación entre estas entidades externas y los ministerios 
de Educación es “horizontal”, lo que significa que no existe una jerarquía entre ellas. Ambas operan al 
mismo nivel para supervisar y asegurar el uso adecuado de los recursos [213].

Y cuando se ejecutan grandes proyectos de inversión pública en educación, intervienen en el proceso 
de monitoreo entidades expertas en planificación con el fin de asegurar que los recursos se utilicen 
conforme a lo planificado y se logren los objetivos establecidos. En Ecuador, por ejemplo, los 
proyectos de inversión son monitoreados por organismos dentro del Ministerio de Educación, como 
la Coordinación General de Planificación y la Dirección Nacional de Seguimiento y Evaluación, y 
externamente por la Secretaría Nacional de Planificación, un ente técnico adscrito a la Presidencia de 
la República y encargado de la planificación nacional. Esta última cuenta con el Sistema Integrado 
de Planificación e Inversión Pública, una herramienta electrónica que permite realizar este monitoreo 
de manera más eficiente y oportuna.

El monitoreo del gasto educativo también es crucial en sistemas más descentralizados. En estos 
casos el nivel central busca hacer cumplir las leyes y regulaciones, responsabilizando a las unidades 
locales o regionales por el uso de los recursos [213]. Para recibir recursos a través de transferencias 
fiscales, estas unidades deben cumplir con algunos requisitos, como la presentación de informes 
financieros [11, 214].
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Las escuelas de educación secundaria en Barbados, por ejemplo, reciben transferencias directas 
desde el nivel central. Cada colegio cuenta con un tesorero escolar, que es un profesional capacitado 
en gestión financiera. Los estados financieros preparados por estos tesoreros se revisan todos los 
meses por las Juntas de Gestión Escolar, que son las entidades encargadas de supervisar la 
administración de las escuelas y que están conformados por representantes de diversos sectores. 
Además, las cuentas de las escuelas son revisadas todos los años por auditores internos del Ministerio 
de Educación, y también pueden ser sometidas a auditorías externas por la Oficina de Auditoría de 
Barbados.

Actualmente, este país cuenta con CloudSuite, un portal electrónico de rendición de cuentas del 
gobierno nacional, diseñado para administrar y supervisar la gestión de los recursos públicos. Esta 
plataforma registra todas las transferencias, gastos, facturas y proveedores, permitiendo un acceso 
fácil y en tiempo real a la información. Dado que el monitoreo de las transferencias a escuelas 
secundarias involucra a diversos organismos, este sistema de información y gestión financiera es 
esencial para garantizar la eficiencia y transparencia en el proceso de monitoreo.

Costa Rica también cuenta con un sistema descentralizado, pero el monitoreo es menos estructurado 
y carece de herramientas adecuadas para supervisar las transferencias. Cerca del 25% del presupuesto 
educativo se asigna directamente a las escuelas y es administrado por juntas de educación (en el 
caso de escuelas primarias) y juntas administrativas (para escuelas secundarias). La supervisión de 
estos fondos recae en las Direcciones Regionales de Educación (DRE-CR), particularmente en su 
Departamento de Servicios Administrativos y Financieros (DSAF). Sin embargo, no existe una 
estandarización adecuada ni un nivel avanzado de digitalización en los informes presupuestarios 
enviados a los DSAF, lo que dificulta un análisis comparativo y sistemático de los datos financieros 
entre las diferentes DRE-CR [8].

Además, Costa Rica tiene una menor capacidad institucional para el monitoreo de las transferencias. 
Las juntas carecen de un profesional capacitado y dedicado exclusivamente a la gestión y supervisión 
financiera, como sí es el caso del tesorero en Barbados. Los DSAF enfrentan una notable falta de 
personal capacitado para realizar tareas de fiscalización, lo que afecta tanto la calidad como la rapidez 
del monitoreo. En casos extremos, como en las DREs de San Carlos y Coto, sólo dos funcionarios son 
responsables de aprobar y dar seguimiento a los presupuestos, capacitar, brindar asesoría y revisar 
los informes de liquidación y ejecución en más de 600 juntas de educación [8].

El monitoreo del gasto puede ser aún más detallado cuando las transferencias tienen fines 
específicos. Como se mencionó en el capítulo de distribución, estas subvenciones asignan 
presupuestos que las entidades locales deben destinar a objetivos determinados por ley o reglamento 
de la autoridad central [11]. En estos casos, el objetivo del monitoreo es verificar que los fondos se 
utilicen para los fines establecidos.

Un ejemplo de transferencias condicionadas es la SEP en Chile, cuyos recursos están destinados 
exclusivamente a áreas educativas como la capacitación docente y el equipamiento de aulas. Desde 
2011, la supervisión de estos fondos pasó del Ministerio de Educación a la Superintendencia de 
Educación (SIE). La SIE audita el uso de los recursos en todas las escuelas que reciben financiamiento 
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estatal, exigiendo a los sostenedores reportar anualmente sus gastos con facturas y desglose 
detallado.

La SIE monitorea el uso de los recursos realizando auditorías bajo tres circunstancias: por riesgo, de 
manera aleatoria o por denuncias. Cuando se detectan irregularidades en el uso de recursos, como 
gastos destinados a fines no educativos o sin respaldo, éstos son rechazados y se exige que los fondos 
sean reintegrados. Esto ha llevado a que algunas escuelas queden con saldos negativos o acumulen 
montos no utilizados provenientes de arrastres de periodos anteriores. Para abordar esta situación, 
desde 2014 se implementaron procesos de rectificación, conocidos como “perdonazos”, que permiten 
a los sostenedores regularizar sus cuentas pendientes [215].

El FECE de Panamá es otro ejemplo de transferencias con fines específicos. El FECE transfiere los 
recursos directamente a las escuelas y está compuesto por dos componentes: el Fondo de Matrícula 
(75%) y el Fondo de Bienestar Estudiantil (25%). El Fondo de Matrícula se debe utilizar para 
infraestructura, equipamiento, tecnología, mobiliario y materiales didácticos, mientras que el Fondo 
de Bienestar Estudiantil se debe destinar a cubrir gastos de alimentación, transporte, salud y 
actividades recreativas y culturales. 

El uso de los recursos del FECE está sujeto a varios mecanismos de control. En primer lugar, existe 
un control local ejercido por las comunidades educativas, conformadas por representantes de los 
docentes, padres, estudiantes y miembros de la sociedad civil. Éstas deben verificar que los 
proyectos que se ejecuten estén contemplados en el presupuesto del FECE y que los informes de 
ejecución se publiquen mensualmente en los murales de las escuelas. Además de este control local, 
los directores de los centros educativos deben rendir cuentas a la Oficina de Administración del 
FECE, entregando informes presupuestarios que demuestren que sus gastos cumplen con las 
normas. Por último, las adquisiciones realizadas con los recursos del FECE se deben justificar ante 
la Contraloría General del Estado. Sólo se realizan nuevos desembolsos si no se detectan 
irregularidades en el gasto.

Aunque supervisar el uso de los fondos es fundamental, también es importante que los propios 
sistemas de monitoreo no se vuelvan excesivamente burocráticos. Un monitoreo demasiado 
detallado, que exige una extensa documentación, reportes y verificaciones de cumplimiento, puede 
ser contraproducente al generar altos costos transaccionales e incrementar la carga administrativa 
para los educadores y gestores.

Por ejemplo, el sistema de financiamiento en Chile cuenta con 25 subvenciones diferentes, cada 
una de las cuales requiere tareas, trámites y procesos administrativos propios, además del 
cumplimiento de varios criterios particulares [216]. Aunque monitorear cada subvención por 
separado ayuda a garantizar el cumplimiento de los objetivos, ello aumenta de manera significativa 
la carga burocrática.

Los procesos de monitoreo también deberían tener flexibilidad y permitir ajustes cuando sean 
necesarios. Es natural que los gobiernos necesiten modificar la planificación original y reestructurar 
el presupuesto ante imprevistos o nuevos desafíos. Éste es el caso de Perú mencionado en capítulos 
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anteriores, donde el Presupuesto Institucional de Apertura (PIA), aprobado inicialmente por el 
Congreso, se ajusta de manera continua según las necesidades de gestión, demandas adicionales de 
recursos y saldos disponibles, resultando en el Presupuesto Institucional Modificado (PIM).

En Ecuador los proyectos de inversión pueden modificarse en cualquier etapa, pero todos los 
cambios requieren de la aprobación de la Secretaría Nacional de Planificación. Esta revisión puede 
tomar semanas y retrasar la ejecución, ya que la Secretaría supervisa la planificación de todo el 
gobierno. Además, su valor agregado no siempre es claro, pues no hay garantía de que sus técnicos 
tengan el conocimiento necesario para aportar a un proyecto de inversión educativa.

¿Cumplen los procesos de adquisición de bienes y servicios 		
con las normas y estándares de calidad?

El segundo aspecto fundamental en el monitoreo administrativo es el seguimiento de los procesos 
de compra y contratación pública, con el fin de garantizar que éstos sean transparentes, objetivos y 
competitivos. Si los procesos de adquisición se ven influenciados por intereses políticos o gremiales, 
no sólo se pone en riesgo la calidad de los productos o servicios, sino también la posibilidad de 
obtenerlos al mejor precio posible.

En las últimas dos décadas, los países de la región han realizado esfuerzos importantes para que la 
contratación pública sea más eficiente y transparente, reformando los marcos legales que regulan las 
compras públicas. Ello ha llevado a mejoras como la posibilidad de realizar transacciones electrónicas 
y contar con mecanismos de quejas [217, 218]. Así, muchos países de la región han implementado 
sistemas de compras en línea, que incluyen proveedores verificados y procesos de licitación 
transparentes [219]. Esta transformación digital ha permitido una creciente transparencia, más 
competencia y una disminución de la discrecionalidad en la toma de decisiones [218, 220].

Una importante ventaja de los portales de compras públicas en línea es que facilitan el monitoreo de 
los procesos de adquisición. Al proporcionar datos concretos –incluyendo la selección de proveedores, 
las ofertas y los resultados de adjudicación– permiten a las entidades de control un análisis y 
seguimiento más eficiente. Varios estudios respaldan el uso de estos datos para realizar auditorías 
focalizadas, generando alertas de posibles irregularidades o corrupción a partir de las anomalías 
detectadas, como el número excesivo de contratos adjudicados a un mismo licitante [221, 222]. 

En Panamá los procesos de adquisición con fondos del FECE dependen en gran medida del Sistema 
Electrónico de Contrataciones Públicas “PanamaCompra”. En Costa Rica desde 2024 las juntas 
escolares deben realizar sus procesos de adquisiciones a través del portal en línea Sistema Integrado 
de Compras Públicas (SICOP). México, por su parte, ha sido uno de los pioneros en la implementación 
de portales electrónicos para compras públicas, utilizando el sistema Compranet desde 1996 con el 
fin de centralizar y transparentar los procesos de adquisiciones. Un estudio sobre este portal llegó a 
la conclusión de que ha sido una herramienta poderosa para incrementar la participación de las 
pequeñas y medianas empresas (Pymes) en los procesos de contratación gubernamental, 
promoviendo así una mayor diversidad y competencia en las licitaciones [11]. 
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En algunos países, los portales electrónicos de compra incluyen proveedores previamente 
certificados. Este mecanismo es una forma de control inicial, ya que garantiza que las empresas 
participantes cumplan con ciertos requisitos legales, técnicos y administrativos. Éste es el caso del 
SICOP de Costa Rica, donde todas las empresas interesadas en participar en licitaciones deben 
registrarse, aceptando los términos y condiciones. Además, el registro se cruza automáticamente con 
otros sistemas, como el Registro Nacional de la Propiedad y la Caja Costarricense de Seguro Social 
(CCSS), para verificar posibles irregularidades relacionadas con las empresas.

En nuestras entrevistas con funcionarios del sector educativo de la ciudad de São Paulo, éstos 
destacaron que la creación de listas de proveedores previamente certificados ha aumentado la 
competitividad en los procesos de contratación. Respecto de la compra de materiales escolares y 
uniformes, uno de ellos señaló que “históricamente, tres o cuatro grandes empresas siempre ganaban 
las grandes licitaciones (...) ahora con el modelo donde la alcaldía otorga créditos a las familias para 
comprar directamente a los proveedores registrados, tenemos 600 tiendas (...) Las grandes empresas 
siguen participando, pero también está la tienda del señor Joaquim, en la esquina del barrio, que se 
registró y cumplió con los requisitos de oferta”.

En Guatemala la Ley de Alimentación Escolar establece que al menos el 50% de los ingredientes de las 
comidas deben provenir de pequeños productores locales registrados en el Ministerio de Agricultura. 
Esta medida busca fortalecer la agricultura familiar y la economía local. Sin embargo, en nuestras 
entrevistas se mencionó que existen formas de eludir este requisito, permitiendo que grandes 
proveedores simulen ser locales para beneficiarse del programa. Como relató un especialista local: “En 
teoría, la ley promueve el desarrollo económico local porque, en papel, cualquiera puede vender ahí. Sin 
embargo, en la práctica, algunos han encontrado maneras de convertirse en proveedores de múltiples 
escuelas dentro de una región. Lo que hacen es comprar los productos y descentralizar la distribución, 
muchas veces con el respaldo de políticos locales, como alcaldes o diputados. Además, se aprovechan 
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de que los recursos son administrados por organizaciones de padres de familia, que en muchos casos 
tienen un nivel educativo limitado para fiscalizar adecuadamente los procesos”.

Estas prácticas evidencian la necesidad de fortalecer los mecanismos de transparencia y control en la 
contratación de proveedores. Además, para que los portales electrónicos sean efectivos, es fundamental 
capacitar al personal de los ministerios de Educación en su manejo. Esto es aún más crucial en sistemas 
descentralizados, donde las escuelas o distritos escolares son responsables de su gestión. En las 
regiones remotas y vulnerables de ALC, donde el acceso a la información es limitado y que suelen tener 
problemas de conectividad, el uso efectivo de estos portales se reduce considerablemente.

Para abordar estos desafíos, en Panamá se estableció una excepción en los procesos de compra para 
escuelas pequeñas cuya asignación anual sea de unos USD 3.000 o menos. En estos casos, los fondos 
se depositan directamente en la cuenta oficial del FECE de la Dirección Regional de Educación 
correspondiente, que brinda apoyo a estas escuelas en los procesos de adquisición. Además, el 
Ministerio de Educación ha implementado programas de capacitación dirigidos a directores y al 
personal del FECE, con el objetivo de fortalecer sus competencias en los procesos de adquisición, 
reduciendo posibles desigualdades en la gestión de los recursos.

Si bien las plataformas electrónicas fortalecen la transparencia, el monitoreo y ayudan a prevenir la 
corrupción, siempre hay que implementar controles adicionales. Siguiendo el ejemplo de Panamá, 
además del uso del sistema PanamaCompra, los procesos de adquisición del FECE deben someterse 
a controles tanto previos como posteriores para minimizar las posibilidades de irregularidades. Los 
controles previos suelen involucrar a distintas áreas del Ministerio de Educación, y algunos procesos 
de compra requieren la autorización de la Oficina de Fiscalización de la Contraloría General. Por otro 
lado, los controles posteriores son responsabilidad de la Contraloría General, que realiza auditorías y 
revisiones para garantizar que los procedimientos administrativos se hayan cumplido correctamente, 
verificando además la documentación y los comprobantes de gastos.

Como se mencionó antes, es importante que los mecanismos de control de los procesos de adquisición 
no sean excesivamente burocráticos, al punto de volverse ineficientes. Por ejemplo, el requisito en 
Panamá de que las compras deban ser aprobadas previamente por la Contraloría General (y no sólo por 
los órganos internos del Ministerio de Educación) puede ralentizar el proceso, ya que la Contraloría 
monitorea una amplia variedad de procesos en todo el país. Para agilizar el uso de los fondos del FECE, el 
gobierno de Panamá aprobó una resolución que desde 2024 permite a los centros educativos adquirir 
bienes y servicios por montos de hasta USD 10.000 sin necesidad de control previo de la Contraloría.

¿Genera el exceso de monitoreo una “parálisis administrativa”?

Los países de ALC enfrentan serios desafíos relacionados con la corrupción. Según el Índice de 
Percepción de la Corrupción 2024 de Transparencia Internacional, sólo cuatro países de la región 
tienen una puntuación que indica una percepción más positiva que negativa (Uruguay, Chile, 
Dominica y Costa Rica). Por otro lado, países como Venezuela, Nicaragua y Haití se ubican entre los 
peor calificados a nivel mundial [223]. Además, la confianza en las instituciones públicas es baja. La 
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confianza en el gobierno, por ejemplo, llega a un promedio de 29%, significativamente inferior al 
global de 44%, y también por debajo del promedio de la OCDE, que está en 38% [224].

En este contexto, no sorprende que el monitoreo administrativo sea una prioridad para los países de 
la región. Con el objetivo de aumentar la confianza en las instituciones y en respuesta a la presión 
pública para reducir la corrupción, los gobiernos han fortalecido en las últimas décadas los 
mecanismos de control y rendición de cuentas en la gestión pública [225].

Un monitoreo más riguroso puede ser efectivo para reducir la corrupción y las ‘fugas’ en los dineros 
destinados a la educación. Un estudio en Indonesia, por ejemplo, muestra que un aumento en las 
auditorías para proyectos de infraestructura en las aldeas de ese país redujo considerablemente el 
gasto perdido por posibles actos de corrupción. Esta investigación mostró que aumentar la 
probabilidad de auditorías del 4% al 100% resultó en una reducción promedio de 8 puntos 
porcentuales en los costos, presumiblemente por no tener que incurrir en sobornos o sobreprecios 
[226].

Sin embargo, es crucial evitar que los mecanismos de monitoreo generen una ‘parálisis administrativa’, 
en la que las decisiones críticas se evitan por temor a sanciones [227]. Un estudio reciente en Brasil 
analizó el fenómeno del ‘apagón de las canetas’, un término que describe la inacción administrativa 
derivada del miedo a consecuencias legales o disciplinarias. El aumento en el escrutinio y el control 
por parte de órganos de supervisión, como los tribunales de cuentas, ha creado una cultura de 
inacción entre los gestores educativos, quienes temen posibles responsabilidades. El estudio examinó 
cómo estos controles han impactado la toma de decisiones en el sector público, especialmente en 
áreas esenciales como salud y educación. A través de entrevistas y encuestas realizadas a funcionarios 
en distintos niveles de gobierno, el estudio revela que el temor a la responsabilidad personal ha 
reducido la innovación, aumentado el agotamiento laboral y elevado la intención de dejar el empleo 
público. Los resultados muestran que, si bien la supervisión es esencial para la transparencia, un 
enfoque punitivo sin apoyo técnico adecuado crea un entorno burocrático que desalienta la toma de 
decisiones proactiva [228].

De manera similar, un estudio en la misma línea explica que este miedo desalienta a las personas a 
asumir cargos públicos [229, 230]. De acuerdo con este estudio, tras las elecciones, los líderes 
ejecutivos encuentran dificultades para cubrir posiciones debido a la percepción de que “no vale la 
pena” asumir cargos públicos por los altos riesgos asociados.

En nuestras entrevistas con diversos actores del sistema educativo en casi toda la región, escuchamos 
frecuentemente que el miedo a los órganos de control, como las “Contralorías” lleva a muchos 
funcionarios a ser extremadamente cautelosos. Esta cautela se traduce en una atención desmesurada 
a los detalles burocráticos y a la documentación minuciosa, lo cual, aunque garantiza el cumplimiento 
estricto de las normas, suele ralentizar los procesos y limitar la flexibilidad en la ejecución de los 
proyectos. El resultado es que se afecta la eficiencia en la implementación, ya que los gestores 
priorizan evitar errores que puedan desencadenar sanciones por sobre la agilidad y efectividad en la 
entrega de los resultados.
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Para superar el temor de los funcionarios públicos a una supervisión excesiva, algunos expertos han 
propuesto una serie de estrategias enfocadas en la capacitación y en la creación de un entorno 
colaborativo. Primero, recomiendan invertir en la formación de los gestores para que comprendan en 
profundidad las normativas y los procedimientos de control, permitiéndoles tomar decisiones 
informadas y seguras, sin temor a represalias. Además, sugieren que los órganos de control, como el 
Ministerio Público y los tribunales de cuentas, adopten una actitud orientadora y colaborativa, 
brindando apoyo en el uso de recursos y en la ejecución de proyectos en lugar de centrarse 
exclusivamente en la fiscalización y sanción. La clave está en establecer un canal de comunicación 
constante y abierto entre los gestores y los entes de control, basado en la confianza y el apoyo mutuo. 
De esta manera, los gestores pueden expresar sus preocupaciones y recibir retroalimentación clara 
y constructiva, lo cual permite un balance entre el control y la flexibilidad. 

MONITOREO DE LA IMPLEMENTACIÓN
El monitoreo de la implementación se centra en observar qué sucede con los insumos y las iniciativas 
educativas una vez que llegan a las escuelas. Sin embargo, en América Latina y el Caribe (ALC), este 
tipo de supervisión suele quedar relegado ante el énfasis en los aspectos formales y administrativos. 

En varios países de la región, los organismos fiscalizadores tienden a priorizar el control de la legalidad 
en el uso de los recursos, dejando de lado la evaluación de su efectividad. Como señala Mauricio 
Farías, ex Superintendente de Educación de Chile: “Lamentablemente, la Superintendencia de 
Educación se enfoca exclusivamente en la legalidad de las transferencias, sin considerar su impacto 
en el aula. No hay una preocupación real por la dimensión pedagógica”, afirma. “Una vez que los 
recursos llegan a la escuela, no sabemos cómo se están utilizando para mejorar la enseñanza”.

En nuestras entrevistas en toda la región, 
escuchamos frecuentemente que el miedo
a los órganos de control lleva a muchos 
funcionarios a ser demasiado cautelosos.

Por eso, es crucial evitar que los mecanismos
de monitoreo generen una ‘parálisis 

administrativa’.
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Una excepción interesante en la región es la Contraloría General de Costa Rica, que combina el 
monitoreo administrativo con la evaluación del uso efectivo de los recursos en el ámbito educativo. 
Recientemente, este organismo auditó la adquisición de computadores para estudiantes y detectó 
riesgos de subutilización. El informe de la Contraloría incluyó una revisión específica sobre el uso y 
aprovechamiento de los equipos tecnológicos, evaluando si efectivamente estaban siendo utilizados 
para cumplir el objetivo de mejorar la enseñanza.11

Las inversiones en tecnologías son un buen ejemplo de cómo el monitoreo de la implementación 
resulta clave para evitar ineficiencias en el gasto. Desde mediados de la década de 2000, varios países 
de la región han invertido considerablemente en el programa “Una Laptop por Niño” (OLPC, por su 
sigla en inglés), cuyo objetivo es proporcionar computadoras portátiles de bajo costo a niños en 
países en desarrollo para mejorar su educación. Sin embargo, el aumento en el acceso a estas 
computadoras no se tradujo siempre en un mayor uso de éstas.

En Perú el programa OLPC se lanzó en 2008, pero un estudio mostró que, si bien el programa 
aumentó drásticamente el acceso a las computadoras, no tuvo el impacto esperado en el aprendizaje 
de los estudiantes [231]. Una de las razones que explican estos resultados es que las laptops no se 
utilizaban para actividades relacionadas con el aprendizaje, sino que se empleaban para tareas como 
procesamiento de textos, calculadoras, juegos, música, y grabación de sonido y video. Además, 
algunos docentes y padres limitaban el uso de estas laptops debido al temor de que serían 
responsables si los equipos se dañaban [232].

En Brasil este programa se implementó inicialmente en 2006, pero enfrentó años de retrasos en la 
entrega de las computadoras. Y un año después de que los equipos llegaran a las aulas, más del 40% 
de los docentes informaron que rara vez o nunca las usaban en las actividades de clase [233, 234].

En los últimos años la llamada ‘ciencia de la implementación’ ha ganado adeptos. Ésta analiza cómo 
las intervenciones que han sido probadas en entornos controlados se comportan cuando son 
adoptadas a contextos reales. En el ámbito educativo, esta línea de investigación ha constatado que 
muchos proyectos que demostraron ser efectivos en su fase piloto no lograron replicar el mismo nivel 
de éxito cuando fueron implementados a gran escala [235-237]. En otras palabras, incluso si un 
programa como OLPC ha tenido éxito en un conjunto de escuelas, no se puede asumir que esta 
experiencia será replicable a nivel nacional, ya que cada escuela enfrenta un contexto distinto y no 
todas podrán aprovechar los equipos con el mismo nivel de éxito. Las diferencias culturales, 
económicas e incluso políticas entre las escuelas en distintos contextos pueden ser determinantes 
para que los mismos programas o políticas se manifiesten de manera muy distinta [238].

Nuestra experiencia en la región muestra que los encargados de políticas educativas tienden a 
centrarse demasiado en su diseño, sin monitorear suficientemente lo que realmente ocurre dentro 
de las escuelas. Pocos gestores y responsables de las políticas de educación se hacen esta pregunta: 
¿Se están implementando efectivamente las políticas educativas y se usan los insumos escolares de 
manera efectiva?
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Desde luego, esta situación no es exclusiva de ALC. Diversos estudios documentan la falta de 
monitoreo en la implementación, incluso en países desarrollados [239]. Como señaló Frederick M. 
Hess, director de políticas en el American Enterprise Institute [240], muchos gestores de políticas 
públicas “se pierden la mitad de la reforma educativa” al centrarse únicamente en redactar leyes y 
regulaciones, sin monitorear cómo las políticas diseñadas desde arriba se implementan en las 
escuelas y cómo funcionan en diferentes contextos. 

La alta rotación de ministros de Educación es un factor que agrava esta situación en ALC. Entre 2019 
y 2024, por ejemplo, Ecuador tuvo cinco ministros, Colombia cuatro, Brasil cinco, Bolivia seis y Perú 
doce ministros de Educación. El problema es que muchas veces cada nuevo ministro llega con su 
propia agenda. Esto lleva a que prioricen el lanzamiento de iniciativas nuevas, en lugar de supervisar 
cómo las que están en funcionamiento se implementan en las escuelas y su impacto real en el 
proceso educativo. 

Dado que existen muchos factores que influyen en la implementación de políticas y éstos se 
desenvuelven a lo largo de un proceso, es fundamental que el monitoreo sea una actividad 
constante. La regularidad es clave para comprender cómo evolucionan las políticas a lo largo del 
tiempo. Además, es crucial profundizar en la comprensión de los obstáculos y los factores que 
potencian la implementación, especialmente los elementos contextuales que ocurren dentro y 
alrededor de la escuela. Esto sólo es posible a través de un monitoreo cualitativo que permita a los 
formuladores de políticas comprometerse a visitar las escuelas y entender a fondo lo que realmente 
sucede en terreno.

Con todo, algunos ejemplos destacados de monitoreo de la implementación se encuentran en los 
programas de alimentación escolar. En Brasil, tanto en la ciudad de São Paulo como en el estado de 
Paraná, existen sistemas digitales de monitoreo en los que los directores de escuela registran el 
estado y el consumo de alimentos en sus establecimientos. Este tipo de supervisión es útil tanto para 
la logística –por ejemplo, para determinar cuándo es necesario adquirir más insumos–, como para 
optimizar la toma de decisiones, identificando qué alimentos son más consumidos y cuáles generan 
mayor desperdicio. Esto permite ajustar el menú y las compras de manera más eficiente.

En ambos sistemas educativos de ese país también se realizan visitas regulares a las escuelas por 
parte de especialistas que orientan sobre el mejor uso de las comidas escolares. En São Paulo, por 
ejemplo, un equipo de nutricionistas visita las escuelas todos los meses para supervisar el servicio de 
alimentación. En estas visitas, los nutricionistas brindan orientación y capacitación, verifican la 
higiene y la manipulación de los alimentos, revisan los menús y proporcionan sugerencias para 
mejorar el consumo por parte de los estudiantes.

Por otro lado, en Guyana, donde los recursos para alimentación se transfieren directamente a las 
escuelas, no se monitorea el consumo de alimentos dentro de los colegios. Aunque el monto 
transferido a cada establecimiento se puede rastrear mediante registros de estas transferencias 
financieras (monitoreo administrativo), no existe un mecanismo para supervisar la implementación 
del programa de alimentación, como el número real de comidas servidas, la calidad de los alimentos 
y el consumo efectivo, entre otros aspectos.
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Otro ejemplo de monitoreo de la implementación en la región son las llamadas auditorías 
educativas, que buscan dar seguimiento a los métodos pedagógicos y de gestión dentro de las 
escuelas, con el fin de retroalimentarlas y promover mejoras en dichos procesos [241]. Hasta 2020, 
en Ecuador, el Ministerio de Educación realizaba auditorías educativas para monitorear 
periódicamente el cumplimiento de los estándares de calidad en las instituciones. Este proceso 
se basaba en un manual con una rúbrica de evaluación que medía la situación de las escuelas en 
cinco componentes: gestión administrativa, gestión pedagógica, servicios educativos, sistema de 
gestión de riesgos laborales y convivencia escolar. Las auditorías incluían visitas presenciales a 
instituciones seleccionadas de manera aleatoria. Además, la cantidad de auditorías dependía de 
la disponibilidad de recursos, ya que los costos de viáticos y transporte limitaban la supervisión 
en territorios alejados. Actualmente, las auditorías priorizan la revisión de permisos de 
funcionamiento y otros aspectos administrativos, dejando de lado una supervisión integral del 
desempeño escolar.

En Chile el responsable de las auditorías educativas es la Agencia de Calidad de la Educación, un 
organismo público autónomo que no depende del Ministerio de Educación. Estas auditorías incluyen 
visitas de equipos multidisciplinarios que observan los procesos educativos en el aula y la gestión 
administrativa de la escuela, con el objetivo de identificar fortalezas y áreas de mejora. La información 
que recopilan se utiliza para brindar una retroalimentación a la comunidad educativa y orientarla en 
la implementación de mejoras en la gestión institucional y pedagógica.

En Colombia el responsable de la supervisión y auditorías es el Ministerio de Educación, apoyado por 
empresas externas. Estas auditorías incluyen supervisar el Proyecto Educativo Institucional (PEI), el 
plan de estudios y los estándares de competencias, entre otros elementos. En este proceso se recopila 
información detallada sobre matrícula, personal y la calidad de los servicios educativos de las 
escuelas, con el fin de evaluar su eficiencia y calidad [241].

En el estado de São Paulo también existen supervisores educativos que visitan las escuelas para 
monitorear de cerca varios aspectos administrativos y pedagógicos en las escuelas. Estos supervisores 
elaboran informes de visita que se envían a la dirección de enseñanza y que pueden dar lugar a 
acciones disciplinarias, incluida la destitución en casos graves. Estas auditorías educativas son un 
monitoreo clave para que los sistemas educativos tengan un mejor conocimiento de cómo se utilizan 
los insumos en terreno y cómo se aplican las políticas dentro las escuelas. 

Sin embargo, existen desafíos. Primero, monitorear escuelas implica una alta carga de trabajo y es 
importante seleccionar de manera adecuada qué escuelas inspeccionar, ya que es difícil cubrirlas 
todas. En São Paulo, por ejemplo, existe discrecionalidad a la hora de elegir qué escuelas se 
inspeccionan, lo cual puede llevar a que éstas no sean necesariamente representativas de todo el 
sistema escolar de esa región. Además, los supervisores deben estar bien capacitados en temas de 
gestión y pedagogía para realizar un monitoreo adecuado. Finalmente, es importante una 
comunicación adecuada sobre este tipo de visitas, ya que pueden generar en la comunidad escolar 
temor a represalias. En Ecuador, por ejemplo, se ha reportado que algunas escuelas perciben las 
visitas con desconfianza debido a los criterios de evaluación utilizados.
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MONITOREO DE LOS RESULTADOS
Los sistemas educativos persiguen un conjunto de objetivos simultáneos, como mejorar los 
resultados de aprendizaje de los estudiantes, fortalecer las habilidades pedagógicas de los docentes 
y brindar apoyo adecuado a quienes más lo necesitan. Dado que los recursos financieros son 
limitados, es crucial monitorear los resultados de las inversiones educativas para evaluar si están 
cumpliendo con los objetivos propuestos. Esta supervisión permite validar o ajustar las políticas 
públicas, garantizando que sean más efectivas y eficientes.

Un primer paso para evaluar los resultados es medirlos de manera efectiva. Para ello es fundamental 
identificar los indicadores adecuados y recopilar datos relevantes que permitan un análisis exhaustivo 
[242]. Estos datos no sólo deben incluir los resultados propiamente dichos, como la asistencia escolar, 
el nivel de aprendizajes y el desarrollo de habilidades, sino también los factores que influyen en estos 
resultados, como las características socioeconómicas de las familias de los estudiantes y los perfiles 
de los docentes. Además de identificar estos indicadores, es importante definir con precisión la 
población objetivo y la frecuencia con la que deben medirse. 

En los últimos años la región ha logrado avances significativos en la medición de los resultados 
escolares. Todos los países cuentan con algunos datos administrativos que permiten monitorear 
indicadores clave relacionados con las trayectorias escolares de los alumnos, incluyendo tasas de 
matrícula, deserción y progresión de grados. Sin embargo, la calidad de estos datos varía de manera 
considerable, dependiendo de la solidez y eficacia de los sistemas de información. En cuanto a la 
medición de los aprendizajes, la región también ha experimentado progresos notables, con una gran 
proporción de países participando en evaluaciones de desempeño estudiantil a nivel internacional, 
regional y nacional.

En el ámbito internacional, la prueba PISA es la evaluación más utilizada en la región. Desde su 
primera edición en 2000, la participación ha aumentado significativamente, con 14 países de la 
región participando en PISA 2022 [243]. En cuanto a las evaluaciones regionales, el Estudio Regional 
Comparativo y Explicativo (ERCE), coordinado por la UNESCO, es la principal evaluación educativa 
para los países de habla hispana y portuguesa en la región. En su edición de 2019, participaron 15 
países del continente [243]. 

En ALC se efectúan una serie de pruebas según el nivel educativo. Un estudio del BID revela que, en 
el nivel primario, 11 de los 18 países de la región aplicaron al menos una prueba entre 2021 y 2023 [243]. 
Sin embargo, en Bolivia y Venezuela la última evaluación a gran escala para la educación primaria se 
llevó a cabo hace más de 20 años, mientras que en Nicaragua y El Salvador han transcurrido más de 
ocho años sin implementar este tipo de pruebas.

Incluso en los casos de países que realizan estas evaluaciones, los resultados no siempre se publican, 
lo que representa un desafío para la transparencia. En Argentina, por ejemplo, la publicación de los 
resultados educativos está limitada por una ley que establece que los resultados de las evaluaciones 
educativas “no pueden ser utilizados para establecer rankings entre jurisdicciones, instituciones 
educativas ni entre estudiantes”. Si bien esta disposición busca evitar la competencia desleal y la 



139

CÓMO MONITOREAR LO QUE SE GASTA

estigmatización, en la práctica se ha convertido en un obstáculo para la publicación de datos 
escolares y su uso por parte de las comunidades y de los encargados de políticas públicas.

Durante nuestras entrevistas con especialistas en Argentina, un funcionario provincial relató cómo 
intentó promover la publicación de datos educativos en su jurisdicción para mejorar la gestión 
escolar, pero se encontró con una fuerte resistencia política. “Estuve tres semanas peleando con el 
gobernador para que me dejara publicar los resultados de un censo de fluidez lectora”, contó, 
señalando que los datos eran alarmantes y que, sin transparencia, no se podía impulsar mejoras.

A pesar del progreso en las evaluaciones de desempeño, en los últimos años se han observado 
cambios importantes en cuanto a la cobertura y los niveles educativos evaluados. Algunos países que 
antes aplicaban pruebas censales a nivel de primaria pasaron a realizar evaluaciones muestrales tras 
la pandemia, como es el caso de Colombia y Paraguay. En Argentina, las evaluaciones en primaria se 
realizaban para el tercero y sexto grado, pero actualmente sólo se mide el sexto. En Chile las pruebas 
que antes se realizaban en segundo y sexto grado de primaria se descontinuaron. En este nivel, sólo 
los niveles de cuarto y octavo se mantuvieron. En la educación secundaria, Perú también transformó 
su evaluación de censal a muestral, y en Ecuador se redujeron los grados evaluados, pasando de 
aplicar pruebas en décimo grado de secundaria y tercero de media a hacerlo sólo en décimo. 
Asimismo, en El Salvador, Guatemala y México, el número de grados evaluados disminuyó, 
limitándose únicamente al último grado del ciclo escolar.

¿A qué se debe esta reducción en las mediciones? El factor económico desempeña un papel crucial 
en estos cambios. Muchos países de ALC han enfrentado crisis fiscales, lo que ha obligado al sector 
educativo a competir intensamente con otros sectores prioritarios, como la salud y la seguridad 
pública. Los sistemas educativos han tenido que ajustar sus prioridades, y las evaluaciones no han 
sido inmunes a los recortes presupuestarios. Dado que la mayoría de las evaluaciones se financia a 
través de la billetera estatal, éstas se vuelven vulnerables a las fluctuaciones de los ciclos económicos 
y fiscales [243].

Dada la escasez de recursos, muchos países prefieren priorizar intervenciones directas por sobre la 
medición de resultados. Un ejemplo de esto es el cierre del programa Semáforo Escuela en Perú, una 
herramienta diseñada para monitorear y evaluar el servicio educativo. En marzo de 2022, el entonces 
ministro de Educación, Rosendo Serna, justificó esta decisión afirmando: “En el marco de utilizar 
adecuadamente los recursos, estamos planteando cerrar Semáforo Escuela y dedicar ese presupuesto 
para mejorar las instituciones educativas” [244].

Prescindir de herramientas de monitoreo debilita la gestión educativa. Este programa peruano 
permitía detectar en tiempo real problemas críticos, como la falta de materiales o la ausencia de 
docentes. Sin datos precisos, las decisiones pueden volverse más reactivas y menos efectivas. Para 
que el monitoreo de resultados sea efectivo, aun en medio de las actuales restricciones de 
financiamiento, las evaluaciones deben priorizar métodos rigurosos que midan los efectos de las 
intervenciones y complementarse con análisis sobre los mecanismos subyacentes que expliquen 
dichos resultados.
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Un ejemplo de ello son las evaluaciones que se han realizado sobre la implementación de las jornadas 
escolares extendidas en la región. Desde los años 90, muchos países han reformado sus sistemas 
escolares para aumentar la duración de la jornada [245, 246]. Y varias evaluaciones indican que estas 
reformas han sido exitosas. Por ejemplo, en Chile, un estudio encontró que la ampliación de la jornada 
escolar tuvo efectos positivos en el rendimiento académico de los estudiantes, atribuibles 
principalmente al incremento en el tiempo de instrucción [247]. De manera similar, una investigación 
en Colombia identificó que los niños que asistieron a jornadas completas, que se son de seis a siete 
horas por día, lograron mejores niveles de aprendizaje en comparación con aquellos que asistieron a 
jornadas de medio día [248].

Una evaluación del programa ‘Mais Educação’ de Brasil, iniciado en 2008, arrojó que la ampliación de 
la jornada redujo de manera significativa las tasas de deserción escolar [249]. Y una investigación 
sobre el programa de jornada extendida implementado por el estado de Pernambuco –que aumentó 
las horas de matemáticas y lenguaje en un 50% y 20%, respectivamente– mostró un aumento en el 
rendimiento académico de los estudiantes en ambas áreas [250].

Estos resultados han contribuido a un creciente interés en la región por invertir en jornadas 
extendidas. Aunque este tipo de programas implica mayores costos, los hallazgos sugieren que 
pueden ser una inversión efectiva para mejorar los resultados educativos [251].

A pesar de la importancia de realizar evaluaciones de las políticas educativas, son pocos los países, 
no sólo en ALC sino también a nivel global, que cuentan con una política sistemática de evaluar el 
desempeño de sus inversiones en educación. Muchos países de la OCDE han integrado 
consideraciones estratégicas en sus procedimientos presupuestarios mediante marcos regulatorios 
que vinculan las decisiones de gasto con prioridades educativas. Sin embargo, la evaluación posterior 
sobre el impacto de estas inversiones y el uso de esos resultados para validar o ajustar las políticas 
sigue siendo poco frecuente. Un informe publicado por esa organización en 2022 revela que sólo 
cuatro de los 15 países estudiados utilizaron efectivamente los resultados de las evaluaciones de 
impacto para orientar sus futuras decisiones educativas.

La comunidad flamenca de Bélgica ofrece un ejemplo destacado de cómo vincular los mecanismos de 
financiamiento escolar con evaluaciones. En su Decreto sobre Igualdad de Oportunidades Educativas 
de 2002 asigna financiamiento adicional a escuelas secundarias con un alto porcentaje de estudiantes 
en situación de desventaja socioeconómica. Estos recursos buscan compensar desigualdades y 
mejorar las oportunidades de aprendizaje para los estudiantes con mayores dificultades. El 
financiamiento sigue un ciclo de tres años que incluye planificación, evaluación e inspección. En el 
primer año, las escuelas diseñan un plan estratégico para utilizar los fondos de manera efectiva, 
priorizando intervenciones dirigidas a las necesidades específicas de sus estudiantes. En el segundo 
año, se lleva a cabo una evaluación para medir la eficacia de las estrategias implementadas y su 
impacto en el aprendizaje. Finalmente, en el tercer año, una inspección externa verifica el cumplimiento 
del plan y la calidad de las intervenciones, garantizando un monitoreo riguroso del programa.

Otro caso destacado es el de Estados Unidos, donde muchos subsidios federales para programas 
educativos se asignan tomando en cuenta la evidencia disponible sobre su eficacia [12, 252]. Los 
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programas que no han sido evaluados o que cuentan con poca evidencia de respaldo reciben un 
financiamiento menor, mientras que aquellos con una base sólida de evidencia que respalde su 
efectividad reciben más recursos.

Otro aspecto importante del monitoreo de resultados es realizar evaluaciones que no sólo consideren 
los efectos generados por las inversiones, sino también sus costos. Los análisis económicos en 
educación abarcan diversos métodos, como el análisis de costo-efectividad y el análisis de costo-
beneficio, pero en esencia todos buscan cuantificar la relación entre los recursos invertidos y los 
resultados obtenidos, con el fin de optimizar la asignación de fondos [253]. 

Sin embargo, estos análisis suelen ser complejos y presentan limitaciones. Por ejemplo, es difícil 
estimar todos los potenciales beneficios de la educación, ya que muchos son intangibles, como la 
cohesión social, o se manifiestan a largo plazo, como una mayor empleabilidad. Además, para llevar 
a cabo un análisis efectivo de costos es indispensable contar con datos de alta calidad, los cuales no 
siempre están disponibles. 

A pesar de estas dificultades, este tipo de evaluación es un importante complemento en la 
planificación de los recursos educativos, ayudando a los responsables a comprender mejor los 
costos, los beneficios y los posibles efectos asociados con propuestas específicas [254].

Para un cruce efectivo entre costos y calidad, es esencial promover la integración entre los diferentes 
tipos de monitoreo. Por ejemplo, en Chile, el monitoreo de resultados está a cargo de la Agencia de 
Calidad de la Educación, mientras que el monitoreo administrativo es responsabilidad de la 
Superintendencia de Educación. Pero esta separación puede derivar en ineficiencias. Un ejemplo de 
ello es el caso relatado al inicio de este capítulo: los auditores de la Superintendencia pueden 
verificar si las computadoras están presentes en las escuelas, pero no están autorizados para 
constatar si éstas se están usando. Este caso demuestra cómo la separación entre la dimensión de 
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costos y la dimensión de impacto obstaculiza una evaluación integral del valor generado por las 
inversiones educativas.

Un caso interesante que aborda este desafío es el de los Países Bajos, donde se promovió una mayor 
coordinación entre las diferentes unidades responsables de los distintos tipos de monitoreo. La 
llamada Inspectorate supervisa tanto la calidad de la educación como su cumplimiento con las 
normativas legales y financieras. Durante un tiempo, las inspecciones financieras y pedagógico-
didácticas se realizaban por separado, gestionadas por dos unidades distintas de la Inspectorate. 
Posteriormente, se realizó una reorganización interna para integrar ambas líneas de inspección. Esta 
integración respondió en parte al creciente reconocimiento de los vínculos fundamentales que 
existen entre la calidad de la gestión financiera y la calidad educativa [255].

Fomentar la transparencia y el acceso a la información

Los procesos de monitoreo vistos hasta ahora involucran a las autoridades centrales o locales, así 
como a las propias escuelas. Sin embargo, los padres, estudiantes y la prensa también desempeñan 
un papel importante en la supervisión del buen uso de los recursos educativos. Este tipo de control 
ciudadano es un complemento a los sistemas de monitoreo oficiales, y se basa en el hecho de que la 
comunidad escolar está en una posición privilegiada para identificar con mayor nitidez el buen uso, 
y también cualquier mal uso, de los recursos destinados a la educación.

Para lograr una rendición de cuentas efectiva ‘desde abajo’, la transparencia es esencial. Esto requiere 
de una divulgación completa y accesible de la información relevante, la que no sólo se limite a los 
datos administrativos sobre presupuestos, transferencias y ejecución, sino que también incluya 
aspectos como la implementación y los resultados obtenidos. Este enfoque facilita la elaboración de 
estudios técnicos por parte de especialistas y de la prensa, lo que contribuye a una mayor 
comprensión y rendición de cuentas. Es decir, no basta con publicar los datos, sino que hay que 
comunicar de manera clara para que la sociedad pueda comprender y acompañar mejor los procesos 
de financiamiento escolar.

Varios estudios demuestran que un aumento en la transparencia es clave para asegurar que los 
fondos destinados a la educación efectivamente lleguen a las aulas y, en consecuencia, mejoren los 
resultados de aprendizaje. En Uganda, por ejemplo, se promovió el monitoreo comunitario del uso 
de recursos mediante una mayor la transparencia presupuestaria. En los años 90 las escuelas de ese 
país recibían sólo el 20% de las transferencias del gobierno central destinadas a educación, mientras 
que el 80% se perdía a lo largo de la cadena de los distintos estamentos de gobierno. Para abordar el 
problema, el gobierno publicó los datos sobre las subvenciones a las escuelas en los grandes 
periódicos nacionales. Una investigación reveló que la proximidad de los colegios a los puntos de 
venta de los periódicos estaba positivamente correlacionada con el conocimiento de los directores 
de escuela sobre el programa de subvenciones nacionales, y con una reducción en el desvío de 
fondos [256]. Otros estudios mostraron que las escuelas ubicadas en áreas con mayor acceso a la 
prensa experimentaron un impacto positivo en la matrícula escolar y en el desempeño de los 
estudiantes [257, 258].
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El programa Textbook Count 1-2-3 de Filipinas se implementó para enfrentar la corrupción en la 
provisión de materiales de aprendizaje, entre ellos el problema recurrente de que los libros de texto 
no llegaban a las escuelas [259]. A partir de 2003, esta iniciativa publicó cronogramas detallados de 
las entregas de libros en cada provincia, los que se difundieron ampliamente por la prensa y se 
comentaron en reuniones con docentes, funcionarios gubernamentales y representantes de 
diversas ONGs. Si bien este programa no ha sido evaluado de manera sistemática, un estudio 
presenta evidencia sobre una reducción significativa en los desvíos de libros. En 2005 todos los 
libros de texto impresos fueron entregados, en comparación con un 40% de pérdidas estimadas en 
2001 [259]. 

La transparencia y el monitoreo no sólo tienen como objetivo revelar casos de corrupción o desvío de 
fondos, sino también identificar ineficiencias generales en el financiamiento escolar. La ley Every 
Student Succeeds Act (ESSA), promulgada en Estados Unidos en 2015, exige que los distritos 
escolares informen sobre el gasto por alumno a nivel de escuela. Al requerir datos desglosados sobre 
el gasto educativo, ESSA busca revelar las disparidades en la asignación de recursos que pueden 
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Figura 4.1: Nivel de desarrollo global de SIGED por sistema educativo, países o localidades 
seleccionados de ALC

Fuente: Figura extraída de Arias y otros [141].

Nota: Dentro de una misma categoría, los países se presentan ordenados por orden alfabético.
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existir incluso dentro de un mismo distrito. Esta información permite tanto a los gobiernos como al 
público en general identificar ineficiencias –como escuelas con altos niveles de gasto, pero bajos 
resultados– así como casos de financiamiento insuficiente en escuelas que necesitan mayor 
inversión.

En nuestra región, Brasil es un caso exitoso de transparencia de los datos del financiamiento escolar. 
A través del Portal de Transparencia, ese país proporciona información detallada sobre el presupuesto 
y las transferencias de recursos destinados a la educación. Además, publica datos desagregados de 
varios resultados educativos, como matrícula y puntajes de pruebas estandarizadas, los cuales están 
disponibles en el sitio web del Instituto Nacional de Estudos e Pesquisas Educacionais (INEP) [260]. 
Sin embargo, la calidad y disponibilidad de la información a nivel municipal y estatal varía 
significativamente. Para abordar estas disparidades, en 2024 Brasil promulgó la Ley 15.001/24, que 
establece requisitos mínimos de transparencia pública y control social en el ámbito educativo para 
todas las autoridades. Esta normativa obliga a publicar información detallada sobre diversos 
aspectos educativos, incluyendo el número de plazas disponibles y ocupadas en las escuelas 
públicas, las listas de espera, becas y ayudas concedidas, estadísticas de rendimiento escolar, la 
ejecución financiera de los programas educativos, además de las pautas y actas de las reuniones del 
Consejo Nacional de Educación y de los consejos educativos estatales y del distrito federal 
respectivo.

Chile también tiene una sólida política de transparencia para la información pública. Desde 2009, la 
llamada Ley de Transparencia garantiza el derecho de los ciudadanos a acceder a información 
pública. Una de sus fortalezas es que todos los organismos públicos deben tener un portal de 
transparencia activo que entrega datos sobre remuneraciones y perfil profesional de los funcionarios 
públicos, entre otros aspectos. Además, estos portales ofrecen la posibilidad de solicitar información 
adicional si ésta no está disponible públicamente y, en caso de que la solicitud sea denegada, la ley 
contempla un proceso formal de reclamación o apelación, fortaleciendo el compromiso con la 
transparencia y el acceso a la información.

El Ministerio de Educación chileno ha implementado varias iniciativas para promover la transparencia 
y el acceso a datos relevantes. Una de ellas es el programa “Más Información, Mejor Educación” 
(MIME), que proporciona información detallada sobre más de 15.000 establecimientos educacionales 
del país, tanto públicos como privados. Los datos incluyen información sobre infraestructura, 
oportunidades educativas, planta docente, resultados en el rendimiento académico y proyectos 
educativos. Asimismo, la Superintendencia de Educación dispone de una plataforma de datos 
abiertos, que ofrece a la comunidad educativa y al público general acceso a un repositorio de datos 
y estadísticas sobre sus procesos de monitoreo, como denuncias, mediaciones y procesos 
administrativos sancionatorios, entre otros.

Paraguay también cuenta con portales de transparencia, como el “MapaInversiones Paraguay en 
Resultados”, que reporta los gastos de inversión social del país, entre ellos los de educación. Sin 
embargo, esta herramienta presenta bajos niveles de desagregación. Perú tiene el Portal de 
Transparencia Estándar, que incluye datos presupuestarios desagregados hasta el nivel del organismo 
responsable del gasto como las UGEL.
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La importancia de los Sistemas de Información y Gestión 
Educativa (SIGED)

Contar con un buen SIGED es una condición casi indispensable para cualquier tipo de monitoreo que 
pretenda ser eficaz y contribuir a una mejora continua del sistema escolar. En esencia, el SIGED es un 
conjunto de procesos de gestión educativa diseñados para registrar, utilizar, generar y difundir 
información estratégica en línea de manera integral. Para un monitoreo efectivo no basta con tener 
un SIGED, sino que es crucial contar con un buen SIGED. Una de las características clave de un buen 
SIGED es su digitalización, lo que agiliza y automatiza los procesos administrativos, reduciendo la 
carga de trabajo manual y los errores.

Una parte importante del monitoreo en la región, no obstante, aún se realiza en papel, como es el 
caso de Paraguay. En ese país las escuelas deben presentar informes detallados sobre el uso de los 
fondos destinados a operaciones y mantenimiento, los cuales son revisados tanto por el Ministerio de 
Educación como por la Contraloría General. Pero este proceso es en gran medida manual y se basa 
en documentación en papel, lo que limita la eficiencia del monitoreo.

Otro rasgo clave de un buen SIGED es que la información esté organizada y reportada de manera 
estandarizada con el fin de facilitar análisis posteriores. Esto es especialmente importante cuando las 
transferencias de recursos y su ejecución pasan por diferentes niveles gubernamentales. Otro 
aspecto fundamental es que sea un sistema integrado. La vinculación de datos provenientes de 
distintos procesos educativos permite realizar análisis más amplios y obtener una visión más 
completa del sistema escolar. Por ejemplo, en el caso del financiamiento se podrían relacionar los 
gastos a nivel de escuela con la matrícula, con el fin de calcular el costo por alumno.

CÓMO MONITOREAR LO QUE SE GASTA

El programa “Más Información, Mejor Educación” de Chile 
proporciona información detallada sobre la mayoría de
las escuelas de ese país, tanto públicos como privados.
Los datos incluyen información sobre infraestructura, 
oportunidades educativas, planta docente, resultados
en el rendimiento académico y proyectos educativos.

15.000 colegios
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Un estudio realizado en el estado de Pernambuco, Brasil, evidencia la utilidad de este tipo de análisis 
[251]. En éste se compararon los gastos por escuela con sus resultados en evaluaciones educativas 
(Figura 4.2), destacando la identificación de escuelas con altos gastos, pero bajos resultados –o sea, 
menos eficientes– con otras de menores gastos, pero mejores resultados, es decir, más eficientes.

Este análisis fue posible gracias al Sistema de Costos de Pernambuco (SICPE), una herramienta de 
gestión presupuestaria que centraliza los reportes de gastos de los establecimientos educativos en 
una base única e integrada. El SICPE ha permitido mejoras significativas en la gestión, el seguimiento 
y la transparencia del gasto escolar. Al estar integrado con el sistema de información educativa, 
facilita la identificación de desigualdades en la distribución de recursos, optimiza el monitoreo del 
gasto y permite evaluar con mayor precisión el impacto de las políticas educativas en cada institución.

Más allá de su valor para la rendición de cuentas, este tipo de análisis abre una valiosa oportunidad 
para desarrollar estudios de caso que permitan comprender por qué algunas escuelas logran mejores 
resultados de lo esperado y por qué otras, a pesar de contar con mayores recursos, no alcanzan los 
niveles de desempeño proyectados. 
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Figura 4.2: Análisis entre gastos y resultados en escuelas del estado de Pernambuco, Brasil

Fuente: Figura extraída de Elacqua y otros [251].
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Por desgracia, muchos países de la región no cuentan con un SIGED bien desarrollado (Figura 4.2). 
De los 16 sistemas educativos analizados en un estudio del BID [141], la mayoría se encuentra en un 
nivel incipiente, lo que significa que sólo cumplen de manera parcial con las funciones esperadas. 
Sólo cuatro sistemas educacionales –Perú, Uruguay, Bogotá y Santa Fe, Argentina– han logrado 
avances importantes en el desarrollo de sus SIGED, llegando al nivel “emergente”. Estos sistemas 
presentan una mayor cobertura, un mejor grado de planificación y una visión más clara sobre el rol 
de la tecnología en la gestión educativa. Sin embargo, aún enfrentan desafíos para lograr una 
transformación digital completa que les permita aprovechar plenamente el potencial de la 
tecnología y avanzar al nivel “establecido”, el cual no ha sido alcanzado por ningún sistema de 
monitoreo escolar en ALC.

A pesar de que los SIGED de la región presentan debilidades, existen ejemplos de sistemas que han 
contribuido a mejorar el monitoreo del financiamiento educativo. Además del SICPE en Pernambuco, 
República Dominicana también cuenta con una plataforma digital para el seguimiento de las 
transferencias financieras y la asignación de recursos a nivel escolar. Se trata del Sistema de Gestión 
Escolar de la República Dominicana (SIGERD), donde las escuelas registran en esta base de datos sus 
transacciones diarias y el uso de los recursos. Los datos almacenados en el SIGERD están disponibles 
para todas las escuelas, distritos y oficinas regionales, lo que facilita auditorías regulares y controles 
más rigurosos sobre el uso de los fondos públicos.

El Ministerio de Educación y Juventud de Jamaica también está realizando una transformación 
digital en la gestión del financiamiento escolar. Tradicionalmente, las escuelas de ese país 
gestionaban sus finanzas de forma independiente, utilizando cuentas bancarias privadas y registros 
manuales. En los últimos años, el gobierno central ha hecho esfuerzos para digitalizar la gestión 
financiera a nivel escolar mediante la implementación de nuevas prácticas y plataformas que buscan 
mejorar tanto la eficiencia como la transparencia en el gasto educativo. Un componente clave de esta 
iniciativa fue un programa piloto que se lanzó en 2021 en 51 escuelas de ese país, con el apoyo del BID, 
para implementar una plataforma de visualización y gestión de datos financieros del sistema 
educativo llamado Manage (Figura 4.3, que es un ejemplo de un panel de control de una escuela con 
la siguiente información: presupuesto restante, gastos ejecutados, estado de órdenes de compra y 
comparativas históricas de gastos) [261]. El objetivo de esta plataforma fue organizar los datos de 
financiamiento de forma accesible y fácil de usar, permitiendo a los directores de escuela analizar la 
información de sus propias instituciones.

Estas iniciativas son fundamentales, ya que la determinación de costos a nivel de las escuelas no es 
una tarea sencilla, especialmente en sistemas que manejan múltiples transferencias y subvenciones, 
cada una con su propio sistema independiente. Esto puede llevar a que los reportes se hagan por 
transferencia o programa, lo cual facilita el proceso, pero pierde la riqueza de visualizar el monto total 
que llega a cada escuela. 

Esta frustración se refleja en las palabras de un representante del municipio de São Paulo durante 
una entrevista con autores de este libro: “Yo diría, por ejemplo, algo que siento como una gran 
carencia –y es un tema recurrente– es que no tenemos una organización basada en centros de costos. 
Entonces, una pregunta básica que hago y que siempre es difícil de responder es: ¿cuánto cuesta un 
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alumno en la red municipal de educación? Existen estudios que me muestran cifras y demás, pero 
poder presionar un botón en el sistema y decir, ‘ah, estos es los costos en que hemos incurrido en los 
últimos meses’, eso no existe. No hay algo debidamente organizado, no lo hay. Es un trabajo manual, 
contamos con los datos para hacerlo, pero no está sistematizado ni organizado”.

Los SIGED no sólo son fundamentales para monitorear el flujo de recursos financieros, sino también 
para supervisar la asignación de los insumos educativos, los que finalmente también se traducen en 
costos. Un buen ejemplo es la asignación docente: dado que los salarios absorben la mayor parte del 
presupuesto educativo, una mala distribución del personal puede generar ineficiencias significativas 
en el gasto. La Figura 4.2 muestra un ejercicio que realizamos con datos de Recife, Brasil, donde se 
identificaron escuelas con escasez (en naranjo) y excedente (en azul) de horas docentes. El mapa 
permite visualizar geográficamente estas brechas a nivel de escuela, destacando cómo algunas 
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Figura 4.3: Plataforma Manage, proyecto piloto en Jamaica

Fuente: Allovue [261].

Nota: Esta imagen muestra un panel de control financiero para la Escuela Primaria Eleanor Roosevelt. Presenta información 
sobre el presupuesto “Fondos generales para apoyo a la instrucción”. El panel incluye: (a) un gráfico circular que muestra el 
21,8% del presupuesto restante; (b) datos financieros: presupuesto total de $5.464.072,42, con $1.190.730,39 restante; (c) 
Estado de órdenes de compra: 1 abierta, 12 cerradas, 13 en total; (d) un gráfico de línea que compara la tasa de gasto con años 
anteriores; (e) estadísticas de gasto del mes actual: 0,2% este mes, 8,5% promedio histórico para este mes, 29,7% comparado 
con el año pasado. El panel permite ver detalles adicionales sobre órdenes de compra y seguimiento de gastos.
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zonas enfrentan simultáneamente problemas de sobreasignación y déficit de personal. Este tipo de 
monitoreo es clave para detectar ineficiencias en la asignación de recursos y realizar ajustes que no 
sólo optimicen el uso del presupuesto, sino que también contribuyan a reducir inequidades en los 
sistemas educativos.

* * *

Un monitoreo oportuno del financiamiento escolar a lo largo de todas sus etapas no sólo aumenta la 
transparencia y previene el mal uso de los fondos, sino también ayuda a ajustar las políticas 
educativas para maximizar el impacto del gasto fiscal. Por ello resulta fundamental contar con 
mecanismos que fortalezcan los diferentes tipos de monitoreo y aseguren el buen funcionamiento 
de los SIGED, mediante la creación de reglas claras y herramientas que simplifiquen este proceso. Es 
crucial evitar que el monitoreo y los SIGED se conviertan en una carga excesivamente burocrática. De 
lo contrario, existe el riesgo de que estos esfuerzos sean percibidos como un fin en sí mismos, en 
lugar de un medio para alcanzar resultados significativos.

CÓMO MONITOREAR LO QUE SE GASTA
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En las últimas décadas, la mayoría de los países de América Latina y el Caribe ha aumentado 
de manera importante el gasto fiscal destinado a la educación. Sin embargo, todavía no han 
invertido lo suficiente para asegurar una educación de calidad y accesible para todos los 
sectores de la sociedad. Todos los años, millones de jóvenes latinoamericanos egresan o 

abandonan la secundaria para unirse al “baile de los que sobran” y terminar “pateando piedras”, como 
reza una popular canción de la banda de rock Los Prisioneros. Muchos sienten que nunca tuvieron la 
oportunidad de desarrollar las habilidades necesarias para participar de manera competitiva en el 
mercado laboral, y así alcanzar una estabilidad económica que les permita sostenerse y contribuir a 
la economía y la sociedad de forma significativa.

Hoy la región tiene una oportunidad única para enmendar el rumbo. En los últimos años, una ola de 
estudios rigurosos ha demostrado de manera convincente que invertir más en la educación de niños 
y jóvenes provenientes de familias de bajos ingresos es una estrategia sumamente rentable, con 
beneficios persistentes en el largo plazo. O sea, es un gasto inteligente en el largo plazo. Ello va en 
línea con una de las tesis centrales de este libro: lograr que cada peso invertido en la educación 
escolar genere el máximo impacto posible en los aprendizajes y desarrollo de los estudiantes. 

Y es que para alcanzar un gasto inteligente es necesario diseñar un sistema de financiamiento escolar 
que equilibre cuatro principios fundamentales: adecuación, equidad, eficiencia y transparencia. Y 
éstos, a su vez, deben vincularse con las cuatro dimensiones del sistema de finanzas escolares: 
movilización, distribución, ejecución y monitoreo de los recursos.

Basado en este modelo, nuestro análisis de los sistemas de finanzas escolares en 22 países de la 
región nos permite extraer lecciones cruciales que pueden ser un aporte al diseño de las políticas 
educativas en ALC. En la Tabla que sigue, se presentan las 10 recomendaciones más importantes que 
emergen de nuestro trabajo. Para que estas recomendaciones no queden en ideas abstractas, las 
acompañamos de ejemplos concretos que ilustran cómo estas políticas ya se han implementado 
exitosamente en diversos contextos.
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Tabla: Diez recomendaciones principales para un Gasto Inteligente

Recomendaciones
 
Realizar rigurosos estudios de costos

Movilizar más recursos a educación usando 
(i) metas de gasto, (ii) impuestos 
específicos, (iii) incentivos a un mayor 
esfuerzo fiscal de gobiernos locales y (iv) 
"financiamiento internacional innovador"

Implementar fórmulas de financiamiento 
progresivo que sean transparentes, claras, 
simples, flexibles y coherentes con otros 
mecanismos de transferencia

Desarrollar sistemas transparentes, 
eficientes y equitativos en la selección, 
contratación y distribución de los docentes

Diseñar transferencias que aprovechen las 
economías de escala de las compras 
centralizadas, con un mayor conocimiento 
de las necesidades de las escuelas en 
adquisiciones locales 

Fortalecer las capacidades de gestión 
financiera en escuelas y gobiernos locales 
mediante cursos de formación y entrega de 
mejores herramientas de gestión

Adquirir sistemas de compras públicas con 
información en tiempo real que sean 
transparentes, promuevan diversidad de 
proveedores, limiten el pago de 
sobreprecios y reduzcan la burocracia

Implementar sistemas integrados para 
monitorear (i) procesos administrativos; 
(ii) gestión de insumos educativos; 
y (iii) resultados educativos

Crear sistemas de información 
transparentes que muestren en tiempo real 
la ejecución del gasto a nivel de gobiernos y 
escuelas, los insumos en cada escuela y los 
resultados educativos 

Fortalecer los Sistemas de Información y 
Gestión Educativa (SIGED), con información 
presupuestaria simplificada que facilite 
auditorías, decisiones de compra y 
monitoreo de resultados

Ejemplos concretos
 
Estudios de costos en Wyoming, EE.UU.; CAQ
y CAQi en Brasil; Plantilla óptima Ecuador

Metas de gasto en República Dominicana; 
Seguro Educativo en Panamá; Bonos de
impacto social en Colombia

Ley SEP en Chile y FUNDEB en Brasil

Plataformas digitales implementadas en Perú y 
Ecuador

Modelo híbrido de São Paulo, Brasil, para la 
compra de insumos educativos

PROGEPE en Pernambuco, Brasil; Planes 
Educativos (Ecuador y Perú); Asesoría de 
escuelas de alto desempeño (Chile)

Sistema Integrado de Compras Públicas
(SICOP) de Costa Rica; Sistema de Información 
de Recursos (SIDRE) de Bogotá, Colombia

Trabajo complementario entre Contraloría, 
Superintendencia de Educación y Agencia de
la Calidad de la Educación en Chile

Portal de Transparencia en Brasil; programa 
"Más Información, Mejor Educación" de Chile

Sistema de Gestión Escolar de la República 
Dominicana (SIGERD); plataforma Manage de 
Jamaica
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A continuación, discutimos estas recomendaciones en mayor detalle. Esperamos que constituyan 
insumos valiosos para todos quienes desempeñan un papel en el sistema escolar, desde ministros de 
Educación y Finanzas, a autoridades intermedias, directores de escuela, asociaciones de padres, 
ONGs dedicadas a la educación e incluso la prensa.

Recomendaciones para movilizar más recursos

Para saber cuántos recursos se necesitan movilizar para la educación escolar, es fundamental 
presupuestar de manera adecuada. Para ello es importante desarrollar sólidos estudios de costos, 
que permitan cuantificar con precisión las necesidades financieras del sistema escolar. Estos estudios 
no sólo deben considerar costos básicos de operación, sino también los recursos adicionales 
necesarios para atender a poblaciones vulnerables, cerrar brechas de aprendizaje y garantizar la 
calidad educativa en diferentes contextos sociales. El índice Costo Alumno-Calidad (CAQ) en Brasil 
es una iniciativa en esta línea. El CAQ intenta definir un mecanismo de financiamiento escolar que se 
basa en determinar las necesidades reales de las escuelas y calcular los costos asociados, permitiendo 
estimar la inversión requerida por estudiante en la educación básica. 

Para realizar este costeo de manera efectiva, es esencial utilizar criterios técnicos y contar con 
información confiable sobre los costos reales. Además, se debe mejorar la capacidad técnica de los 
ministerios de Educación para planificar estos presupuestos. Esto implica fortalecer las unidades de 
planificación y evaluación, desarrollar competencias en el análisis de datos y promover una cultura 
de toma de decisiones basada en evidencia.

Una alternativa menos demandante en términos de datos y capacidades técnicas consiste en centrarse 
específicamente en estimar las necesidades de docentes por escuela, dado que los maestros son el 
recurso más determinante en el aprendizaje. La metodología de cálculo de la “plantilla óptima” 
implementada en Ecuador es un buen ejemplo. Al combinar objetivos claros sobre la calidad del 
servicio educativo con datos precisos sobre el número de estudiantes, nivel educativo, especialidad 
requerida y características específicas de cada centro escolar, el Ministerio de Educación puede 
determinar de manera técnica la asignación óptima de docentes. Este tipo de estimaciones ayuda a 
evitar la creación innecesaria de plazas docentes, así como reducir excesos o déficits de profesores 
entre las escuelas, liberando recursos que podrían destinarse a cubrir otras necesidades educativas.

Contar con datos o estimaciones rigurosas, en especial para confeccionar el presupuesto educativo, 
también es una poderosa herramienta para negociar con los ministerios de finanzas. Al exponer con 
fundamentos basados en evidencia, los responsables de la política educativa aumentan sus 
posibilidades de éxito en esas negociaciones presupuestarias, donde siempre compiten con otros 
sectores como salud y seguridad por los recursos fiscales disponibles.

En el capítulo 1 también discutimos cómo movilizar de manera más sostenible y equitativa los 
recursos necesarios para la educación escolar. Un aspecto clave es diseñar mecanismos de 
financiamiento más estables y resilientes, que protejan la inversión educativa de las fluctuaciones 
económicas y los cambios políticos. Esto puede incluir la creación de fondos de estabilización, fijar 
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pisos mínimos de inversión como porcentaje del PIB y diversificar las fuentes de financiamiento. 
También se pueden implementar impuestos específicos o regalías destinados a la educación, 
siguiendo ejemplos exitosos como el Seguro Educativo de Panamá o el Salário Educação de Brasil, 
los que proporcionan flujos más estables y predecibles para el sector educativo.

También es importante fortalecer la participación de los gobiernos locales en el financiamiento 
educativo, promoviendo su autonomía fiscal, pero también estableciendo mecanismos de 
compensación para evitar el aumento de las desigualdades territoriales. Modelos como el FUNDEB 
en Brasil –que define una contribución local al financiamiento educativo según la capacidad fiscal– 
ofrecen ejemplos valiosos de cómo equilibrar la autonomía local con la equidad interregional.

Finalmente, para movilizar más recursos los gobiernos pueden recurrir a mecanismos innovadores 
de financiamiento, como los canjes de deuda por educación, las alianzas público-privadas o los bonos 
de impacto social. Hay varios ejemplos que muestran el potencial de estos instrumentos. Los canjes 
de deuda en El Salvador y Perú han liberado más de USD 60 millones para proyectos educativos. Con 
los Bonos de Impacto Social en Educación de Colombia, los inversionistas privados proporcionan un 
capital inicial para programas educativos, y el gobierno sólo paga la deuda con una bonificación si se 
logran objetivos específicos previamente acordados entre ambas partes. Los bonos educativos 
verdes en Chile, por su parte, financian proyectos educativos con un componente de sustentabilidad 
ambiental. Aunque estos mecanismos no resuelven todas las brechas de financiamiento, son una 
forma estratégica de generar más recursos para la educación.

Recomendaciones para una mejor distribución de recursos

Para lograr una distribución de recursos e insumos más eficiente es crucial implementar fórmulas de 
financiamiento. Éstas tienen que basarse en criterios técnicos y transparentes, que incentiven el 
logro de resultados educativos y que reduzcan las transferencias basadas en favores políticos o en 
criterios históricos. Experiencias como los compromisos de desempeño en Perú o el Sistema General 
de Participaciones (SGP) de Colombia, que vinculan la entrega de recursos a resultados educativos, 
demuestran cómo estas fórmulas pueden promover una distribución más equitativa de los recursos.

Asimismo, es esencial asignar recursos adicionales a estudiantes y escuelas en situación de 
vulnerabilidad, reconociendo que educar a poblaciones desfavorecidas tiene mayores costos y 
desafíos. Nuestro análisis comparativo de sistemas de financiamiento muestra que, cuando se 
diseñan e implementan de manera adecuada, los recursos diferenciales pueden contribuir de manera 
importante a reducir las brechas educativas. La Ley SEP en Chile es un ejemplo valioso en este 
sentido, aumentando en hasta un 70% los recursos entregados a las escuelas más vulnerables.

También es importante buscar un equilibrio entre una asignación de recursos centralizada y 
descentralizada. aprovechando las economías de escala y las ventajas para redistribuir fondos que 
ofrece la gestión centralizada, mientras se otorga flexibilidad a nivel local para responder a 
necesidades específicas. Los modelos híbridos para la compra de insumos educativos de São Paulo, 
en Brasil, El Salvador, Guatemala, México y Guyana ilustran la búsqueda de este equilibrio.
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Con todo, es necesario revisar los criterios de distribución de manera periódica para asegurar que 
continúen respondiendo a las prioridades educativas y a las cambiantes realidades socioeconómicas. 
La experiencia del FUNDEB en Brasil –que actualiza regularmente la contribución de cada estado y 
municipalidad al financiamiento del sistema escolar– muestra cómo la adaptación de las fórmulas de 
distribución ayuda a compensar disparidades regionales.

Dado que los docentes son los recursos fundamentales en la educación escolar y representan una 
parte significativa del presupuesto, se recomienda desarrollar mecanismos transparentes, eficientes 
y equitativos de asignación de docentes, basados en necesidades educativas. Las experiencias de 
Perú y Ecuador con plataformas digitales para la asignación de docentes ofrecen lecciones valiosas 
sobre cómo reducir la discrecionalidad y mejorar la eficiencia en este proceso.

Recomendaciones para una mejor ejecución del presupuesto

Una buena ejecución presupuestaria es la única manera de transformar los recursos financieros en 
mejoras educativas. Para lograrlo, es clave simplificar los procesos administrativos con el fin de 
reducir la burocracia excesiva, la que suele obstaculizar la ejecución oportuna y eficiente de los 
recursos. La experiencia de Panamá muestra que flexibilizar los controles previos para adquisiciones 
menores puede hacer una diferencia significativa. Asimismo, el SIDRE en Bogotá, Colombia –una 
plataforma digital que consolida las necesidades educativas de todas las escuelas públicas de la 
ciudad– ilustra cómo la simplificación de los procesos de compras públicas puede mejorar la 
ejecución presupuestaria.

Además, es fundamental fortalecer las capacidades de gestión financiera y administrativa en todos 
los niveles del sistema educativo. Programas como el PROGEPE en Pernambuco, Brasil, muestran el 

Un aspecto clave es diseñar mecanismos
de financiamiento más estables y resilientes, 
que protejan la inversión educativa de las 
fluctuaciones económicas y los cambios 

políticos. 
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impacto positivo que la formación especializada tiene en la mejora de la gestión escolar y la eficiencia 
del gasto. Asimismo, la adopción de herramientas como los Proyectos Educativos Institucionales en 
Perú, o los Planes de Mejoramiento implementados en varios países de la región, facilitan la 
planificación del gasto a nivel local.

En el tercer capítulo también destacamos la importancia de implementar Sistemas Digitales para la 
Gestión de Compras Públicas, los que aumentan la transparencia, reducen los costos y amplían la 
participación de proveedores. Plataformas como SICOP en Costa Rica y PanamaCompra en Panamá 
ofrecen ejemplos valiosos, aunque también evidencian la necesidad de adaptarlas a las realidades 
locales. Y los sistemas de información en tiempo real, como el Sistema Integrado de Administración 
Financiera en Perú y el Sistema de Administración Financiera Integrada en Honduras, muestran 
cómo la digitalización puede mejorar la eficiencia, la transparencia y el control del gasto público, 
permitiendo rastrear el gasto desde la asignación inicial hasta el pago final.

Para una buena ejecución presupuestaria también es importante balancear el control con la 
flexibilidad. Esto implica establecer marcos normativos claros, pero dejando espacio para 
adaptaciones según los contextos específicos. El caso de la contratación de maestros de educación 
secundaria en Barbados muestra cómo la combinación de una mayor autonomía local con una 
ejecución presupuestaria centralizada puede mejorar la pertinencia del gasto educativo, permitiendo 
ajustar el perfil docente a las necesidades locales.

Otra estrategia relevante es flexibilizar los ciclos presupuestarios para que se adapten mejor a los 
ciclos escolares y para reducir la subejecución. El presupuesto educativo quinquenal en Uruguay es 
un buen ejemplo de cómo distribuir la ejecución del gasto de manera más equilibrada, evitando 
decisiones apresuradas a fin de año y facilitando la implementación de proyectos complejos que 
requieren más tiempo que un año fiscal para su desarrollo.

Asegurar que cada peso invertido
en educación genere el máximo beneficio 

posible no es sólo una cuestión de eficiencia 
administrativa, sino una obligación moral

con las generaciones futuras.
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La participación comunitaria también puede mejorar la efectividad del gasto, como lo muestran las 
experiencias en México con los Comités Escolares de Administración Participativa y de Guatemala 
con las Organizaciones de Padres de Familia. Asimismo, desarrollar sistemas de asistencia técnica 
para apoyar a escuelas y entidades locales con menos capacidades de gestión es fundamental. El 
modelo de Asistencias Técnicas Educativas (ATE) en Chile ofrece lecciones útiles sobre cómo 
proporcionar ese apoyo especializado, pero manteniendo la autonomía local.

Para avanzar hacia un proceso de ejecución presupuestaria óptimo, este capítulo resalta la 
importancia de implementar procesos transparentes y meritocráticos para la selección de directivos 
y consejos de padres. El Sistema de Alta Dirección Pública en Chile, o los concursos para directivos 
escolares en Colombia, son ejemplos de cómo la profesionalización del liderazgo educativo puede 
mejorar la eficiencia en la ejecución presupuestaria.

Recomendaciones para un buen monitoreo del gasto

En el capítulo 4 discutimos la importancia de implementar un monitoreo efectivo para asegurar que 
los recursos educativos se utilicen de manera eficiente y se traduzcan en mejoras concretas en el 
aprendizaje escolar. Para ello, es esencial fortalecer el monitoreo administrativo, estableciendo 
mecanismos de control claros y transparentes que prevengan la corrupción, minimicen los gastos no 
autorizados y reduzcan las ineficiencias. La Superintendencia de Educación de Chile, por ejemplo, 
realiza auditorías aleatorias, lo que permite supervisar de manera efectiva el uso adecuado de los 
recursos.

Sin embargo, hay que evitar que el monitoreo administrativo se convierta en un proceso 
excesivamente burocrático, que termine generando temor a cometer errores y llevando a una 
parálisis administrativa que comprometa la eficiencia en la ejecución del presupuesto. Muchos 
administradores públicos manifiestan un temor grande a los órganos de control, como las 
Contralorías, lo que conduce a una ejecución cautelosa y poco eficiente. Por ello, se recomienda que 
este tipo de monitoreo actúe como un facilitador, y no como un obstáculo, generando información 
oportuna para retroalimentar y mejorar los procesos administrativos.

También hay que evaluar si los recursos se están implementando de manera efectiva dentro del aula. 
Los programas de alimentación infantil en Brasil son buenos ejemplos de este monitoreo de la 
implementación. Los sistemas de supervisión digital en São Paulo y Paraná permiten a los directores 
registrar el estado y el consumo de los alimentos escolares, optimizando la logística y ajustando los 
menús según el consumo real. Además, visitas regulares de nutricionistas garantizan la calidad del 
servicio. Este tipo de monitoreo facilita la identificación de las estrategias más efectivas y permite 
ajustar las políticas según las necesidades específicas, evitando así el desperdicio de recursos.

Un tercer tipo se supervisión es el monitoreo de los resultados educativos. Aunque la región ha 
avanzado bastante en expandir las evaluaciones de aprendizaje, es crucial que estas mediciones 
vayan acompañadas de análisis más profundos para saber si las inversiones realmente están 
generando el impacto esperado. Estados Unidos ofrece un ejemplo de cómo vincular las evaluaciones 
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con el financiamiento escolar. Muchos subsidios federales se asignan tomando en cuenta la evidencia 
sobre la eficacia de los programas educativos. Los programas que no han sido evaluados o que 
cuentan con poca evidencia de respaldo reciben un financiamiento menor, mientras que aquellos 
con una base sólida de evidencia que respalde su efectividad reciben más recursos. Este enfoque 
permite identificar las inversiones que proporcionan mayores beneficios en relación con su costo, 
garantizando así una asignación más eficiente de los recursos.

Para fortalecer la rendición de cuentas y fomentar la confianza en las instituciones, hay que promover 
la transparencia y el acceso público a los datos sobre el uso de los recursos educativos. El programa 
“Más Información, Mejor Educación” en Chile, y una ley de Brasil que obliga a la publicación de 
información detallada sobre diversos aspectos educativos, son ejemplos claros de cómo la difusión 
de datos puede fortalecer la transparencia. Además, facilitar el acceso a estos datos permite a los 
investigadores realizar estudios rigurosos sobre la efectividad y eficiencia del gasto educativo.

Finalmente, para asegurar un monitoreo adecuado, es fundamental fortalecer los Sistemas de 
Información y Gestión Educativa (SIGED), garantizando que estén integrados, actualizados y 
digitalizados. Esto permite monitorear en tiempo real la ejecución del gasto, identificar ineficiencias 
y apoyar la toma de decisiones. Ejemplos como el SIGERD en República Dominicana y la plataforma 
Manage de Jamaica demuestran cómo SIGED robustos pueden facilitar auditorías, optimizar la toma 
de decisiones y aumentar la eficiencia del gasto público.

Reflexiones finales

Los sistemas de financiamiento son la base del sistema educativo. Cualquier programa o política 
educativa requiere inversión, y las demandas son numerosas: garantizar una infraestructura 
adecuada, materiales, equipos digitales, transporte, alimentación, docentes calificados y una amplia 
variedad de programas destinados a mejorar la experiencia escolar. Todo esto debe gestionarse en 
un contexto de recursos limitados, especialmente en el actual escenario de restricción fiscal que 
atraviesa la región. Por ello, diseñar políticas de financiamiento adecuadas resulta fundamental para 
responder de la mejor manera posible al mayor número de demandas, maximizando la eficiencia en 
el uso de los recursos disponibles.

El camino hacia un gasto más eficiente y efectivo en educación requiere un enfoque integral, que 
considere simultáneamente todos los aspectos del financiamiento escolar discutidos a lo largo del 
libro. Aunque los sistemas educativos de América Latina y el Caribe han logrado avances importantes 
en las últimas décadas, aún queda mucho por mejorar: es necesario movilizar más recursos para la 
educación y de forma más sostenible en el tiempo; garantizar que la distribución de los fondos llegue 
a quienes más lo necesitan, sin interferencias de intereses ajenos a la educación; ejecutar los recursos 
de forma eficiente y oportuna, evitando excesos burocráticos; y monitorear de manera sistemática y 
transparente el uso de los recursos, sin generar una parálisis administrativa por el temor a los órganos 
de control.
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Este libro ofrece sugerencias concretas para enfrentar estos desafíos, basándose en experiencias 
tanto dentro como fuera de la región, así como en decenas de conversaciones que hemos sostenido, 
en terreno, con tomadores de decisiones en el continente. 

La inversión en educación representa una apuesta por el futuro de nuestras sociedades, por la 
construcción de economías más competitivas y por el desarrollo de ciudadanos capaces de enfrentar 
los desafíos del siglo XXI. Asegurar que cada peso invertido en educación genere el máximo beneficio 
posible no es sólo una cuestión de eficiencia administrativa, sino una obligación moral con las 
generaciones futuras. Los países de la región tienen hoy la oportunidad de capitalizar las lecciones 
aprendidas en las últimas décadas para construir sistemas de financiamiento educativo más 
eficientes, equitativos y transparentes. El éxito en esta tarea determinará en gran medida la capacidad 
de formar ciudadanos preparados para prosperar en un mundo cada vez más complejo y cambiante, 
contribuyendo así a la construcción de sociedades más justas, productivas y democráticas.
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América Latina vive una grave crisis educativa. Los aprendizajes están por debajo de los que necesitan los 
estudiantes para poder enfrentar la vida. En parte, porque se gasta poco, y en gran parte, porque se gasta 
mal. Este libro nos permite entender esta dinámica y nos explica cómo algunos países han logrado distribuir 
mejor el gasto, ejecutarlo mejor y asegurar que redunde en mejores aprendizajes y mejores experiencias en 
el aula. No es cuestión sólo de gastar más, sino de tomar la decisión política de gastar mejor.

Jaime Saavedra, Director de Desarrollo Humano para América Latina,
Banco Mundial, ex ministro de Educación del Perú.

La evidencia es contundente en mostrar que un dólar bien invertido en educación genera altos retornos 
sociales y económicos, lo que hace de su financiamiento adecuado una prioridad estratégica. Este libro 
examina, desde la experiencia comparada, el desafío de movilizar, distribuir, ejecutar y monitorear recursos 
con eficiencia, equidad y transparencia. Aborda también la tensión entre ministerios de Educación y de 
Finanzas, con incentivos muchas veces contrapuestos y problemas de inconsistencia dinámica. Para ello, 
propone fortalecer las competencias financieras del sector educativo, junto con relevar la necesidad de medir 
de forma continua las competencias docentes y estudiantiles. Una lectura imprescindible para quienes 
toman decisiones en política pública educativa y fiscal.

Ignacio Briones, ex ministro de Hacienda de Chile.

A partir de conversaciones y datos recogidos en 22 países de América Latina y el Caribe, así como de la 
experiencia obtenida al apoyar más de 150 proyectos educativos en la región, el BID presenta en este libro 
estrategias para que los gobiernos mejoren sus resultados educativos, gastando los recursos de manera más 
inteligente. Para ello, sugiere criterios técnicos y fórmulas para la distribución de insumos y la adopción de 
modelos pedagógicos que ya han demostrado resultados significativos en la mejora de los aprendizajes. 
Una de las principales lecciones aprendidas es la importancia de la transparencia y el monitoreo del gasto 
público en educación escolar. Para todos aquellos que se interesan por la educación, una obra importante y 
motivadora.

Profesor Henrique Paim, ex ministro de Educación de Brasil y Director de la DGPE-FGV.

Nada tan oportuno para quienes elaboran y ejecutan políticas públicas en educación en América Latina, 
como este libro que ayuda a su mejor diseño para lograr mayor efectividad del gasto. En la actualidad, y 
pese a los esfuerzos de las últimas décadas, nuestros países enfrentan el gran reto de superar la inequidad 
en cobertura y especialmente en la calidad de la educación. No logramos la dinámica necesaria en el sector 
para convertirlo en el motor del desarrollo sostenible. Para alcanzar este objetivo es crucial que las estrategias 
garanticen más y mejor gasto en educación para aprovechar los siempre escasos recursos 

Cecilia María Vélez, ex Rectora de la Universidad Jorge Tadeo Lozano, Bogotá,
y ex ministra de Educación de Colombia.

Este libro llena un vacío importante en el mercado. Existen numerosos artículos y libros sobre qué funciona 
programáticamente. También hay abundantes trabajos de promoción de políticas e investigación sobre 
niveles óptimos de gasto. Sin embargo, lo que faltaba era un volumen serio sobre cómo gastar. La principal 
lección de este valioso libro es que gastar en lo correcto y en la cantidad correcta es importante, pero también 
lo es gastar de la manera correcta. El libro tiene un tono muy ameno, sin comprometer la precisión técnica, 
y contiene numerosos estudios de caso. Debería ser de profundo interés práctico para los profesionales de 
América Latina y el Caribe, pero también para el resto del mundo, ya que otras regiones enfrentan los mismos 
problemas.

Luis Crouch, Economista Senior Emeritus, RTI International.




